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Se levanta la sesión a la una y cuarenta y cinco minu-
tos de la tarde.

Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minu-
tos de la mañana.

ENMIENDAS DEL SENADO.

— PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN
DISCIPLINARIO DE LAS FUERZAS ARMADAS.
(NÚMERO DE EXPEDIENTE 121/000083)

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión con el
punto VII del orden del día: Enmiendas del Senado a
dos proyectos de ley; el orgánico de régimen discipli-
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nario de las Fuerzas Armadas y el de concesión de un
crédito extraordinario para compensación de tarifas
entre determinados territorios extrapeninsulares espa-
ñoles.

Quiero anunciar a la Cámara que las votaciones
correspondientes a estas enmiendas se producirán al
final de los dos debates y que, al tener naturaleza orgá-
nica el primero de los proyectos, la votación de con-
junto, para lo cual la Constitución y el reglamento esta-
blecen determinadas exigencias, entre ellas la
antelación suficiente de la votación, no se producirá
antes de las 12 de la mañana. En consecuencia, comen-
zamos el debate y posterior votación de las enmiendas
del Senado a los dos proyectos de ley, empezando por
el de régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas.

¿Grupos que desean intervenir sobre este punto?
(Pausa.)

Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra
el señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias,
señor presidente.

Mi grupo observa que el Senado ha introducido en
este proyecto de ley orgánica de régimen disciplinario
de las Fuerzas Armadas un bloque de enmiendas pura-
mente técnicas que vamos a votar favorablemente.
Hay otro grupo de enmiendas que se han aprobado
para adaptarlo al futuro proyecto de ley de régimen
del personal de las Fuerzas Armadas, proyecto que ya
ha entrado en esta Cámara. Es el caso de la enmienda
al artículo 16 de este proyecto de ley orgánica, en la
que curiosamente se hace referencia a un proyecto de
ley que todavía no se ha aprobado en la Cámara, la
damos por aceptable si bien nos hubiese gustado que
otras figuras regladas que están en el texto del pro-
yecto que ha remitido el Gobierno en la ley de régi-
men de personal de las Fuerzas Armadas también se
hubiesen recogido mediante enmiendas en este pro-
yecto de ley de régimen disciplinario de las Fuerzas
Armadas.

Hay un tercer bloque de enmiendas en el que se
han introducido algunas cuestiones de muy dudosa
constitucionalidad. Me refiero a la presentada al
artículo 68, para la que vamos a pedir votación sepa-
rada, por la que se inicia un procedimiento para el
militar que, estando en cumplimiento de arresto, soli-
citara la baja en las Fuerzas Armadas. Tenemos nues-
tras dudas ya que lo que aquí se regula, en cuanto sea
objeto de un contencioso-administrativo o una recla-
mación del derecho de amparo ante el Tribunal Cons-
titucional, puede quedar seriamente tocado. Al tener
reservas de la seguridad jurídica de esa enmienda
introducida al artículo 68, pedimos su votación sepa-
rada porque nos vamos a abstener. Igual que nos
vamos a abstener respecto de la enmienda al preám-
bulo, que viene a modificar el párrafo decimocuarto.
Quiero hacer aquí una observación, porque, puntuan-
do lo que se entiende en nuestra ordenación gramati-
cal por párrafos, correspondería al párrafo decimo-

quinto, salvo que se entienda que hay párrafos ante-
riores que pueden ser agrupados en uno solo; pero,
tal como viene en la imprenta, corresponde al párrafo
decimoquinto. En fin, me estoy refiriendo al párrafo
que dice: su articulado viene encabezado por la defi-
nición del objeto del régimen disciplinario, que no
puede ser otro que el de garantizar en primer lugar la
observancia de la Constitución y de las reales orde-
nanzas. Mi grupo quiere hacer constar que nos con-
gratulamos de que el Senado haya introducido en esta
enmienda –lo que se llama en el escrito de remisión
de la Alta Cámara al Congreso párrafo decimocuarto–
la expresión Constitución, que a mi grupo se le había
pasado en el trámite en Comisión en esta Cámara. Por-
que parece ser que en el Ministerio de Defensa hay
alguien empeñado en consagrar un principio de pre-
valencia de las reales ordenanzas sobre la Constitu-
ción española.

Tengo que repetir aquí que cuando presentamos
nuestra enmienda número 3, donde pedíamos el reco-
nocimiento expreso y explícito del derecho de asocia-
ción militar al amparo del artículo 22 de la Constitu-
ción española, se nos dijo que aquello era introducir el
derecho de sindicación, cuando nosotros habíamos
dicho claramente que no lo planteábamos y que, de
acuerdo con la Constitución y las reales ordenanzas,
nos oponíamos a que se reconociera el derecho de sin-
dicalismo en las Fuerzas Armadas, pero no al de aso-
ciacionismo, que es otra cosa; porque no es reivindica-
tivo ni tiene carácter sindical una asociación en
nuestro ordenamiento jurídico. Nos extraña que se
vuelva a tratar de consagrar aquí este principio de pre-
valencia de una norma como las reales ordenanzas,
que es anterior a la Constitución española. No se
puede decir que las reales ordenanzas constituyen una
regla moral de la institución, en lo que estamos de
acuerdo, y, al mismo tiempo que, por ser esa regla
moral, define las obligaciones y derechos de sus miem-
bros. Las obligaciones y derechos de unos miembros
en un Estado de derecho no los regula una regla
moral, los regula una ley, los regula una Constitución,
los regulan unos principios reglados que están en el
ordenamiento jurídico. Las reglas morales obligan en
conciencia, y esa es otra área en la que la Constitución
ha mostrado siempre un respeto exquisito en nuestra
democracia, afortunadamente.

Por tanto aunque se ha mejorado en parte en el
Senado, al introducir la observación de la Constitución
y a continuación las reales ordenanzas, si se tiene que
acatar la Constitución en todos los extremos, máxime
por los responsables del Ministerio de Defensa, se
debería haber dado entrada en este trámite al principio
constitucional de la asociación. Porque ha tenido
mucho cuidado el legislador en otras modificaciones
que ha hecho en el Senado al introducir aclaraciones al
controvertido tema de los supuestos delitos o faltas
contra la libertad sexual, haciendo una diferenciación
si se cometen en los cuarteles, naves, aeronaves, etcé-
tera, mientras no se falte a un principio de decoro,
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dejando una inseguridad jurídica que es lo que se quie-
re tipificar aquí.

Solamente haré las observaciones respecto a en qué
votaciones nos vamos a abstener porque, afortunada-
mente, este proyecto de ley orgánica de régimen disci-
plinario de las Fuerzas Armadas no contempla ni el
tipo ni la figura delictiva del asociacionismo. Respecto
del militar que se asocie, ningún superior podrá
encontrar en este texto, ni en su artículo 7 ni en el 8,
cuál es la falta que tiene que penalizar con un tipo
determinado.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mar-
dones.

Veo que los grupos Vasco (PNV) y Catalán (Con-
vergència i Unió) no tienen interés en intervenir.

Por el Grupo de Izquierda Unida, tiene la palabra el
señor Meyer.

El señor MEYER PLEITE: Muchas gracias, señor pre-
sidente.

Saben SS.SS. que en el debate que tuvimos ocasión
de celebrar en esta Cámara en relación con el proyecto
Izquierda Unida presentó 36 enmiendas que no pros-
peraron, con la idea, efectivamente, de proponer un
modelo hacia el siglo XXI en la ley orgánica de régi-
men disciplinario que convirtiera o diera cuerpo al
concepto que nosotros entendemos de los profesiona-
les militares que son ciudadanos y ciudadanas de uni-
forme, y que en el momento de diseñar un régimen
disciplinario que se acercara al máximo al régimen
normal y normalizado de la sociedad civil, con excep-
ciones. Esto, lógica y desgraciadamente, no prosperó.
En el debate del Senado las enmiendas que se presen-
taron al proyecto que tuvimos ocasión de debatir en
esta Cámara son en la mayoría de los casos técnicas.
Salvo una al artículo 8, apartado 35, que vamos a
rechazar, las demás, prácticamente, entran en la lógica
del debate que mayoritariamente concitó los apoyos
en esta Cámara.

Señorías, de aprobarse tal y como viene la ley del
Senado, nos parece que es una ocasión perdida para
poder resolver que, efectivamente, en la perspectiva
del siglo XXI, se considere a los profesionales de las
Fuerzas Armadas cada vez más como ciudadanos de
uniforme y, por lo tanto, se les limiten muy poco, en
relación con cualquier otro ciudadano, sus derechos y
sus deberes.

Como ya tuvimos ocasión de decir en este debate
en la Cámara, la potestad sancionadora debe ser siem-
pre un instrumento de garantía de derechos y liberta-
des públicas, en este caso de un militar. Entendemos
también que la ley tiene problemas importantes en
relación con el no reconocimiento del derecho al aso-
ciacionismo militar, concepción que compartimos,
como ha planteado el portavoz de Coalición Canaria;
creemos que, efectivamente, les asiste este derecho e
Izquierda Unida incluso quiere ir más allá, pero le

parece que, como mínimo, hay que reconocer este
derecho de asociacionismo militar. Como digo, noso-
tros iríamos más allá en cuanto al derecho de sindica-
ción, como reconoce el ejército holandés. Como pri-
mer paso, es de obligado reconocimiento el derecho al
asociacionismo.

No nos parece bien seguir manteniendo la hipocre-
sía del legislativo en relación con la negativa a la cola-
boración con los grupos parlamentarios y con los gru-
pos políticos en general de los profesionales de las
Fuerzas Armadas. Nos parece un verdadero cinismo y
una gran hipocresía porque todos los grupos parlamen-
tarios, todos sin excepción, reciben la colaboración
normal y normalizada de los profesionales de la defen-
sa. A la hora de plasmar en un papel legislativo la
potestad sancionadora a través de la ley orgánica de
régimen disciplinario, decimos que no se puede hacer,
incluso que puede ser motivo de sanción. Me parece
sencillamente una hipocresía absurda, porque no es
reconocer lo que todos hacemos. Por otra parte, a mí
me parece muy positivo que cualquier profesional de
las Fuerzas Armadas, desde su óptica, desde su preocu-
pación, desde su profesión pueda asesorar y dar su opi-
nión al conjunto de los grupos parlamentarios. Cree-
mos que se sigue conculcando el principio del non bis
in idem, al establecer la posibilidad de una doble san-
ción para una misma pena: el procedimiento penal y el
administrativo. Si se aprueba tal como viene este punto
del proyecto con las enmiendas del Senado, también
nos merece una crítica rotunda.

Otra cuestión importante y preocupante al mismo
tiempo es que se sigue sin deslindar la determinación
de la licitud y legitimidad de las órdenes y el reconoci-
miento o no de la eximente de obediencia debida,
aspecto que más problemas ha originado en el pasado
en relación con la convivencia normal entre mandos
subordinados, cuando un oficial da una orden ilícita a
un subordinado y éste se niega a cumplirla por ilícita.
Desgraciadamente la ley no ha resuelto bien el proble-
ma de la determinación de la licitud y legitimidad de
las órdenes y creemos, por lo tanto, que se va a seguir
manteniendo un problema serio en las relaciones nor-
males entre subordinados y jefes y oficiales.

Señorías, en definitiva, estimamos que este proyecto
de ley mantiene una inseguridad jurídica en los títulos
III y IV, referidos a faltas y sanciones y procedimiento
sancionador. Concluimos que el procedimiento sancio-
nador es excesivo en el sentido que quiere darle a las
Fuerzas Armadas Izquierda Unida a ese colectivo de
hombres y mujeres con uniformes, con muy pocas limi-
taciones –las lógicas de un cuerpo armado– en el ejer-
cicio de sus derechos y libertades.

Reitero que rechazaremos la enmienda al artículo 8,
apartado 35, y, respecto del resto, las aceptaremos o
nos abstendremos.

Nada más y muchas gracias.
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El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Meyer.
Por el Grupo Socialista, se encargará de fijar la posi-

ción respecto de las enmiendas del Senado doña Car-
men Calleja.

La señora CALLEJA DE PABLO: Señor presidente,
señorías, tomo la palabra para fijar la posición del
Grupo Socialista con relación al proyecto de ley orgáni-
ca de régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas en
la redacción que llega tras su paso por el Senado.

Debe señalarse, en primer lugar, que, como figura
en el propio «Diario de Sesiones» de la Cámara Alta,
ésta acogió el texto enviado por el Congreso valoran-
do el eficaz trabajo de esta Cámara en orden al per-
feccionamiento del proyecto del Gobierno. En conse-
cuencia, la aportación del Senado respeta la estructura
y el tono general del texto recibido. Sin embargo, es
de lamentar que el Grupo Popular haya perdido la
ocasión que da la segunda lectura del proyecto para
incorporar con generosidad las aportaciones hechas
en esa instancia por los distintos grupos parlamenta-
rios. En efecto, la ponencia no admitió más enmien-
das que las procedentes del Grupo Popular y, más
tarde, en Comisión y en Pleno, el número y entidad
de enmiendas aceptadas dista mucho de revelar una
actitud abierta a las aportaciones de los distintos gru-
pos parlamentarios.

En concreto, por lo que hace a las enmiendas del
Grupo Socialista, de las nueve presentadas sólo una ha
tenido la fortuna de incorporarse al texto. En relación
con las enmiendas socialistas, podemos clasificarlas en
dos grupos: de un lado, las que suponen mejoras técni-
cas; de otro, dos enmiendas que hacen referencia a
aspectos sustantivos en orden a hacer realidad la tutela
judicial efectiva en todos los supuestos de ejercicio de
la potestad disciplinaria militar.

No voy a repetir aquí los argumentos que ya tuve
ocasión de exponer ante SS.SS. en relación con la ine-
ludible obligación que, a nuestro juicio, tenemos como
legisladores de no dejar ningún ámbito de la acción
administrativa exento del control jurisdiccional, porque
esto es cabalmente lo que hace el proyecto con las san-
ciones impuestas por faltas leves. Pero sí quiero añadir
dos breves comentarios al respecto.

El primero es, al margen del lamentable e irrespon-
sable atentado que al ordenamiento jurídico perpetra-
mos con esta perpetuación de un reducto de inmuni-
dad del poder, el primero es, digo, que en tiempos en
que la Constitución es cuestionada por algunos y que
otros se erigen, con buen criterio, en defensores de la
Carta Magna, las Cortes Generales y el Gobierno con
sus aliados, que por su mayoría determinan el sentido
de la voluntad del legislador, no debieran dar el mal
ejemplo de ignorar olímpicamente el artículo 24 de la
Constitución española. Porque, señorías, propugnar la
revisión de la Constitución puede ser inoportuno, pero
no respetarla es perverso y disolvente del Estado de
derecho. Bien es verdad que no es la primera ocasión
en que este Gobierno se muestra irrespetuoso con el

orden constitucional. Todavía resuenan en este hemici-
clo las vanas argumentaciones para defender un decre-
to-ley claramente invasivo de la competencia legislativa
de estas Cortes Generales.

El segundo comentario quiere hacer justicia a quien
tempranamente puso de manifiesto lo inadmisible de la
existencia de actos de la administración militar exclui-
dos del control jurisdiccional. «Se trata de precisar»
–dice nuestro autor– «si el acantonamiento jurídico
orgánico militar debe superponerse en circunstancias
de normalidad al principio de justicia administrativa
que debe regir las relaciones de la Administración y su
personal, instrumentándolo a través de un sistema de
recursos que en última instancia puedan desembocar
en la tutela jurisdiccional». La respuesta de quien así
planteaba las cosas fue que: «ni la jerarquía ni la disci-
plina quedan deterioradas por su conjugación exacta
con la justicia; muy por el contrario, aquellas resplan-
decerán con su valor auténtico cuando estén contun-
dentemente armonizadas con la segunda. Y por ello
creemos» –concluía– «que la deseada supresión de las
exclusiones analizadas» –se refería a las de la Ley juris-
diccional de 1956– «rompe una desigualdad de la que
los más perjudicados son precisamente los militares y
abre una puerta a la justicia administrativa propia de
todo Estado de derecho».

Estoy segura de que su actual alineación en las tesis
de la caracterización de las Fuerzas Armadas como ins-
titución, frente a quienes pensamos que son parte de la
Administración pública, no habrá apartado a don Fede-
rico Trillo-Figueroa, autor de las citas que acabo de
leer, de las ideas que ya defendía en 1979 acerca del
sometimiento pleno al control jurisdiccional por parte
de la Administración militar.

Concluyo estas consideraciones acerca de la ausen-
cia de recurso jurisdiccional frente a las sanciones por
faltas leves recordando al maestro Enterría. Al hilo de
la exposición de la teoría de la vinculación negativa de
la Administración respecto al derecho, cuyo origen
deriva –como se sabe– de las construcciones del jurista
reaccionario Julius Stahl y comentando la consecuencia
que tuvo de dejar fuera del control jurisdiccional gran-
des espacios de la actuación administrativa, dice Ente-
rría: «consecuencia impresionante, donde se comprue-
ba una vez más hasta qué punto las teorías jurídicas
equivocadas son rara vez inocuas: todas arrastran efec-
tos injustos y graves».

Por último, señorías, y respecto a las enmiendas que,
aprobadas en el Senado, se someten hoy a nuestra con-
sideración, la posición del Grupo Socialista será la de
votarlas a favor puesto que todas ellas suponen mejo-
ras técnicas del texto del proyecto de ley. Igual sentido
tendrá nuestro voto al carácter de orgánica de la ley.

Nada más, señor presidente.
Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señora
Calleja, de manera particular por las citas que ha tenido
la gentileza de leer. Ya sabe S.S. que en cuanto al senti-
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do de lo escrito, como dice el clásico: lo escrito, escrito
está.

Tiene la palabra el señor Fernández de Mesa.

El señor FERNÁNDEZ DE MESA DÍAZ DEL RÍO:
Muchas gracias, señor presidente.

Señorías, el Grupo Parlamentario Popular quiere
empezar valorando de una manera muy positiva el
esfuerzo realizado por todos los grupos parlamentarios
de la Cámara, tanto en el Congreso como en el Senado,
para alcanzar un acuerdo en una ley como es la del
régimen disciplinario para las Fuerzas Armadas, que
pretende continuar dando pasos hacia un nuevo orde-
namiento en el seno de las Fuerzas Armadas, que no
sólo se produce con la aprobación de esta ley, sino tam-
bién con otras que hemos puesto en funcionamiento,
que están en debate en esta Cámara en este momento,
como son la de la profesionalización de las Fuerzas
Armadas, la del régimen del personal de las Fuerzas
Armadas, los pasos que se han ido dando de manera
importante en materia de objeción de conciencia, de
insumisión y un largo etcétera de normativas que tienen
que ir adecuándose al actual ordenamiento jurídico, a
las actuales circunstancias.

Nuestro grupo parlamentario valora de manera muy
positiva el esfuerzo que se viene realizando por todos
estos grupos políticos, porque, señora Calleja, estoy
convencido de que en esta Cámara como en el Senado
nadie legisla en contra de los militares ni en contra de
nadie, sino que todos, desde nuestro punto de vista
particular, tratamos de buscar, con el consenso mayor
posible, soluciones a la normativa que en este momen-
to debatimos.

Voy a hacer un par de comentarios referidos concre-
tamente a lo que ha dicho el señor Mardones, en cuan-
to a que la Constitución aparece en una corrección téc-
nica formulada en el preámbulo de la misma. Nosotros
estamos totalmente de acuerdo en que se haya hecho
alusión a la Constitución, a la Carta Magna española, a
la ley de leyes con anterioridad a las reales ordenanzas.
Señor Mardones, tengo que decirle que, en mi opinión
–y creo que lo conozco–, en Defensa no hay nadie que
crea que prevalecen las reales ordenanzas sobre la
Constitución. Le digo con toda claridad que quien lo
crea se equivoca de plano, porque si hay algo claro es
que la Constitución, la Carta Magna ha de ser de la que
deriven todos aquellos reglamentos, a los que dé ori-
gen y las reales ordenanzas son un reglamento más de
desarrollo, en este caso concreto para las Fuerzas
Armadas.

También tengo que decirle que se ha dado un paso
importantísimo, aunque probablemente no todo lo
avanzado que se quisiera en determinados ámbitos, en
materia de asociacionismo militar, porque, si bien es
cierto que no se recoge con esa terminología exacta-
mente, se da un primer paso que yo creo que nadie
podría pensar hace unos años que en una Cámara en
este Congreso y con esta composición se pudiera haber
producido, como es el de la creación de los consejos

consultivos en el seno de las Fuerzas Armadas. Y quie-
ro decirle más, señor Mardones. Nadie descarta que en
un futuro esta propuesta, realizada desde varios ámbi-
tos de los grupos parlamentarios de esta Cámara, no
pueda tener en un momento determinado su plasma-
ción real, una vez que se haya estudiado, una vez que
se haya tenido en cuenta y una vez que ofrezca todas y
las debidas garantías para que esto no se produzca en
una asociación reivindicativa de otro carácter que nadie
desea, porque si algo tiene que preservar a las Fuerzas
Armadas como depositarios de las armas y de la garan-
tía de España en este caso concreto, es su independen-
cia por encima de todo. Este es el sentido por el que,
sin decir que estemos en desacuerdo con este princi-
pio, merece la pena una reflexión mayor para poder
plasmarla en un texto posterior, si es que se llega a
algún acuerdo.

Termino, señor presidente, diciendo que, en el caso
concreto del cumplimiento de órdenes ilícitas, yo
estoy convencido de que no hay nadie, absolutamente
nadie, que esté obligado a cumplirlas, ni con este ni
con el anterior ordenamiento jurídico. Cuestión distin-
ta es que haya que obedecer órdenes que no gustan
en un momento determinado, pero eso entra ya den-
tro de lo que es la disciplina castrense, que yo creo
que no hay absolutamente nadie que pueda negarla
en el contexto actual, ni muchísimo menos en el con-
texto de futuro, con un ejército plenamente profesio-
nalizado.

Concluyo agradeciendo el esfuerzo de todos los gru-
pos políticos de la Cámara por las aportaciones plura-
les de cada uno de los partidos que las han defendido,
y diciendo que el Grupo Parlamentario Popular, como
es obvio, va a votar favorablemente todas y cada una
de las enmiendas presentadas.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Fer-
nández de Mesa.

Concluido el debate de las enmiendas del Senado a
este proyecto de ley, quiero aclarar al Pleno un par de
puntos. Primero, consultados los servicios técnicos, hay
que dar la razón al señor Mardones en la intervención
que ha tenido precisando que ha habido un error en la
publicación, que podía inducir a su vez a confusión al
Pleno. Por tanto, hay que interpretar que el proyecto
va en la línea de lo que ha señalado literalmente el
señor Mardones.

Segundo, como el Pleno transcurre, por fortuna, con
celeridad, derivada de la excelente capacidad de sínte-
sis que están demostrando los portavoces, quiero anun-
ciar también que, al tener naturaleza orgánica las pro-
puestas de reforma de los estatutos de autonomía que
constituyen el punto noveno, la votación de tales dictá-
menes no se producirá, como he dicho anteriormente,
antes de las doce de la mañana.

CONGRESO 12 DE NOVIEMBRE DE 1998.–NÚM. 193

— 10259 —



— PROYECTO DE LEY SOBRE CONCESIÓN DE UN
CRÉDITO EXTRAORDINARIO, POR IMPORTE DE
3.691.528.660 PESETAS, PARA COMPLETAR EL
PAGO A DIVERSAS COMPAÑÍAS NAVIERAS DE
LAS BONIFICACIONES APLICADAS EN LAS TARI-
FAS DE PASAJES MARÍTIMOS A LOS CIUDADA-
NOS ESPAÑOLES Y DE LOS DEMÁS ESTADOS
MIEMBROS DE LA UNIÓN EUROPEA RESIDEN-
TES EN CANARIAS, CEUTA, MELILLA Y BALEA-
RES, DURANTE LOS EJERCICIOS DE 1996 Y
1998. (NÚMERO DE EXPEDIENTE 121/000104)

El señor PRESIDENTE: Continuamos con el debate
de las enmiendas del Senado al proyecto de ley sobre
concesión de un crédito extraordinario para completar
el pago a las compañías navieras de las bonificaciones
aplicadas en las tarifas de pasajes marítimos a los ciu-
dadanos españoles y de los demás Estados miembros
de la Unión Europea residentes en Canarias, Ceuta,
Melilla y Baleares, durante los ejercicios 1996 y 1998.

¿Grupos que desean intervenir? (Pausa.)
En primer lugar, tiene la palabra el señor Mardones,

por Coalición Canaria.

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias,
señor presidente.

Voy a intervenir con gran brevedad, dado que la
enmienda que viene del Senado es una enmienda que
trata, y lo hace afortunadamente bien, en procedimien-
to administrativo y de acuerdo con las leyes presupues-
tarias del Estado, de rectificar...

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Mardo-
nes. Ahora que S.S. habla de rectificar o ratificar, que
para el caso es lo mismo, vuelvo a insistir en que las
votaciones ordinarias de los puntos del orden del día
se producirán cuando vayan concluyéndose, o para ser
más claro, a continuación del debate sobre este proyec-
to de ley votaremos las enmiendas del Senado, que
constituyen el punto séptimo, tanto al proyecto de ley
de régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas como
a este proyecto de ley de concesión de un crédito
extraordinario. A continuación de esas votaciones,
someteré a la Cámara por asentimiento las de los dictá-
menes de la Comisión de Asuntos Exteriores sobre con-
venios internacionales, luego se empezará con los
debates de las modificaciones de los estatutos de auto-
nomía, y sólo concluidos éstos se producirán las vota-
ciones de naturaleza orgánica, tanto la de régimen dis-
ciplinario de las Fuerzas Armadas como la del carácter
orgánico que han de tener las cuatro modificaciones de
los estatutos de autonomía. ¿Ha quedado ahora más
claro?

Adelante, señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias,
señor presidente.

Intervengo para dejar constancia, repito, de que la
enmienda del Senado ratifica las disposiciones presu-

puestarias habituales y rectifica el texto que había sali-
do del Congreso de lo Diputados, en el que se había
aceptado una enmienda del Grupo Parlamentario Socia-
lista que, por un error en la votaciones, fue votada por
los grupos mayoritarios distintos del Grupo Socialista,
casi por la mayoría de la Cámara, observándose des-
pués que no correspondía a la intencionalidad señalada
por quienes aquí –recuerdo que tanto desde el Grupo
Popular como desde el Grupo Parlamentario canario–
habíamos mostrado nuestra oposición a esa enmienda,
porque estamos ante un proyecto de ley que trata de
regular las aportaciones estatales en las insuficiencias
financieras del ejercicio del año 1996. Nosotros no
entramos en el fondo –lo habíamos aceptado– y en las
razones de la enmienda socialista de pedir un incre-
mento de 2.500 millones de pesetas para el actual ejer-
cicio 1998, que no está cerrado, y veremos cuál es su
resultante a 31 de diciembre de este año, que ya esta-
mos prácticamente acabando, puesto que estamos en
su penúltimo mes.

Por tanto, se ha producido una serie de modifica-
ciones legislativas, tanto por las competencias de la
comunidad autónoma canaria como porque ya es
públicamente conocido el contrato-programa, que ya
ha vencido, que tenía el Estado establecido con la
Compañía Trasmediterránea desde 1978, porque se ha
celebrado un concurso de navegación de interés
público en las líneas de Canarias con la Península,
porque el Gobierno canario ha establecido, con sus
potestades estatutarias legislativas, las obligaciones de
servicio público en el tráfico interinsular canario, y
porque en breve el Gobierno canario convocará el
concurso para su cobertura, pues el Gobierno central
del Estado ya ha aportado 2.500 millones de pesetas
con ese fin, conforme a lo acordado en el pacto de
gobernabilidad que habíamos suscrito –y lo quiero
reconocer aquí–, en cumplimiento de los compromi-
sos del pacto de investidura del presidente del Gobier-
no, señor Aznar, con Coalición Canaria y el Gobierno
del Archipiélago.

Ésta es la razón que nos mueve a votar favorable-
mente la enmienda que, procedente del Senado, viene
a rectificar un texto que no se hubiera correspondido
con la buena aplicación de la normativa presupuestaria
y de los pactos políticos entre el Gobierno central y
Coalición Canaria.

Nada más y muchas gracias, señor presidente.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mar-
dones.

Tiene la palabra don José Segura, por el Grupo
Socialista.

El señor SEGURA CLAVELL: Muchas gracias, señor
presidente.

Nos encontramos en una tramitación que, al menos
formalmente, ha tenido una evolución –digámoslo
generosamente– curiosa. Se trata de la concesión de un
crédito extraordinario para completar el pago a diver-
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sas compañías navieras de las bonificaciones aplicadas
en las tarifas de pasaje marítimo a los ciudadanos espa-
ñoles y de los demás Estados miembros de la Unión
Europea residentes en Canarias, Ceuta, Melilla y Balea-
res durante el ejercicio de 1996.

Señor presidente, señorías, como recordarán, cuan-
do se produjo la tramitación en el Congreso de los
Diputados, el Grupo Parlamentario Socialista introdujo
dos enmiendas por estimar que faltaban 2.500 millones
de pesetas para cubrir la financiación, en el vigente
ejercicio de 1998, de las rutas marítimas de interés
público en la comunidad canaria. Tiene que quedar
claro, debe quedar claro, en primer lugar, que, finaliza-
do el contrato programa del Estado con la Compañía
Trasmediterránea el 31 de diciembre de 1997, la Admi-
nistración general del Estado, a través del Ministerio de
Fomento, abrió un concurso público para cubrir las
rutas marítimas de interés público en todo el Estado
español, a excepción de las rutas interiores en la comu-
nidad canaria.

Adjudicado ese concurso a comienzos de 1998, con
consignación presupuestaria en los Presupuestos
Generales del Estado de 1998, pero careciendo de
consignación presupuestaria en los presupuestos de
la Comunidad Autónoma Canaria, nos hemos encon-
trado con que, a lo largo del año 1998 –esto hay que
matizarlo, pero, como es obvio, este interviniente no
quiere participar en ningún debate cruzado, aunque
debe quedar muy claro–, desde el 1 de enero de 1998
hasta el día de hoy, se han cubierto por diferentes
empresas navieras –por diferentes empresas navieras,
no por una sola– las rutas marítimas de interés públi-
co entre la Isla de Tenerife y la de La Palma, entre
Gran Canaria y Tenerife, etcétera, es decir, las dife-
rentes rutas dentro de la comunidad canaria. En con-
secuencia, no se ha producido –repito, no se ha pro-
ducido-consignación o transferencia presupuestaria a
la Comunidad Canaria por parte de la Administración
del Estado.

Por tanto, reitero, a lo largo de este año, las empre-
sas navieras han cubierto las rutas de interés público
sin haber sido objeto de licitación ni de adjudicación.
Es cierto que la comunidad canaria definió cinco rutas
de interés público, abrió un concurso gratuito en el mes
de septiembre, se ha cerrado y no se ha presentado
ninguna empresa, y aún no se ha producido la perti-
nente adjudicación. En consecuencia, alguien tendrá
que aportar los 2.500 millones de pesetas de coste de
la prestación de este servicio esencial –repito, de inte-
rés público– en la comunidad canaria.

Éstas son las razones que condujeron al Grupo Par-
lamentario Socialista a presentar las enmiendas. Si bien
es cierto que los portavoces de Coalición Canaria, en
la persona del señor Mardones, y del Grupo Parlamen-
tario Popular, en la persona del señor Carreño, en su
intervención en el Pleno del Congreso anunciaron que
votaban en contra de esas enmiendas, también es ver-
dad que en el Pleno se produjo un error de votación
de esos grupos parlamentarios y las enmiendas del

Grupo Parlamentario Socialista fueron aprobadas,
incorporadas al texto de la ley y remitidas al Senado.
La mayoría parlamentaria en el Senado las ha rechaza-
do y nosotros, hoy, nos mantenemos en la misma posi-
ción porque hasta el día de hoy no hay consignación
presupuestaria para cubrir ese coste, no hay transfe-
rencia del Gobierno, de la Administración general del
Estado a la comunidad canaria para que ésta pueda
ejercer la competencia reguladora del tráfico marítimo
dentro de las aguas canarias, dentro de la propia
comunidad; no la puede ejercer sin que previamente
exista la consignación presupuestaria. De ahí que
nosotros nos mantengamos en la misma posición. Si
bien es cierto, porque lo leemos en las referencia de
prensa, que hay acuerdos de la Comisión Mixta de
Transferencias que algún día se convertirán en reali-
dad con la pertinente transferencia de los 2.500 millo-
nes de pesetas para cubrir el tráfico marítimo, ese
hecho aún no se ha producido. Luego la posición
coherente del Grupo Parlamentario Socialista en el día
de hoy está en la línea directriz que se produjo en la
última sesión plenaria en la que se debatió este pro-
yecto de ley y, análogamente, en la que el grupo ha
mantenido en el Senado. De aquí nuestro rechazo a las
modificaciones introducidas por el Senado.

Nada más y muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Segu-
ra Clavell.

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra
el señor Carreño.

El señor CARREÑO RODRÍGUEZ-MARIBONA: Voy
a cumplir a rajatabla lo expuesto por el señor presiden-
te en cuanto a síntesis y brevedad.

Este proyecto de ley sobre crédito extraordinario ha
tenido una larga andadura. Se inició el expediente en
marzo de 1997 y, afortunadamente, el Senado, como
han repetido los portavoces que me han precedido en
el uso de la palabra, corrigió el error que, en votación
del Pleno de 25 de junio, llevó a aprobar las enmiendas
presentadas por el Grupo Socialista, primero rechaza-
das en Comisión y después aprobadas en Pleno. Los
argumentos expuestos en los sucesivos debates, tanto
en Comisión y en Pleno de esta Cámara como en el
Senado, por los portavoces que, como el nuestro –el
popular–, rechazaron las enmiendas socialistas eran
prácticamente coincidentes; ya lo ha dicho el señor
Mardones.

La tramitación de un crédito extraordinario tiene
unos importantes pasos legales ineludibles: un infor-
me favorable de la Intervención General de la Admi-
nistración del Estado; un dictamen del Consejo de
Estado basado en sus derechos, en sus competencias
y en el cumplimiento de la Ley General Presupuesta-
ria; un informe-propuesta de la Dirección General de
Presupuestos; una aprobación por el Consejo de
Ministros y la presentación de un proyecto de ley en
el Congreso de los Diputados. Todo ello pretendieron
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obviarlo las enmiendas del Grupo Socialista. Además,
la situación, tanto desde el punto de vista competen-
cial como de explotación del transporte marítimo, este
año 1998 es absolutamente distinta de la de 1996.
Lógicamente, seguimos considerando imposible legal-
mente la aceptación de las enmiendas del Grupo
Socialista y, por tanto, sí aceptamos las aprobadas por
el Senado.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Carre-
ño, por cumplimentar las disposiciones que la Presi-
dencia había previamente enunciado.

Vamos a proceder a las votaciones correspondientes
a las enmiendas y a pasar a continuación al punto
siguiente del orden del día.

Vamos a proceder a las votaciones correspondientes
a las enmiendas del Senado a los dos proyectos de ley,
comenzando por el de régimen disciplinario de las
Fuerzas Armadas.

Se votan, en primer lugar, las enmiendas al artículo
8.o, apartado 35.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 283; a favor, 266; en contra, 17.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las
enmiendas.

Enmienda al artículo 68.3.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 283; a favor, 263; en contra, uno;
abstenciones, 19.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmien-
da.

Enmienda al párrafo 14 del preámbulo.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 283; a favor, 264; abstenciones, 19.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada.
Restantes enmiendas del Senado a este proyecto de

ley.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 283; a favor, 266; abstenciones, 17.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las res-
tantes enmiendas del Senado.

Como saben SS.SS., la votación sobre el carácter
orgánico se ha anunciado para las doce de la mañana,
como muy pronto.

Enmiendas del Senado al proyecto de ley inicialmen-
te denominado de concesión de un crédito extraordina-
rio para complementar el pago a diversas compañías
navieras. Se someten a votación las enmiendas del
Senado.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 281; a favor, 164; en contra, 113;
abstenciones, cuatro.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las
enmiendas y, por tanto, también el cambio de título,
que será el de proyecto de ley por la que se conceden
créditos extraordinarios por importe total de mil millo-
nes y pico de pesetas para completar el pago a diversas
compañías navieras de las bonificaciones aplicadas en
las tarifas de pasajes marítimos a los ciudadanos espa-
ñoles y de los demás Estados miembros de la Unión
Europea residentes en Canarias, Ceuta, Melilla y Balera-
res durante el ejercicio 1996.

DICTÁMENES DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS EXTE-
RIORES SOBRE CONVENIOS INTERNACIONALES.

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto octavo del
orden del día, dictámenes de la Comisión de Asuntos
Exteriores sobre convenios internacionales, que vamos
a someter a votación por asentimiento, salvo el que
figura en el orden del día con el número 41, que lo
someteremos a votación separada al final.

— PROTOCOLO AL ACUERDO DE COOPERACIÓN Y
DE UNIÓN ADUANERA ENTRE LA COMUNIDAD
ECONÓMICA EUROPEA Y LA REPÚBLICA DE
SAN MARINO, COMO CONSECUENCIA DE LA
ADHESIÓN DE LA REPÚBLICA DE AUSTRIA, LA
REPÚBLICA DE FINLANDIA Y EL REINO DE SUE-
CIA A LA UNIÓN EUROPEA, HECHO EN BRUSE-
LAS EL 30 DE OCTUBRE DE 1977. (NÚMERO DE
EXPEDIENTE 110/000203)

El señor PRESIDENTE: Protocolo al acuerdo de
unión aduanera entre la Comunidad Económica Euro-
pea y la República de San Marino.

¿Se entiende aprobado por la Cámara? (Asentimien-
to.)

Gracias, señorías.

— ACUERDO SOBRE LA CONSERVACIÓN DE LAS AVES
ACUÁTICAS MIGRATORIAS AFROEUROASIÁTICAS,
HECHO EN LA HAYA EL 15 DE AGOSTO DE 1996.
(NÚMERO DE EXPEDIENTE 110/000204)
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El señor PRESIDENTE: Asimismo entendemos que
se manifiesta el asentimiento de la Cámara sobre el
acuerdo de conservación de las aves acuáticas migrato-
rias afroeuroasiáticas. (Asentimiento.)

Gracias, señorías.

— CONVENIO DE ASISTENCIA JUDICIAL EN MATE-
RIA CIVIL Y MERCANTIL ENTRE EL REINO DE
ESPAÑA Y EL REINO DE TAILANDIA, HECHO EN
MADRID EL 15 DE JUNIO DE 1998. (NÚMERO DE
EXPEDIENTE 110/000206)

El señor PRESIDENTE: El convenio de asistencia
judicial entre España y Tailandia, ¿también se entiende
aprobado por asentimiento? (Asentimiento.)

— CONVENIO DE LUCHA CONTRA LA CORRUP-
CIÓN DE AGENTES PÚBLICOS EXTRANJEROS EN
LAS TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNA-
CIONALES, HECHO EN PARÍS EL 17 DE DICIEM-
BRE DE 1997. (NÚMERO DE EXPEDIENTE
110/000207)

El señor PRESIDENTE: El de lucha contra la corrup-
ción de agentes públicos extranjeros en las transaccio-
nes comerciales internacionales. (Asentimiento.)

Muchas gracias por esa expresividad.

— PROTOCOLO DE 1996 RELATIVO AL CONVENIO
SOBRE LA PREVENCIÓN DE LA CONTAMINA-
CIÓN DEL MAR POR VERTIMIENTO DE DESE-
CHOS Y OTRAS MATERIAS, 1972, HECHO EN
LONDRES EL 7 DE NOVIEMBRE DE 1996.
(NÚMERO DE EXPEDIENTE 110/000209)

El señor PRESIDENTE: El protocolo relativo al con-
venio sobre la prevención de la contaminación del mar
por el vertido de desechos y otras materias. (Asenti-
miento.) Se entiende aprobado.

— TRATADO GENERAL DE COOPERACIÓN Y AMIS-
TAD ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA
REPÚBLICA DE BOLIVIA, HECHO EN LA PAZ EL
16 DE MARZO DE 1998. (NÚMERO DE EXPE-
DIENTE 110/000210)

El señor PRESIDENTE: Tratado general de coopera-
ción y amistad entre España y la República de Bolivia.
(Asentimiento.) Aprobado por asentimiento.

— ENMIENDAS AL CONVENIO PARA LA PROTEC-
CIÓN DEL MAR MEDITERRÁNEO CONTRA LA
CONTAMINACIÓN Y AL PROTOCOLO SOBRE LA
PREVENCIÓN DE LA CONTAMINACIÓN DEL MAR
MEDITERRÁNEO CAUSADA POR VERTIDOS
DESDE BUQUES Y AERONAVES, ADOPTADAS EN
BARCELONA EL 10 DE JUNIO DE 1995, Y A LAS
ENMIENDAS AL PROTOCOLO PARA LA PROTEC-

CIÓN DEL MAR MEDITERRÁNEO CONTRA LA
CONTAMINACIÓN DE ORIGEN TERRESTRE,
ADOPTADAS EN SIRACUSA EL 7 DE MARZO DE
1996. (NÚMERO DE EXPEDIENTE 110/000211)

El señor PRESIDENTE: Enmiendas al convenio para
la protección del mar Mediterráneo contra la contami-
nación y el protocolo sobre la prevención de la conta-
minación del mar Mediterráneo por vertidos desde
buques y aeronaves y las enmiendas al Protocolo para
la protección del mar Mediterráneo contra la contami-
nación de origen terrestre. (Asentimiento.) Se entien-
de aprobado.

— CUARTA ENMIENDA DEL CONVENIO CONSTITU-
TIVO DEL FONDO MONETARIO INTERNACIO-
NAL, HECHO EN HONG-KONG EL 23 DE SEP-
TIEMBRE DE 1997. (NÚMERO DE EXPEDIENTE
110/000205)

El señor PRESIDENTE: Se somete a votación la cuar-
ta enmienda del convenio constitutivo del Fondo Mone-
tario Internacional. Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 286; a favor, 271; abstenciones, 15.

El señor PRESIDENTE: Queda, en consecuencia,
aprobado el dictamen de la Comisión a la cuarta
enmienda.

DICTÁMENES DE COMISIONES SOBRE INICIATIVAS
LEGISLATIVAS.

— PROPUESTA DE REFORMA DEL ESTATUTO DE
AUTONOMÍA DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
(NÚMERO DE EXPEDIENTE 127/000007)

El señor PRESIDENTE: Punto noveno del orden del
día, dictámenes de la Comisión Constitucional sobre
diversas propuestas de reforma de sendos Estatutos de
Autonomía, comenzando por el del Principado de Astu-
rias. (El señor vicepresidente, Fernández-Miranda
y Lozana, ocupa la Presidencia.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): En primer lugar, tiene la palabra, para la pre-
sentación de sus enmiendas y en nombre del Grupo
Parlamentario Mixto, el señor Alcaraz Ramos.

El señor ALCARAZ RAMOS: Gracias, señor presiden-
te.

Defiendo en nombre de Nueva Izquierda-Iniciativa
per Catalunya las enmiendas numeradas...(Rumores.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Un momento, señor Alcaraz.
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Señorías, ruego guarden silencio. (Pausa.)
Puede continuar, señor Alcaraz.

El señor ALCARAZ RAMOS: Muchas gracias, señor
presidente.

Decía que defiendo en nombre de Nueva Izquierda-
Iniciativa per Catalunya las enmiendas numeradas entre
la 2 y la 6, y debemos lamentar lógicamente que, pri-
mero, en la ponencia, y, luego, en la Comisión, no se
haya aceptado ninguna.A nuestro modo de ver, ellas
mejoraban el texto y es especialmente relevante el
intento de llegar a consenso, de llegar a acuerdo cuan-
do se trata de la norma institucional básica de una
comunidad autónoma como es su estatuto de autono-
mía.

Estas enmiendas se refieren tanto a la caracterización
histórica del Principado de Asturias como a la necesi-
dad de alcanzar una mejor regulación normativa del
bable asturiano, ya que en el texto que finalmente se
trae hoy a este Pleno sigue existiendo una regulación
ambigua, aportando alguna novedad a la configuración
jurídica de la normalización lingüística del Estado, pero
que en este caso, como digo, aporta ambigüedad más
que elementos positivos. Finalmente, también teníamos
una enmienda que trata de garantizar el máximo nivel
de autogobierno institucional, eliminando limitaciones,
a nuestro modo de ver, inútiles e inservibles en la diso-
lución anticipada de la asamblea legislativa. Entende-
mos que esos límites no están justificados y que pue-
den llegar a desvirtuar gravemente lo que supone un
avance. Por eso, lamentamos que la aproximación entre
algunos grupos de esta Cámara se haya alcanzado con
exclusión de otros que, en definitiva, va a impedir que
el consenso, que como decía hace un momento es
importante en nuestra autonomía, sea total o al menos
más amplio.

Nada más. Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Alcaraz.

Para la defensa de la enmienda que mantiene viva,
tiene la palabra el señor Rodríguez Sánchez.

El señor RODRÍGUEZ SÁNCHEZ: Gracias, señor
presidente.

Como representante del Bloque Nacionalista Galego,
quiero en esta ocasión empezar evocando la figura de
don Dámaso Alonso y su interés por el estudio del
gallego en Asturias, en la tierra entre el Eo y Navia,
cuando prometía a sus alumnos de origen gallego un
futuro académico brillante, si se dedicaban al estudio
de esta realidad lingüística, que había sido afirmada,
por lo demás, anteriormente por toda la romanística de
base menendezpidaliana. Hoy, por lo que se vé, no
existe el gallego en Asturias, sino, todo lo más, el astu-
riano-gallego en adaptación, acoplamiento y solapa-
miento por una realidad burocrática administrativa, el
marco autonómico de la comunidad de Asturias, y por
el triunfo, sin duda, de los prejuicios y del ideologis-

mo; prejuicios e ideologismo que convierten la varie-
dad dialectal de un idioma, desgajada de su espacio
mayor, en una modalidad lingüística local. Se atomiza,
por tanto, la realidad lingüística y, además se intenta
destruir la conciencia de esta realidad. Señorías, deben
de tener en cuenta una cosa: esta ignorancia y descon-
sideración perjudica la conciencia de la lengua, incluso
la conciencia sobre su base territorial, pero es un triun-
fo pírrico porque la realidad es tozuda; lo malo es que
en este momento se produzca este triunfo pírrico nada
menos que impulsado por una supuesta conciencia
diferencial.

El Bloque Nacionalista Galego nunca animará a
hacer de la variedad lingüística dialectal una diferencia
lingüística cualitativa y menos definirá la realidad y
extensión de una lengua por un interés ideológico que,
por lo menos, en este caso, ya se ve para lo que va a
servir. Mala cosa es que lo que fue el invento del Prin-
cipado de Asturias en un momento histórico determina-
do continúe con el invento de una variedad lingüística
que, además, es consecuencia de una profunda intole-
rancia y, desde luego, de una profunda desvalorización
de una lengua.

Ya sé que no va a ser aprobada esta enmienda, pero
el futuro dirá también su base real y cómo, cuando las
cosas vuelvan otra vez a su cauce, volveremos a acep-
tar también naturalmente la realidad de una lengua por
encima de cualquier otra consideración.

Nada más. Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Rodríguez.

En nombre del Grupo Federal de Izquierda Unida,
tiene la palabra el señor Santiso para defender las
enmiendas de su grupo.

El señor SANTISO DEL VALLE: Señor presidente,
señorías, el Grupo Federal de Izquierda Unida hoy
tiene la responsabilidad de explicar a esta Cámara el
porqué todavía hoy no es posible sentirnos identifica-
dos con esta reforma del Estatuto de Autonomía de
Asturias.

Nuestro grupo político apuesta por la federalidad.
En un momento en que nuestro país se divide, mediá-
ticamente al menos, en dos grandes bloques confron-
tados, los llamados nacionalistas y –aunque no se
autodenominen– los españolistas, nuestro grupo ha
apostado por la racionalidad y por un discurso fede-
ral, que supone reconocer la diversidad de las comu-
nidades autónomas y, por tanto, que autonomía es
también dejar que las propias comunidades autóno-
mas decidan por sí mismas cuál es su posible techo
competencial, cuál es el nivel de competencias que
quieren gestionar así como decidir sobre su propio
futuro.

Hoy tenemos aquí una reforma que, en nuestra opi-
nión, es timorata, pacata y de una cierta prepotencia de
los partidos mayoritarios. A partir de algunas reformas
de estatutos de autonomía –sobre todo los del 143– que
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empezaron a abrir algunas puertas a nuevas competen-
cias, en los últimos tiempos estamos ante un frenazo
brutal de la posibilidad de acceder a nuevas competen-
cias; se aplica mecánica y sistemáticamente una especie
de plantilla a todos los estatutos de autonomía, lo que
nos parece que es un error y una falta de visión políti-
ca y de futuro. Es cierto que la reforma de un estatuto
de autonomía nunca es definitiva, sino que en el futuro
será necesario –y además se va a imponer esa necesi-
dad– continuar abriendo la reforma de todos los estatu-
tos, incluidos los cuatro que hoy vamos a ver en esta
Cámara.

Nos parece la peor de las visiones el intentar, desde
una visión centralista, matizar, reformar las propias pro-
puestas que vienen ya de las comunidades autónomas,
como es el caso de Asturias. Es verdad que puede
haber, y hay, algunas de las propuestas de los grupos
mayoritarios que son meramente técnicas, pero también
lo es que se liman algunas de las competencias que
incluso se aprobaron sin el voto de Izquierda Unida, ni
del Partido Asturianista, ni de la propia comunidad
autónoma asturiana. Nos parece bastante lamentable
que, sin embargo, se nos intente acusar a quienes
hemos hecho un esfuerzo de acercamiento, incluso
aparcando algunas de nuestras reivindicaciones impor-
tantes en esta reforma del estatuto para conseguir que
éste fuera el de todas las fuerzas políticas representa-
das en la Junta del Principado, y nos hemos visto res-
pondidos una vez más con un cierto desprecio y talan-
te de intransigencia. Nosotros, a pesar de todo,
seguimos manteniendo la esperanza. Queda el trámite
del Senado, que esperamos que sea en el mes de febre-
ro, y mantenemos la mano tendida para continuar ofre-
ciendo ese diálogo, a pesar de que sabemos que hay
un debate de fondo sobre el modelo de Estado que en
algún momento todos tendremos que abordar para que
luego no nos quejemos del aumento de sentimiento de
maltrato o de lejanía y, por tanto, la proliferación de
nuevas fuerzas de ámbito regionalista, autonomista o
nacionalista, que se están alimentando precisamente
con estos errores de fondo que, en nuestra opinión, se
están cometiendo en ocasiones por los partidos mayo-
ritarios.

Nosotros hemos presentado unas cuarenta y tres
enmiendas, que doy por defendidas; algunas de ellas
son de tipo técnico, pero voy a resaltar aquellas que
nos parecen más importantes. En primer lugar, está el
conflicto sobre la lengua, sobre el bable. Reciente-
mente el Consejo de Universidades, también en nues-
tra opinión contra lo que debe de ser el respeto a la
autonomía universitaria, rechazaba la solicitud de 
la Facultad de Filología, aprobada a su vez por la
Junta de Gobierno de la Universidad de Oviedo, para
la creación de la licenciatura de filología asturiana y
su inclusión en el catálogo estatal de titulaciones uni-
versitarias. La razón utilizada era la no consideración
del asturiano como lengua, según algunos expertos
del Consejo de Universidades. Sin embargo, es una
falta de rigor y desprecio en la medida en que en el

artículo 6 del Estatuto de la Universidad de Oviedo se
reconoce al asturiano como lengua, que es a su vez
asignatura como tercera lengua en el Plan de estudios
de filología hispánica, textos ambos publicados en el
Boletín Oficial del Estado, existiendo además titula-
ciones propias, como la de especialista en lengua
asturiana; desprecio, por tanto, una vez más, a las ins-
tituciones asturianas cuando recientemente en la pro-
pia Junta del Principado se aprobó una ley sobre el
uso del asturiano y donde se explícita su carácter de
lengua.Al mismo tiempo, en esta misma Cámara, se
aprobó una proposición no de ley de Izquierda Unida
del 13 de diciembre de 1995, presentada en aquel
momento por este diputado que les habla, reivindi-
cando la petición de que ante el Consejo de Universi-
dades se aceptara los planteamientos de la Universi-
dad de Oviedo. Actualmente en esta reforma del
estatuto continuamos cerrando las puertas a que algún
día –y no estamos planteando ahora– el asturiano o
bable pueda ser reconocido como lengua de la comu-
nidad autónoma de Asturias.

Nuestro grupo lo que está planteando es un tema
para nosotros muy importante, casi más que la coofi-
cialidad posible del bable, que es quién toma las deci-
siones en aquellos aspectos que afectan exclusivamen-
te a una comunidad autónoma; y si hay algo que afecta
exclusivamente a una comunidad autónoma en este
caso es su lengua. Por ello, la enmienda de Izquierda
Unida lo que está planteando exclusivamente es que
esa decisión, cuando se pueda tomar, cuando tenga un
consenso social suficiente, que nosotros proponemos
en la enmienda que sea de tres quintos, sea la Junta del
Principado la que la adopte sin necesidad de esperar a
que de nuevo aquí demos el visto bueno entre todos y
que, como con una especie de actitud paterno-filial,
estemos impidiendo en este momento que una comuni-
dad autónoma pueda decidir sobre algo tan suyo como
es su propia lengua. Por tanto, consideramos inadmisi-
ble, por no calificarla de otra manera, la actitud de
cerrazón, que es meramente táctica y partidista, exclu-
sivamente para tratar de evitar que en un futuro, en el
ámbito que corresponde, que es el del Principado, los
partidos tengamos que debatir de nuevo sobre la con-
veniencia o no de implantar la cooficialidad. Un argu-
mento táctico se está convirtiendo una vez más en un
desprecio a las posibilidades de autonomía, en este
caso de nuestra comunidad autónoma.

De todas maneras, no se van a librar. Es probable
que nuestro grupo tenga en algún momento un carác-
ter decisivo en la composición de un nuevo gobierno
en la comunidad autónoma de Asturias, que ha pasa-
do de ser un Principado a ser un marquesado última-
mente, porque el Partido Socialista es incapaz de sacar
adelante una moción de censura que podría acabar
con esta situación. (Rumores.) Es verdad que el Par-
tido Socialista en ocasiones tiene la tentación de decir
que esta situación se produce por nuestra culpa.
(Varios señores diputados del Grupo Socialista
pronuncian palabras que no se perciben.) Quizá
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algo de culpa tuvimos, ya que no fuimos capaces
todos, el Partido Socialista e Izquierda Unida, de lle-
gar a un acuerdo que nos llevara a gobernar en Astu-
rias. En todo caso, es corresponsabilidad de los dos.
(Rumores.) Es verdad que hay un diputado tránsfuga
de Izquierda Unida, que antes fue del Partido Socialis-
ta y de UGT, después de Comisiones, y no sabemos
dónde terminará; sin embargo, es cierto que volvere-
mos a discutir sobre estos temas en el futuro. Recuer-
do que en aquel momento algunos hicimos esfuerzos
por desbloquear aquella situación, y fue una vez más
una visión estatalista del Partido Socialista la que pre-
tendía, en reuniones con el señor Txiki Benegas, inter-
cambiar acuerdos globales en Asturias, Córdoba, Huel-
va, Málaga, pero no con una visión de lo que
necesitaba Asturias, sino con una visión aparentemen-
te de Estado. A pesar de eso, hoy el Partido Socialista
e Izquierda Unida siguen gobernando en más de 700
municipios con apoyos mutuos, gracias a Izquierda
Unida. Uno puede eludir todas las responsabilidades e
intentar echárselas al contrario pero, en todo caso, son
responsabilidades compartidas. Espero que en el futu-
ro no se vuelvan a repetir situaciones de ese tipo con
actitudes cerradas en temas tan simples como puede
ser darle a Asturias la posibilidad de debatir sobre sus
propias competencias.

Al mismo tiempo, presentamos enmiendas relativas a
la creación de una figura similar a la del Defensor del
Pueblo, que ha sido útil en otras comunidades autóno-
mas y en el ámbito estatal, precisamente como una
especie de garantía más para el ciudadano, para poder
defenderse de los posibles abusos, de los silencios
administrativos o del gran aparato que supone la Admi-
nistración, y que a veces es el último recurso en el que
poder ampararse ante estas situaciones. Planteábamos
la posibilidad de levantar el límite que tiene hoy la
Cámara asturiana, que en su estatuto actual lo fija en 45
diputados...

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Señor Santiso, le ruego que vaya concluyendo.

El señor SANTISO DEL VALLE: Pedíamos eliminar
ese límite, porque entendemos que, al menos, hay que
dejar la posibilidad abierta para que se equipare a otras
comunidades autónomas o para que tenga un número
de diputados acorde con su población. Nosotros pro-
poníamos abrir la horquilla de 46 a 60, simplemente
para que, a posteriori, sea el propio Principado de
Asturias el que pueda decidir sobre su composición y
el número de diputados que quiere tener.

Doy por defendidas el resto de enmiendas, sin decir
que esto excluye de responsabilidades a nadie. Cree-
mos que algunas de las enmiendas que presentamos
–reconocemos que en el texto actual se incorporan
propuestas de Izquierda Unida, en el ámbito de Astu-
rias y una en el trámite actual, y por eso nos sentimos
coelaboradores en parte del texto que hoy se trae aquí
a debate– son de tanto sentido común que no elude la

responsabilidad de nadie. Tampoco me sirve que el
Partido Popular oculte su responsabilidad diciendo
simplemente que tenemos que llegar a un acuerdo
entre todos. Yo creo que no se puede eludir la res-
ponsabilidad en temas tan sencillos, tan claros y que
no sé si provocarán quizá un mayor gasto público,
pero me parece que ése no es el problema cuando
estamos hablando, por ejemplo, de una figura que
puede ser útil a los ciudadanos, como es la del Defen-
sor del Pueblo. En definitiva, no se elude su responsa-
bilidad. Creemos que, además de que hay que intentar
agotar las posibilidades de acuerdo entre todos, algu-
nas de estas propuestas son fruto de un consenso
social que va más allá del que podemos establecer los
partidos políticos.

Y termino diciendo que Izquierda Unida representa,
efectivamente, de momento, a unos 110.000 ciudada-
nos, a los que también les gustaría formar parte de un
proyecto común, y en esa vía estamos dispuestos a
seguir manteniendo la mano tendida para que sea posi-
ble llegar a un acuerdo de todos en los trámites que
quedan.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Santiso.

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.)
En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, tiene

la palabra el señor Cuesta.

El señor CUESTA MARTÍNEZ: Señor presidente,
señorías, aprobamos hoy, efectivamente, un estatuto
que es fruto de un proceso, el autonómico español,
que, al igual que la Constitución, está inspirado en el
consenso, en el diálogo y, por qué no decirlo, en una
cierta idea de que las cuestiones que conciernen al
modelo territorial de nuestro país deben basarse en
un pacto. Y hablando de pactos, la historia –esta
Cámara y los ciudadanos tienen que saberlo– hay que
contarla en su realidad, hay que contarla como es. Si
en Asturias, aunque existe una mayoría social y parla-
mentaria de izquierdas, no hay un Gobierno entre
Izquierda Unida y el Partido Socialista Obrero Español
y si no existe tampoco ese Gobierno de la izquierda
en Córdoba, en Málaga o en otras realidades, es por-
que existió un pacto en la trastienda del Congreso
entre el señor Anguita y el señor Aznar, y ésa es la
realidad de la historia presente en nuestro país.
(Rumores.) Si en Asturias hay un Gobierno en crisis
que no es representativo de la Cámara, la responsabi-
lidad es de aquellos que, en una irracional lucha fra-
tricida, han puesto en crisis, para vergüenza de la
comunidad asturiana, una institución como es el Prin-
cipado de Asturias. Y que ahora no vengan con sín-
dromes ni con complejos ni con obsesiones; los res-
ponsables son los que asumieron la capacidad de
gobierno, los que boicotearon en su momento la capa-
cidad de gobierno y los que permitieron, con un pacto
contra natura entre Izquierda Unida y el señor Aznar,
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que en Asturias haya un Gobierno de derechas, un
Gobierno, en este caso, del Partido Popular, en prime-
ra fase, y en los últimos meses una escisión del Parti-
do Popular, también de la derecha asturiana, encabe-
zada por el señor Marqués. (Rumores.)

Esta reforma del estatuto de autonomía tiene una
gran trascendencia. Decía que hay que poner en valor
algo que debe merecer una reflexión también demo-
crática, por qué no decirlo. Porque la idea de proxi-
midad –y este estatuto aumenta la capacidad de auto-
gobierno de la comunidad autónoma asturiana– es
una idea radicalmente democrática, de profundiza-
ción permanente en la democracia, y desde este
punto de vista la capacidad de autogobierno que
adquiere la comunidad autónoma asturiana con esta
reforma es un paso muy cualitativo y, sobre todo,
permite cumplir las previsiones constitucionales, las
previsiones del modelo autonómico allá cuando fue
diseñado, desde el pacto, desde el consenso y desde
el acuerdo, en 1979.

Hablábamos en aquella época desde el pacto de la
autonomía plena diferida, que no era una concepción
menor de la capacidad de autogobierno; era un méto-
do gradual y dinámico, una realidad como la democrá-
tica o la de la España de las autonomías, que también
es dinámica y gradual. Por tanto, la autonomía plena
diferida no era una aspiración menor de autogobierno,
y hoy, con esta reforma, como se hizo también con la
de 1994, pero sobre todo hoy con esta reforma, se
aumentan mucho las previsiones, la capacidad de auto-
gobierno del Principado de Asturias.

En la raíz de este proceso estuvo el diálogo políti-
co. Y quiero decir algo más porque también hay que
ponerlo en valor. En la raíz de este mismo proceso de
reforma que hoy debatimos, y que llega con un dicta-
men mayoritario a esta sesión plenaria del Congreso,
está el diálogo, el consenso y la aportación de todos,
porque ha habido grandes aportaciones. En este pro-
ceso se han consumido dos años de reunión, de
ponencia en el Principado de Asturias entre todos los
grupos para elaborar el texto. Se ha producido un
debate muy permeable donde, por dar ejemplos, sólo
en ponencia se admitieron ocho enmiendas de
Izquierda Unida y tres del Grupo Mixto; por razones
técnicas se modificaron hasta 25 artículos, recogiendo
muchos planteamientos de Izquierda Unida; los socia-
listas hicimos también renuncia a algunos de nuestros
planteamientos en aras al diálogo y al acercamiento
de posiciones. Por tanto, esta reforma, que aumenta
la capacidad de autogobierno, es fruto de un diálogo
intenso, que estaba también en el embrión de nuestro
propio proceso autonómico, como no podía ser de
otra manera porque derivaba de otro de gran relevan-
cia e influencia como es la metodología de diálogo y
de consenso en la elaboración en su día de la Consti-
tución española.

Con este estatuto se aumenta, por tanto, la capaci-
dad de autogobierno. No es un pasito, es un brinco,
es un paso muy importante hacia adelante; se cum-

plen las previsiones constitucionales del artículo 148
y se amplia el marco competencial de la región. Astu-
rias pasa a tener una capacidad de autogobierno muy
interesante que permite que podamos concluir que
no existen agravios comparativos en cuanto a lo que
es el autogobierno político de la región. Pero también
quiero decir que no estamos ante un planteamiento
estático, tan sólo las dictaduras son estáticas; los regí-
menes democráticos están en una evolución y en una
dinámica permanente; y el modelo de Estado, que
debe ser estable, el modelo autonómico, que debe ser
estable, también está sometido a un dinamismo. No
se cierra sólo una página, se cierra unas previsiones
constitucionales de desarrollo autonómico. Efectiva-
mente, estamos ampliando la capacidad de autogo-
bierno pero no instalándonos en el estatismo. Repito,
desde el consenso, con la voluntad de consenso nues-
tro grupo no renuncia a conseguir que en este trámite
o en otros ulteriores otras fuerzas que hoy presentan
enmiendas se integren en esta línea de consenso, en
este estatuto refrendado por la gran mayoría de la
Junta General del Principado y por la gran mayoría
de los asturianos representados en la Junta General
del Principado.

Una parte que ha consumido el debate del estatuto,
yo creo que de manera excesivamente intensa, lo digo
sin ninguna acritud, porque se ha consumido más tiem-
po en la discusión sobre la lengua, sobre el bable, que
sobre los niveles competenciales o sobre las institucio-
nes de autogobierno que contempla este proyecto de
estatuto, ha sido el debate de la oficialidad.

Nosotros no hemos llegado tan lejos como aquel
político, hoy presente en el Gobierno, el señor Álva-
rez-Cascos, cuando afirmó que en Asturias existen tan-
tos bables como valles. No vamos a llegar tan lejos,
pero sí queremos decir que hoy la oficialidad no es
una aspiración mayoritariamente instalada, reivindica-
da o reclamada por la sociedad asturiana. Es cierto
que la Constitución española, ya en el párrafo cuarto
de su preámbulo, establece que la nación española
proclama su voluntad de proteger, entre otros dere-
chos, las lenguas e instituciones. Y su artículo 3, el
148.1.17, la disposición final o el artículo 20.3, que
alude literalmente al pluralismo de la sociedad y de
las diversas lenguas de España, recogen esta realidad
de las lenguas.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Señor Cuesta, le ruego que vaya concluyendo.

El señor CUESTA MARTÍNEZ: Sí, señor presidente.
Es cierto también que en el ámbito de las Naciones

Unidas, de la Unesco, del Consejo de Europa o de la
propia Unión Europea, por referirme al Tratado de la
Unión Europea, en su artículo 128, se establecen nive-
les de protección, de reconocimiento, de promoción de
las lenguas. Esto es así. Pero tan cierto como esto es
que el tenor del artículo 4 del estatuto que hoy dictami-
namos no sólo está en consonancia sino que va más
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allá de los mandatos constitucionales e incluso del
marco de declaraciones de derechos humanos o del
marco del propio Tratado de la Unión. Dice ese
artículo: El bable gozará de protección, se promoverá
su uso, su difusión en los medios de comunicación y su
enseñanza, respetando en todo caso las variantes loca-
les y la voluntariedad en su aprendizaje. Una ley del
Principado regulará la protección, uso y promoción del
bable. Nosotros creemos que este artículo avanza de
manera muy considerable. Se promoverá su uso. Hay
un mandato claro a todas las administraciones. Y no
sólo a todas las administraciones, a múltiples realida-
des culturales. Por lo tanto, no se puede hacer argu-
mentaciones que intenten casi sembrar la duda sobre
este estatuto en el sentido de que se está en el extermi-
nio de no sé qué minoría étnica. Ese no es un plantea-
miento serio, ni riguroso, ni enlaza con la realidad de
España y de Asturias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Señor Cuesta, le ruego que concluya.

El señor CUESTA MARTÍNEZ: Señor presidente, voy
a concluir.

Me parece también muy importante llamar la aten-
ción a la Cámara sobre algo que se ha suscitado en la
enmienda defendida esta mañana y es que, si este esta-
tuto recoge literalmente la oficialidad, aunque se supe-
dite a una reserva de ley con mayoría cualificada de
tres quintos, ya se están generando derechos frente a
terceros. Y esa realidad, jurídicamente, también hay
que analizarla. Aunque el desarrollo legal se bloqueara,
el reconocimiento de la oficialidad en el estatuto, según
reconoce aspectos muy puntuales de nuestra jurispru-
dencia constitucional, ya permitiría deducir la genera-
ción de derechos frente a terceros. ¿Pero es que ade-
más esa mayoría cualificada no es la mayoría
cualificada que recoge el Estatuto de Autonomía de
Asturias cuando regula su proceso de reforma? Si senta-
mos, con el artículo 4 actual, las bases de la promoción
y uso del bable y en su día la realidad asturiana deman-
da la oficialidad, el propio estatuto establece un meca-
nismo de reforma que parte de los tres quintos, como
dice su artículo 56, y que posteriormente necesita el
aval de la mayoría absoluta del Congreso. ¿Y por qué
del Congreso? Porque es una cuestión que afecta a la
Administración regional, pero también al resto de las
administraciones no autonómicas. Esa es la realidad y
esa es la reflexión jurídica. Y aquí no hay un plantea-
miento sectario ni irreflexivo, hay un planteamiento
realista, realizado además desde el reconocimiento al
pluralismo, a todas las realidades culturales, a una
actuación decidida de promoción, de promoción en la
enseñanza, en el uso en todos los medios de comunica-
ción, de una realidad como es la lengua.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Señor Cuesta, concluya.

El señor CUESTA MARTÍNEZ: Termino, señor presi-
dente, señorías, queriendo resaltar una vez más que
con esta reforma se da un gran paso de gigante, se
cumplen las previsiones de plenitud en el ámbito de
autogobierno de la Comunidad Autónoma asturiana.
Recogemos también, por qué no lo voy a decir, un reto
o un emplazamiento que se nos ha hecho en los últi-
mos días. Se ha pedido al Partido Socialista y a mi
grupo que se pronuncie sobre si está o no por la inte-
gración. Ya lo hemos contestado con los hechos. No
obstante, hoy lo vuelvo a decir, estamos por la integra-
ción, queremos que se integren aquí la mayor parte de
voluntades políticas, pero este estatuto es fruto de un
consenso muy importante de una gran mayoría de la
Cámara y no vamos a aceptar que se nos use como
escudo de incoherencias, no vamos a aceptar que se
nos use como mera coartada, porque creemos que este
estatuto reúne y requiere, por supuesto, la suma de
voluntades y también requiere que se ponga en valor
el orgullo de lo que ha sido un proceso impecable que
aumenta la capacidad de autogobierno del Principado
y que, por lo tanto, es un gran instrumento de profun-
dización democrática en una sociedad que a veces
tiene en la globalización el antídoto de la descentraliza-
ción o el antídoto de las comunidades autónomas para
realizar su idea de profundización democrática.

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Cuesta.

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene
la palabra la señora Fernández.

La señora FERNÁNDEZ GONZÁLEZ: Muchas gra-
cias, señor presidente.

Señorías, estamos en el trámite final de aquel debate
que se inició en el Congreso de los Diputados el pasa-
do 19 de mayo con la presentación de representantes
de la Junta General del Principado de Asturias. El 19 de
mayo esta Cámara tomaba en consideración una inicia-
tiva, la tercera, de reforma del Estatuto de Autonomía
de Asturias. Quiero recordar a SS.SS., aparte del reflejo
oportuno en el «Diario de Sesiones», que, cuando tuve
el honor de intervenir en este asunto el pasado 19 de
mayo, entre otras consideraciones de índole política,
competencial y funcional, hice referencia a una cues-
tión que a nuestro grupo parlamentario le parece un
norte político que hay que perseguir. Aquella referen-
cia que yo hacía entonces desde esta misma tribuna era
la apelación al consenso mayoritario en torno a la
reforma del Estatuto de Autonomía de Asturias.

Ciertamente, SS.SS. conocen que la tercera reforma
del Estatuto de Autonomía de Asturias llegó a esta
Cámara a través de una proposición de ley que plantea
únicamente el Grupo Socialista en la Junta General del
Principado y que posteriormente apoya el Grupo Parla-
mentario Popular. Por tanto, en los antecedentes impe-
cables del consenso impecable al que hace referencia
el portavoz socialista hubo quiebras en la propia junta
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general. Sus señorías saben que el Grupo Socialista
jugó a la práctica política de la silla vacía durante más
de un año sin incorporarse a las conversaciones y, por
tanto, propiciando con dificultad el consenso que
desde el Partido Popular buscamos y propiciamos
desde siempre en torno al Estatuto de Autonomía de
Asturias.

¿Y por qué, señorías, queremos y estamos absoluta-
mente convencidos de que hay que propiciar un gran
acuerdo en torno a la reforma del Estatuto de Autono-
mía de Asturias? Pues básicamente por una considera-
ción política. No por una consideración jurídica, ni
competencial, ni constitucional. Por una cuestión polí-
tica. La norma institucional básica de todos los asturia-
nos es el estatuto de autonomía y así lo consagra el
mismo en su propio articulado. Pues bien, desde el
Grupo Parlamentario Popular consideramos necesario,
recomendable y oportuno que en la norma constitucio-
nal básica, es decir, en el marco donde luego se podrán
desarrollar y propiciar las políticas, que han de ser
divergentes en muchas ocasiones, propiciemos el
acuerdo para que todos los asturianos, a través del
marco constitucional que tenemos establecido, a saber,
los partidos políticos, se encuentren y se sientan repre-
sentados en torno al Estatuto de Autonomía de Astu-
rias.

En este sentido, hemos tratado de propiciar ese con-
senso, de buscar ese acuerdo, desde el convencimien-
to, no desde la necesidad. Como muy bien decía el por-
tavoz socialista, ha habido ocho enmiendas pactadas
por el Partido Socialista y por el Partido Popular, a tra-
vés de sendos grupos parlamentarios. Y cuando noso-
tros invitamos a otra fuerza política, a Izquierda Unida,
a participar en la reforma del estatuto, lo hacemos esta-
bleciendo una condición apriorística: el pacto entre el
Partido Popular y el Partido Socialista no puede poner-
se en cuestión. Ello crea, sin duda, problemas –y creo
que es lógico interpretarlo en clave política– al Grupo
Parlamentario de Izquierda Unida, que afecta el pacto
PSOE-PP. Lógicamente, señor Cuesta, cuando uno tiene
vocación política de incorporarse a la reforma de un
estatuto no lo puede hacer gratis et amore y el Grupo
Parlamentario de Izquierda Unida, que respeta el pacto
PP-PSOE, plantea nuevas cuestiones para incorporarse
a la reforma del estatuto.

Me voy a referir muy brevemente a qué cuestiones,
no fundamentales desde el punto de vista competen-
cial, plantea Izquierda Unida. Hago este inciso por una
cuestión, y el portavoz del Partido Socialista lo sabe y
lo ha dicho en su discurso: es cierto que hay un pacto
global que no afecta sólo al Estatuto de Autonomía de
Asturias; afecta a todos los que se verán esta misma
mañana y a los que se han visto en sesiones plenarias
anteriores. Ese pacto, básicamente, afecta a cuestiones
de índole competencial, en las que nosotros, como
SS.SS. recordarán, hacíamos una apuesta inequívoca en
el programa electoral del Partido Popular. Cuando hací-
amos referencia a la España de las autonomías –lo digo
para los curiosos–, en la página 151 y siguientes de

nuestro programa electoral, decíamos entonces y lo
ratificamos hoy que era necesario establecer un marco
estable para la España de las autonomías inspirado en
el consenso político y en la colaboración entre las
administraciones. Pues bien, esto no son sólo declara-
ciones de principios ni palabras más o menos grandilo-
cuentes; son auténticas convicciones del Partido Popu-
lar, que entiende el centrismo desde el consenso. Por
esa razón, nosotros queremos que en la norma institu-
cional básica de Asturias estén incorporados todos los
grupos parlamentarios, para que así se sientan repre-
sentados todos los asturianos.

Izquierda Unida plantea tres cuestiones ex novo:
que a través de una ley se regule en Asturias, en su
junta general, la figura del Defensor del Pueblo. No se
me ocurre ninguna razón objetiva ni sensata, señorías,
para rechazar esta solicitud, con el antecedente consta-
tado de la existencia de esta institución en no pocas
autonomías. Y más les digo: en el plano anecdótico,
estrictamente anecdótico, en Gijón, donde gobierna un
alcalde socialista, existe una institución del Defensor
del Gijonés y no he oído voces socialistas tratando de
condenar una institución a todas luces atípica y anó-
mala, sin ningún tipo de funcionalidad. No se me ocu-
rre, repito, ninguna razón para rechazar esta petición.
Tampoco se me ocurre razón objetiva para rechazar la
ampliación de la horquilla de los diputados que han
de representar a los asturianos. En la actualidad, el
Estatuto de Autonomía de Asturias establece una hor-
quilla que llega hasta un máximo de 45 diputados.
Desde Izquierda Unida se plantea ampliar que los par-
tidos políticos cuenten con una mayor representación
a través de los diputados electos y que pudiésemos lle-
gar eventualmente hasta un marco de 60 diputados,
que tendrá igualmente que determinar la Junta General
del Principado de Asturias a través de la ley oportuna.
Finalmente, la tercera cuestión, que yo he calificado
como nudo gordiano de la reforma y del paquete de
solicitudes del Grupo Parlamentario de Izquierda
Unida. Si SS.SS. entienden diferir una competencia y
un debate a la Junta General del Principado de Astu-
rias –estoy hablando del artículo 4 donde se regula el
bable, su uso y su protección–, si además de estable-
cer la regulación actual que figura en el estatuto,
alguien me explica en clave política, en clave de sen-
satez, en clave de democracia, de flexibilidad y evitan-
do rigideces mentales y políticas innecesarias, por qué
no diferir una competencia en materia de lengua a la
Junta General del Principado a través de una mayoría
reforzada, es decir, 30 diputados, de 45, tendrían que
dar luz verde para que el debate se produjese y el
acuerdo se propiciase. Con garantías en el plano polí-
tico, en el plano jurídico y con apelaciones a la sensa-
tez que me consta por parte de todos los grupos parla-
mentarios, no entendemos el discurso que propicia el
Grupo Socialista y que apoya su propio partido políti-
co. (El señor vicepresidente, Marcet i Morera,
ocupa la Presidencia.)
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Señorías, y voy finalizando, queremos hacer una
apelación final al consenso político, queremos que
todos los asturianos se sientan representados en el
Estatuto de Autonomía de Asturias. SS.SS. conocen per-
fectamente que no es algo cerrado para siempre, pero
conocen igualmente que no es vocación de una consti-
tución ni de una norma institucional básica, como es
un estatuto de autonomía, ser objeto de reformas bia-
nuales, ni siquiera en períodos muy próximos en el
tiempo. Nos parece oportuno y conveniente aprovechar
esta oportunidad, pero como quiera que desde el
Grupo Socialista se cuestiona que cualquier apoyo dis-
tinto a las ocho enmiendas pactadas entre el Partido
Popular y el Partido Socialista propiciaría una falta de
consenso político más general, quiero que sepa esta
Cámara, y desde luego me ocuparé de que lo sepan los
asturianos, que, como consecuencia de la negativa del
Grupo Socialista y del Partido Socialista, ni todos los
asturianos van a tener cabida en la tercera reforma del
Estatuto de Autonomía de Asturias ni somos los popu-
lares los que utilizamos ningún tipo de escudo que no
sea la convicción profunda de buscar y propiciar un
consenso político, porque para nosotros, entre otras
cosas, eso es el verdadero centrismo.

Muchas gracias. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Fernández.

— PROPUESTA DE REFORMA DEL ESTATUTO DE
AUTONOMÍA DE LAS ILLES BALEARS. (NÚMERO
DE EXPEDIENTE 127/000008)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Vamos a pasar al dictamen referente a la propuesta de
reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears.

En primer lugar, para defender las enmiendas que
mantiene el Grupo Vasco PNV, tiene la palabra la seño-
ra Uría.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Gracias, señor presi-
dente.

Señorías, no es práctica habitual que el Grupo Vasco
presente enmiendas a estatutos de autonomía de comu-
nidades en las que no tiene implantación, pero en este
caso lo hace por su condición de coaligado en las elec-
ciones europeas con el Partido de Unión Mallorquina,
que no tiene presencia en esta Cámara. Por tanto, vehi-
culamos los deseos de este partido que sí tiene implan-
tación en la comunidad balear.

Las enmiendas que tenemos presentadas son dos y
las defenderé en su orden inverso, porque es el lógico,
y no como aparecen publicadas en el boletín. Empeza-
ré, por tanto, por la enmienda número 2, que hace refe-
rencia a la propia denominación de la comunidad autó-
noma. Nos gustaría que quedase plasmada la propia
denominación y definición que de ella se hace, islas
Baleares, como expresión de la nacionalidad e identi-
dad histórica de los pueblos de Mallorca, Menorca,

Ibiza y Formentera. Creemos que es adecuado a la
identidad histórica y que además es compatible con la
propia previsión del título VIII de la Constitución, que
permite que las comunidades autónomas se consideren
a sí mismas regiones o nacionalidades. La enmienda
primera hace referencia al artículo 4 del propio estatuto
y la previsión que contiene es que cada isla pueda
recuperar y actualizar la denominación tradicional den-
tro del marco jurídico vigente. Nos parece que ello es
adecuado a una pretensión lícita y que además es coin-
cidente con la que desde los territorios históricos vas-
cos venimos sosteniendo, por cierto sin éxito, desde
hace mucho tiempo. El precepto no hace otra cosa que
permitir que después cada consejo insular, en el marco
de lo previsto en el estatuto, pueda recuperar la deno-
minación que históricamente, con anterioridad, haya
tenido.

Además de estas dos enmiendas que tenemos pre-
sentadas expresamente, anuncio también ya a la Cáma-
ra que votaremos favorablemente las enmiendas 71 y
74, presentadas por el Grupo Socialista, porque nos
parecen interesantes en la línea del fortalecimiento del
autogobierno que corresponde a la Comunidad de las
Islas Baleares. La enmienda número 71 hace referencia
a que los consejos insulares podrán recibir competen-
cias que les sean transferidas desde la Comunidad
Autónoma balear. Y en la 74 se concreta esta previsión,
diciendo que, respecto de estas competencias, el Con-
sejo Insular podrá ejercitar la potestad reglamentaria
organizativa.

Este es el contenido de la votación del Grupo Vasco.
Votaremos nuestras enmiendas y además adelanto el
voto favorable a la 71 y a la 74, de las presentadas por
el Grupo Socialista.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra-
cias, señora Uría.

Para la defensa de las enmiendas que mantiene el
Grupo Federal de Izquierda Unida, tiene la palabra la
señora Urán.

La señora URÁN GONZÁLEZ: Gracias, señor presi-
dente.

Primero, quiero aclarar a la señora Uría que las
enmiendas 71 y 74 no son del Grupo Socialista, sino
del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida. El
Grupo Socialista no mantiene ninguna enmienda viva,
puesto que fueron admitidas todas en ponencia. Lo
digo más que nada, señora Uría, para que no haya nin-
gún tipo de error a la hora de la votación.

Señorías, el Grupo Parlamentario Federal de Izquier-
da Unida mantiene todas las enmiendas que había pre-
sentado a la reforma del Estatuto de Autonomía de las
Illes Balears, excepto una, que ha sido retirada, porque
quedaba ya recogido en la ponencia y en el dictamen
de la Comisión. Me refiero a la enmienda número 57,
que fue retirada, puesto que quedaba recogida y ade-
más en mejores condiciones incluso que lo que nuestra
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propia enmienda había planteado. Por tanto, esa es la
única enmienda que hemos retirado.

Nuestro grupo parlamentario considera que las
reformas de los estatutos de autonomía se deben apro-
vechar para establecer cada vez más un mayor número
de competencias y que no nos veamos abocados a que
en un período de tiempo relativamente corto tengamos
que volver a traer a la Cámara una reforma más de un
estatuto de autonomía. En el proceso de confección
del Estado de las autonomías se han producido ya sufi-
cientes reformas, fundamentalmente en aquellos esta-
tutos de la vía del 143, para poder establecer las mis-
mas condiciones que tienen los estatutos de autonomía
de la vía del 151, pero no se está haciendo un desarro-
llo igualitario, sino todo lo contrario, y se ha dicho
desde esta propia tribuna. A través de pactos de las
dos fuerzas mayoritarias se establecen criterios que no
configuran las necesidades de autonomía de las pro-
pias comunidades autónomas. Por tanto, nosotros las
hemos mantenido, entre otras cosas porque considera-
mos que son oportunidades que no se deben desperdi-
ciar, pues no tienen por qué asumirse esas competen-
cias en un período de tiempo corto, sino en función
de las necesidades y de los intereses tanto de la Admi-
nistración central como de la propia comunidad autó-
noma. Pero eso no significa que haya que renunciar a
establecerlas en sus reformas y en el estatuto y consi-
deramos que esta oportunidad se ha desperdiciado con
la reforma del Estatuto de Autonomía de Baleares,
entre otras cosas porque la ciudadanía de las Illes
Balears sí está reclamando un mayor autogobierno y
un mayor establecimiento de sus competencias. Es
necesario que de una vez se establezca cuál es el prin-
cipio de identidad nacional. La Comunidad Autonóma
de las Illes Balears es una nacionalidad y creemos que
así debe quedar reflejado ya en su estatuto de autono-
mía. Por eso mantenemos nuestras enmiendas a este
respecto.

Señorías, la comunidad autónoma, los pueblos de las
Illes Balears tienen una identidad, una cultura y una
lengua, y eso debe quedar reflejado en su estatuto de
autonomía ya. Es necesario y no hay por qué dilatarlo
más en el tiempo. Nosotros consideramos que también
es necesario que queden reflejados de una manera
clara los derechos de igualdad que debe haber para las
dos lenguas que se hablan en la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears. Es necesario que se defienda y que
se proteja la lengua catalana; es necesario, es preciso
que sea tratada de igual manera, y para eso es necesa-
rio que así figure en su estatuto de autonomía y que se
tomen las medidas adecuadas por parte del Gobierno
balear para que se produzca este hecho.

Señorías, en nuestras enmiendas planteamos la
necesidad de aumentar el techo competencial. En
unas, pasando del desarrollo legislativo que tienen en
este momento alguna de las materias a competencia
exclusiva y en otras pasando de competencia ejecutiva
a desarrollo legislativo. En las competencias exclusivas
creemos que es necesario que se establezcan ya los cri-

terios de algo que la ciudadanía necesita tener cada
vez más cerca, sentir que su propio Gobierno está
inmerso en ordenar y proteger su seguridad. Por tanto,
entendemos que es necesario que exista una policía
autónoma, que tenga unas determinadas competencias,
que se coordine con el resto de las Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad del Estado, pero que al mismo tiempo
pueda conseguir aproximar a la ciudadanía que existe
una dotación que vela por su seguridad y que está en
manos de su propio Gobierno, de su Gobierno autó-
nomo.

Entre otras muchas enmiendas en las que creemos
aumentar el techo competencial, consideramos necesa-
rio que el Gobierno autónomo de las Illes Balears
tenga competencia para poder asumir realmente el
fomento, ordenación y planificación de la actividad
económica. Y desde luego, señorías, no queremos que
lo haga de una manera aleatoria, sino dentro de la acti-
vidad económica y de su ordenación del propio Esta-
do. Creemos que debe ser autónomo tener capacidad
para planificar su actividad económica dentro de la
planificación o de la ordenación de la actividad econó-
mica estatal y consideramos fundamental que se pueda
desarrollar desde la propia comunidad autónoma. En
todas nuestras enmiendas hablamos de acercar el
Gobierno a los ciudadanos y a las ciudadanas y pensa-
mos que hay cuestiones verdaderamente importantes,
como son el respeto y la protección, lo que es la com-
petencia en materia ecológica y medioambiental y la
protección de los espacios naturales. En este sentido,
nuestras enmiendas van dirigidas a aumentar el techo
competencial y, por mucho que se pueda estar en
desacuerdo, sí son aportaciones, aunque no se com-
partan, y sí son, si no novedosas, aquello que conside-
ramos necesario.

Señorías, nos parece también que es necesario solu-
cionar de una vez por todas la organización institucio-
nal de las Illes Balears. Lo consideramos necesario por-
que hay una situación compleja en la que los consejos
insulares no tienen el reconocimiento como institución
dentro del organigrama de las instituciones del estatuto
de autonomía y de la organización institucional de la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears. Deben for-
mar parte de ellos y para que esto se pueda llevar a
cabo, además de darles una mayor capacidad de
gobierno, estimamos que es necesario que tengan com-
petencias transferidas desde la comunidad autónoma,
tanto para las funciones ejecutivas como para la potes-
tad reglamentaria. Los consejos insulares no pueden ser
solamente entes locales sino que además deben tener
competencia para poder desarrollar legislación, entre
otras cosas porque son las instituciones más próximas a
la ciudadanía. Y estamos hablando, señorías, no de una
situación territorial configurada y unificada, sino de
islas, por lo que deberían tener una mayor competen-
cia en este tipo de instituciones. Además, señorías, para
que esto se pueda llevar a cabo de una forma adecua-
da, hay que separar la elección de los consejos insula-
res y que deben ser elegidos por sufragio universal. No
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se puede pretender una buena gestión y un buen ejer-
cicio de las competencias que tienen los consejos insu-
lares cuando los consejeros, al mismo tiempo, son
diputados del Parlamento autónomo. Señorías, en esta
reforma del estatuto no se da solución a este problema.
Es más, desde el punto de vista del Grupo Parlamenta-
rio Federal de Izquierda Unida, lo que se hace es dejar-
lo, si cabe, en peores condiciones de las que estaba, y
nosotros creemos que no se puede hurtar a los ciuda-
danos el derecho a elegir a sus representantes en órga-
nos institucionales que les han de representar y gober-
nar. Por tanto, señorías, creemos que se ha perdido la
ocasión de aprovechar esta oportunidad; no se ha per-
dido única y exclusivamente por problemas políticos
entre las diferentes fuerzas políticas sino por intereses
de los propios partidos políticos dentro de sus organi-
zaciones. Esto no se lo ha inventado esta diputada, sino
que se ha dicho por diputados del Parlamento balear
en esta tribuna y en los medios de comunicación. No
se ha podido llegar a un acuerdo por intereses internos
de los partidos políticos y eso, señorías, no es digno de
los representantes del pueblo, que deberíamos de ante-
poner el derecho de los ciudadanos a poder elegir
libremente a sus representantes en las instituciones.

En consecuencia, señorías, creemos que no se
puede decir que esta reforma del estatuto de autono-
mía es la que en estos momentos demandan los ciuda-
danos. Quiero recordarles que en el año 1991 el Parla-
mento balear presentó una propuesta de reforma del
estatuto de autonomía que iba incluso más allá de lo
que estamos aprobando hoy aquí, y estoy hablando
de 1991. Lo que hoy aquí se pueda aprobar es fruto
–y se ha dicho desde esta tribuna– de un pacto del
Partido Popular y del Partido Socialista que, en nues-
tro criterio, impide que el resto de las fuerzas políti-
cas, a pesar de que se nos llame al consenso, poda-
mos tener incidencia real y mejorar de manera
sustancial estos estatutos.

Señorías, el consenso es para negociar, para que se
pueda flexibilizar por ambas partes. Cuando existe un
pacto inamovible entre dos fuerzas políticas, es imposi-
ble la llamada al consenso, porque no se puede produ-
cir en ningún momento. Señorías, creemos que esta
reforma de estatuto es precisamente fruto de ese pacto
y no de las necesidades que tienen las diferentes comu-
nidades autónomas de alcanzar sus techos competen-
ciales. Desde luego, nosotros no estamos dispuestos a
que se nos diga que no queremos intervenir o estar
integrados en ese consenso; todo lo contrario, fuimos
dejados fuera del consenso a priori y sin capacidad de
intervenir porque estaba cerrado y no se modificaba ni
una coma. Por tanto, señorías, menos apelar al consen-
so y más practicarlo realmente.

Nada más y muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Urán.

¿Algún grupo desea consumir un turno en contra de
las enmiendas presentadas? (Pausa.)

¿Grupos que desean fijar posición en el debate?
(Pausa.)

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i
Unió), tiene la palabra el señor Silva.

El señor SILVA SÁNCHEZ: Muchas gracias, señor
presidente, seré muy breve.

Mi grupo, excepcionalmente, había presentado una
enmienda al proyecto de ley de Estatuto de Autonomía
de las Illes Balears, con la finalidad de que constase
expresamente en dicho estatuto el carácter de naciona-
lidad que corresponde a las citadas illes. Si buscamos
un hecho diferencial de origen geográfico, por tanto
insular, nacionalidad es la Comunidad Autónoma de
Canarias; si fundamentamos ese hecho diferencial en
un aspecto lingüístico y cultural, nacionalidad es la
Comunidad Autónoma Valenciana, y atendiendo a otras
circunstancias, también lo es la Comunidad Autónoma
de Aragón. Por tanto, entendíamos que nacionalidad
debiera ser el concepto que tendría figurar en el Estatu-
to de Autonomía de las Illes Balears porque como
nacionalidad, al menos algunos, sí que la vemos desde
fuera de las citadas illes. El consenso, entre comillas,
entre el Grupo Parlamentario Popular y el Grupo Parla-
mentario Socialista impedirá que conste en el proyecto
ese concepto y, habida cuenta de que el Grupo Parla-
mentario Vasco mantenía dos enmiendas –hacia las que
anuncio en estos momentos nuestro voto favorable–,
en una de las cuales queda perfectamente definido ese
carácter de nacionalidad de las illes, no hemos mante-
nido la nuestra para el Pleno, anunciando, como ya he
dicho, el voto favorable a las dos enmiendas del Grupo
Parlamentario Vasco.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Silva.

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra la señora
Riera.

La señora RIERA MADURELL: Muchas gracias, señor
presidente.

Señorías, intervengo nuevamente ante el Pleno de
esta Cámara en relación con la propuesta de reforma
del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears para fijar
brevemente la posición del Grupo Socialista en este trá-
mite posterior al dictamen de la Comisión Constitucio-
nal. Debo decirles, señorías, que el texto de la pro-
puesta de reforma, desde que inició su tramitación en
esta Cámara hasta el día de hoy, ha experimentado
importantes mejoras, de las que el Grupo Socialista se
considera particularmente satisfecho.

Comenzaré en primer lugar por destacar la aproba-
ción y consiguiente incorporación de una enmienda al
artículo 1, presentada por mi grupo conjuntamente con
el Grupo Parlamentario Popular durante el trámite de
Comisión. Con la aprobación de esta enmienda, lo que
ha venido siendo una reivindicación histórica de las
Illes Balears –me refiero al reconocimiento de las
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comunes características de nacionalidad de los pueblos
de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera a las que
hace referencia el artículo 9 del estatuto vigente desde
1983; características que provienen de su historia y de
su singularidad en cuanto a lengua, cultura y geogra-
fía–, el reconocimiento de dichas características –decía–
se ve hoy plasmado en el texto que sometemos a la
consideración de esta Cámara. Quince años después de
la aprobación del primer estatuto, lo que se apuntaba
como un proceso ha quedado consolidado en la reali-
dad y sólo necesita que los instrumentos legales que
hoy tenemos posibilidad de reformar así lo reconozcan.
El texto aprobado hace quince años y sus sucesivas
reformas han hecho posible nuestra posición actual en
el camino hacia la consolidación de la plena autonomía
para las Illes Balears.

Señorías, la reforma de 1994, consecuencia de los
pactos autonómicos de 1992, permitió asumir una com-
petencia tan fundamental para la identidad de un pue-
blo como es la gestión de su sistema educativo en
todos y cada uno de los niveles, incluida la universi-
dad. Con la reforma que hoy aprobaremos –si esta
Cámara así lo considera–, la Comunidad Autónoma de
las Islas Baleares podrá asumir las competencias en
sanidad y en la asistencia sanitaria de la Seguridad
Social, que, junto con las competencias ya transferidas
en educación y en servicios sociales, van a suponer un
avance competencial definitivo en aquellos aspectos
de la vida cotidiana que más directamente afectan a
nuestros ciudadanos y ciudadanas. Este es el segundo
aspecto positivo que quería destacar de esta reforma.
Señorías, esta reforma estatutaria supone una impor-
tante ampliación del marco competencial, una impor-
tante mejora de lo que es en definitiva el contenido
real de nuestra autonomía. Con ella estamos dotando a
las Islas Baleares de instrumentos fundamentales para
su autogobierno; con ella, desde el Gobierno de la
comunidad autónoma, podrán atenderse importantes
reivindicaciones de nuestros ciudadanos y ciudadanas
porque se dispondrá, ya, de instrumentos legales para
hacerlo.

Las enmiendas que el Grupo Socialista ha presenta-
do a los artículos que definen el marco competencial y
también las que ha presentado el Grupo Parlamentario
Popular, coincidentes con las nuestras, buscan en su
mayoría ajustes a la jurisprudencia del Tribunal Consti-
tucional y mejoras técnicas que adecuen la redacción
del texto a los términos de la legislación vigente y, a la
vez, a nuestro entender, precisan con una mayor clari-
dad las competencias de la comunidad autónoma en
cada uno de los niveles. En relación con estos mismos
artículos, nuestro grupo no va a apoyar las enmiendas
presentadas por el Grupo Federal de Izquierda Unida,
por entender que nuestra propuesta es más correcta,
tanto por los términos en que se plantea como en lo
que hace referencia a la ubicación de las distintas com-
petencias, de acuerdo con la jurisprudencia que ha ido
generando el Tribunal Constitucional.

En relación a nuestras enmiendas, me gustaría llamar
la atención de SS.SS. de una manera especial sobre dos
de ellas, la número 14 y la número 21; la número 14
porque supone una expresión mucho más contundente
a favor de la cooficialidad de las dos lenguas de la
comunidad autónoma, a favor del uso normal y oficial
y también a favor de la obligación de los poderes públi-
cos de asegurar su conocimiento. La número 21 porque
precisa las fórmulas de participación de la comunidad
autónoma en las actividades relacionadas con los ámbi-
tos internacionales que afectan a materias que sean de
interés de la propia comunidad. Quisiera resaltar aquí,
señorías, algo que ya puse de relieve en Comisión, el
cambio de posición, hecho del que nos congratulamos,
del Grupo Popular en estas dos cuestiones, que fueron
votadas en contra por el Grupo Popular en el Parla-
mento autonómico y sobre las que dicho grupo en el
Congreso ha demostrado una mayor sensibilidad auto-
nómica apoyando las tesis que desde siempre había
mantenido el Grupo Socialista. Estas dos cuestiones
suponen un claro avance en el reconocimiento de
nuestras singularidades.

El tercer elemento que quisiera destacar es el de la
reforma de las instituciones autonómicas, reforma que
tiene aspectos positivos, que ya hemos ido citando a
lo largo de la tramitación, pero que nos sigue pare-
ciendo incompleta e insuficiente en lo que hace refe-
rencia a los consejos insulares. Por ello, señorías,
mantenemos en este Pleno el apoyo que nuestro
grupo manifestó en Comisión a las enmiendas núme-
ros 71 y 74 del Grupo Federal de Izquierda Unida con
la pequeña salvedad, aceptada por el grupo propo-
nente, de suprimir en la segunda de las enmiendas la
función de inspección. Señorías, con la aprobación de
estas dos enmiendas quedaría garantizado que sean
los consejos insulares los que aprueben su propia nor-
mativa, y esto es algo que nuestro grupo ha venido
defendiendo a lo largo de toda la tramitación. Los
socialistas tomamos nuestras decisiones partiendo de
cuál es la realidad de cada una de las comunidades
autónomas y por ello no compartimos en absoluto las
razones esgrimidas por el Grupo Popular para votar
en contra de estas enmiendas durante el debate de
Comisión. Decir que una misma competencia podría
reglamentarse de manera distinta, lo que haría imposi-
ble su coordinación por parte de la comunidad autó-
noma, es un argumento que una vez más pone de
relieve y sólo se corresponde con la visión uniformis-
ta que tiene el Partido Popular de la realidad de Espa-
ña, y en relación a la Comunidad Autónoma de las
Islas Baleares, señorías, es un hecho físico que está
formada por unidades insulares: Mallorca, Menorca,
Ibiza y Formentera, lo cual la hace diferente, a excep-
ción naturalmente de las islas Canarias, de cualquier
otra comunidad en la que la continuidad del territorio
permite abordar el Gobierno de la comunidad autóno-
ma desde una perspectiva distinta. La Comunidad
Autónoma de las Illes Balears, señorías, necesita
dotarse de un entramado institucional distinto, y pen-
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samos que la propuesta que el Grupo Socialista ha ido
haciendo a lo largo de la tramitación y que viene reco-
gida por las dos enmiendas del Grupo Federal de
Izquierda Unida, de dotar a los consejos insulares de
capacidad normativa, se corresponde con la realidad
de nuestra comunidad autónoma.

Señorías, sólo aceptando las características de cada
una de las Illes Balears puede entenderse cuál es la rea-
lidad de nuestra comunidad autónoma. No acabamos
de comprender la posición tan cerrada que mantiene el
Grupo Popular en una cuestión por la que los ciudada-
nos y ciudadanas de Baleares muestran una especial
sensibilidad. Señorías, la posición del Grupo Popular es
menos comprensible todavía si se tiene en cuenta que
el artículo 49.4 del estatuto vigente posibilita la capaci-
dad reglamentaria normativa para los consejos insula-
res si la Cámara autonómica así lo habilita. La posición
del Grupo Popular sólo es comprensible desde la pers-
pectiva de un hipotético Gobierno del Partido Popular
con mayoría –cosa muy improbable tras las próximas
elecciones autonómicas–, que pensara oponerse siste-
máticamente a cualquier iniciativa que en este sentido
pudiera presentarse en la Cámara autonómica. El Grupo
Popular debería mostrarse más sensible a lo que sus
propios electores, especialmente en las islas menores,
les demandan, porque si esto no se aprueba durante la
tramitación de esta ley, los socialistas, que gobernare-
mos la comunidad autónoma tras las próximas eleccio-
nes, a través de la Cámara autonómica y de acuerdo
con el artículo 49.4 del estatuto, dotaremos a los conse-
jos insulares de la capacidad normativa. Por tanto,
señorías, en aras del máximo consenso, el Grupo Popu-
lar debería renunciar a sus pretensiones uniformistas y
dar su voto afirmativo para que nuestros consejos insu-
lares dejen de ser instituciones tuteladas por el Gobier-
no de la comunidad autónoma.

El Grupo Catalán (Convergència i Unió), al igual que
ha manifestado el Grupo Vasco, debería apoyar estas
dos enmiendas. Quiero recordarles que en el Parlamen-
to autonómico un grupo sin representación en esta
Cámara, pero que les considera a ustedes sus aliados,
apoyaron durante toda la tramitación que la potestad
reglamentaria de las instituciones de las Illes Balears
fuera inseparable de la función ejecutiva. Por tanto,
ustedes, en coherencia y por sensibilidad y similitud a
los sentimientos que existen en los distintos territorios
de su propia comunidad autónoma y porque el unifor-
mismo aparentemente práctico no siempre es lo mejor
para una comunidad en la que hay sensibilidades dis-
tintas en los diferentes territorios que la forman, debe-
rían votar también favorablemente estas dos enmiendas
del Grupo Federal de Izquierda Unida.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Vaya
concluyendo, señora Riera, por favor.

La señora RIERA MADURELL: Gracias, señor presi-
dente, termino enseguida.

De no aprobarse estas enmiendas, nuestro apoyo a
esta reforma va a seguir siendo un apoyo crítico; apoyo
porque, ciertamente, supone un avance importante,
pero crítico porque dejaría incompleta, entre otras
cuestiones, la reforma institucional.

En relación al resto de las enmiendas del Grupo
Federal de Izquierda Unida, nuestro grupo no las va a
votar favorablemente, por las razones que ya explica-
mos en el debate de Comisión.

Quiero acabar diciendo, tal como manifesté en la
toma en consideración, que a pesar de la poca sensibi-
lidad hacia la diversidad que sigue demostrando el
Grupo Popular, los socialistas queremos estatutos de
autonomía con sólidos apoyos que permitan la estabili-
dad institucional. Por esta razón y porque creemos que
la misma es una buena base para gobernar con tranqui-
lidad, y gobernar es lo que haremos los socialistas de
Baleares tras las próximas elecciones autonómicas, es
por lo que votaremos favorablemente el conjunto de la
propuesta.

Muchas gracias, señor presidente. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Riera.

Por el Grupo Popular, tiene la palabra la señora Cava
de Llano.

La señora CAVA DE LLANO Y CARRIÓ: Gracias,
señor presidente.

Señorías, permítanme una debilidad y que manifieste
mi satisfacción por dos motivos: como ciudadana de las
Islas Baleares, por la reforma de su estatuto de autono-
mía, y por el hecho que ha pasado desapercibido en la
Cámara, pero que es importante para el colectivo de
mujeres diputadas, de que este estatuto de autonomía
haya estado defendido por cuatro mujeres (Aplausos.),
la señora Uría, del Grupo Vasco, la señora Urán, del
Grupo Federal de Izquierda Unida, la señora Riera, del
Grupo Parlamentario Socialista del Congreso y por esta
diputada del Grupo Popular. Esto ha pasado desaperci-
bido, pero afortunadamente no deja de constituir un
avance importante en la condición política de la mujer,
impensable en otras épocas, y me alegra sobremanera
que se haga patente en la reforma del estatuto de mi
comunidad autónoma.

Señorías, estamos reformando hoy un estatuto de
autonomía que según la Constitución española es la
norma institucional básica de nuestra comunidad y está
reconocida y amparada como parte integrante del orde-
namiento jurídico del Estado. La Constitución española
diseñó un modelo de distribución territorial del poder,
pasando del centralismo importado del derecho francés
a un sistema de descentralización en el que se recono-
ce la autonomía a entes públicos territoriales diferen-
ciados de la Administración estatal.

Después de quince años de vigencia de nuestro esta-
tuto, se consideró conveniente que las Illes Balears
consiguieran un nivel más alto de autogobierno,
ampliando el techo competencial de nuestra comuni-
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dad autónoma. Estoy convencida, además, de que esta
reforma conllevará no sólo el enriquecimiento de nues-
tra personalidad propia dentro del Estado español sino
también en el ámbito de las instituciones europeas,
donde las comunidades y regiones están llamadas a
tener un importantísimo protagonismo.

Me consta que hay quien considera insuficiente esta
reforma, quizá lo sea, pero lo cierto es que es lo máxi-
mo que se podía conseguir en estos momentos. Lamen-
to que esto no sea entendido así, porque concibo la
política como el arte de la negociación y como la cultu-
ra de la transacción, y hay posturas, cuando se adoptan
férreas, que lo único que hacen es evitar o frenar el
avance de nuestra autonomía. De ahí la necesidad de
no entrar en juegos de victimismo ni de agravios com-
parativos, sino de ir avanzando poco a poco en el auto-
gobierno, ampliando así el marco de nueva conviven-
cia democrática.

Quiero que quede claro, por algunas manifestacio-
nes que aquí se han efectuado, que en el Parlamento
balear se hizo un enorme esfuerzo para llegar a con-
sensos con todos los grupos políticos. Esto no fue posi-
ble y se consiguió consenso con un grupo parlamenta-
rio –que hoy también ha hecho una exposición crítica
de esta reforma, inconcebible que se hubiera hecho en
el Parlamento balear–, en el que, como digo, con
renuncias de ambos grupos mayoritarios, del Grupo
Parlamentario Popular y del Grupo Parlamentario
Socialista, se llegó a un texto consensuado, que hoy se
quebranta y se rompe por parte del Partido Socialista,
tema al que me referiré después.

Se consiguió consenso en lo que se refería a la refor-
ma institucional interna, a las nuevas competencias
para nuestra comunidad autónoma y al hecho diferen-
cial de las Islas Baleares, porque, señorías, los isleños,
aunque tenemos muy presente nuestra integración en
el Estado español, estamos marcados por nuestra sepa-
ración física del continente, es decir, por nuestra reali-
dad no sólo insular sino en nuestro caso pluriinsular
con unas lenguas y unas culturas propias de nuestra
comunidad.

Quiero hacer constar que el artículo 58.5 del texto
que hoy estudiamos establece que una ley de las Cor-
tes Generales regulará el reconocimiento específico del
hecho diferencial de la insularidad, como garantía pre-
cisamente de la solidaridad y del equilibrio interterrito-
rial. Pues bien, ya se ha dado cumplimiento a ese obje-
tivo y ya esta Cámara aprobó definitivamente y ha
entrado en vigor la Ley de Régimen Especial de las
Baleares, que contempla nuestra insularidad y que
demuestra la voluntad del actual Gobierno de la nación
en reconocer nuestras especificidades.

No voy a entrar en cuál ha sido la voluntad del
actual Gobierno de la nación, porque ha quedado
patente en las competencias que nos han sido transferi-
das en estos últimos años: en el año 1996, universida-
des, juventud, Imserso, sociedades agrarias, legislación
laboral, etcétera; en el año 1997, cámaras de propiedad
urbana y en el año 1998, educación. Como ustedes

saben, Baleares ha sido la primera comunidad autóno-
ma que ha tenido transferidas las competencias en
materia de educación. Esto, señorías, denota una sensi-
bilidad grande por parte del actual Gobierno hacia
Baleares.

No voy a entrar a hablar de las reformas que se han
debatido en el estudio que se ha efectuado por esta
Cámara, pero sí quiero hacer una pequeña mención a
las que se han hecho desde el punto de vista institucio-
nal: se ha incrementado el período de sesiones del Par-
lamento Balear, se ha creado la Sindicatura de Greuges,
institución análoga al Defensor del Pueblo; se ha otor-
gado rango estatutario al Consejo Consultivo, integrado
por juristas de reconocido prestigio, así como a la Sin-
dicatura de Comptes, análoga al Tribunal de Cuentas;
ha desaparecido el número máximo de diez miembros
del Gobierno autónomo; se ha ampliado la tipología de
los cargos incompatibles con el del consejero insular, y,
así, varias reformas más.

Señorías, en cuanto a las enmiendas mantenidas por
los distintos grupos políticos, me referiré a la explica-
ción que ha dado la señora Uría sobre lo extraño de
que precisamente el Grupo Parlamentario Vasco pre-
sente unas enmiendas a la reforma del estatuto de auto-
nomía. Ha dado la explicación en el sentido de que
están coaligados en la elecciones europeas con Unión
Mallorquina, que no tiene representación en la Cámara
y que les ha pedido que lo hicieran.

La presentación que se hizo en el trámite de Comi-
sión conjuntamente por parte del Grupo Parlamentario
Socialista y el Grupo Parlamentario Popular de una
enmienda en la que se incluía el término nacionalidad
creo que es suficiente. Nosotros hemos considerado
necesario que el término nacionalidad figurara en
nuestro estatuto por la sencilla razón de que tenemos
una lengua, una cultura y una historia propias, e inclu-
so tenemos un derecho civil propio, pero quede muy
claro –así lo hicimos constar en Comisión y lo reitero
desde esta tribuna– que para esta inclusión nosotros
partimos del contenido del artículo 2 de la Constitu-
ción española, en el que se especifica que existe una
nación, que es España, y que además están las nacio-
nalidades y regiones. Es bueno no olvidar que la sobe-
ranía es un atributo de la nación, mientras que las
comunidades autónomas, sean nacionalidades o regio-
nes, tienen autogobierno, que es cosa distinta a la
soberanía. Considero que es conveniente tener presen-
te que cuando la Constitución española regula en el
título VIII la organización territorial del Estado, confi-
gurándolo como un Estado de las autonomías, estable-
ce que la única nación es España. Repito que es bueno
no olvidarlo porque, a veces, en el acaloramiento del
discurso político, se hacen afirmaciones que nada tie-
nen que ver con el orden constitucional. Por tanto,
votaremos en contra. Consideramos que la enmienda
aportada por el Grupo Socialista y el Grupo Popular
de alguna forma colma esa deficiencia que tenía el
texto cuando llegó a esta Cámara y que ya está refleja-
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do el término nacionalidad, que es lo que se pretendía
en nuestro estatuto.

En cuanto a las enmiendas del Grupo Parlamentario
Federal de Izquierda Unida, quiero manifestar a la
señora Urán, quién reconozco que ha hecho un enor-
me trabajo –y se lo agradezco como ciudadana de las
Islas Baleares; su señoría no lo es, pero ha demostrado
el cariño que tiene a nuestra comunidad–, que lamento
no poder aceptar sus enmiendas. Le agradezco que
haya retirado la enmienda número 57 al artículo 12,
número 16, porque, tal y como comentamos en el trá-
mite de Comisión, creo que la competencia que otorga
el texto de la reforma es más generoso y más amplio
del que se concedía por su parte.

En cuanto a las enmiendas 71 y 74, referentes a los
consejos insulares –una es consecuencia de la otra en
el texto que proviene del Parlamento balear–, estable-
cen que los consejos insulares, además de las compe-
tencias que les corresponden como corporaciones loca-
les, tendrán la facultad de asumir en su ámbito
territorial la función ejecutiva y la gestión de una serie
de materias que a continuación se enuncian. Lo que
pretende el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda
Unida en la enmienda 71 es eliminar del texto las pala-
bras «función ejecutiva y gestión» y hablar, sin más de
la asunción de competencias que les sean transferidas,
es decir, no limita sus funciones a la función ejecutiva y
a la gestión, sino que establece la posible asunción
plena de competencias. La enmienda 74 pretende que
se otorgue potestad reglamentaria normativa a los con-
sejos insulares sobre las competencias que les son atri-
buidas

Yo pienso que estas dos enmiendas tienen como
finalidad la creación de tres gobiernos insulares en las
islas de Mallorca, Menorca y en Ibiza y Formentera y
un gobierno de la comunidad autónoma, que sería el
mero coordinador de los otros tres. Esta distribución
del gobierno del poder político entre las islas es un
tema que podríamos discutirlo en profundidad. Es
cierto, y nadie lo duda, que las Islas Baleares constitu-
yen una realidad geográfica e histórica que es plural,
desigual, diversa y de muy difícil articulación. He teni-
do la oportunidad y el placer de ser vicepresidenta de
un Consejo Insular de una isla menor, es decir, que
estamos ávidos de la asunción de competencias, pero
me cuestiono muy seriamente si eso es conveniente o
no. De algo estoy segura y es que no es un tema para
debatir en esta Cámara, sino que se trata de nuestra
propia autoorganización y, en consecuencia, conside-
ro que el foro idóneo es el Parlamento de las Islas
Baleares. Nadie duda de la doble naturaleza de los
consejos insulares como entes intermedios entre la
comunidad autónoma y los ayuntamientos; nadie duda
de la singularidad que tienen estas instituciones, úni-
cas en todo el territorio español y que son, repito, de
muy difícil encuadre. Sí le digo, como persona resi-
dente en una isla menor, que quizá se deba hacer un
esfuerzo mayor del que se ha hecho, no me duelen
prendas en decirlo, pero también convendrá conmigo,

señora Riera, que este es un tema que se cerró en el
Parlamento balear –se cerró, señor Costa– y, en con-
secuencia, considero que no es el momento oportuno
de abrirlo.

También le manifiesto públicamente que me da
miedo que lo que pretende la señora Urán y apoya la
señora Riera pueda tener unas consecuencias que yo
calificaría de perversas para nuestra comunidad. Lo
digo porque, primero, pienso que despojar a la comu-
nidad autónoma de la facultad reglamentaria podría
implicar que una misma competencia fuera regulada
de forma distinta por los tres consejos insulares, lo
que dificultaría enormemente la coordinación por
parte del Gobierno de la comunidad autónoma, y,
segundo, me temo –y lo digo en voz alta– que los con-
sejos insulares recibieran muy pocas competencias,
debido precisamente a que el Gobierno de la comuni-
dad autónoma tuviera miedo a quedarse desprovisto
de las suyas.

Señora Riera, usted ha manifestado que van a ganar
las próximas elecciones y que cuando gobiernen dota-
rán a los consejos insulares de capacidad reglamenta-
ria. Siento decirle que no creo que sus ojos lo vean, ni
los míos tampoco, por descontado. Las elecciones las
volverá a ganar, como ha hecho toda la vida, y por
mayoría absoluta, el Grupo Popular. No le quepa duda.
(Aplausos.) También le digo que debemos estar abier-
tos. Este no es un debate cerrado, ni muchísimo menos,
es un debate abierto. Por mi parte me comprometo a
hacer todas las gestiones necesarias para que el tema
se siga discutiendo y, gobierne quien gobierne, si es
bueno para nuestra comunidad y para nuestros conse-
jos insulares, que así se haga.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Ter-
mine, señora Cava de Llano, por favor.

La señora CAVA DE LLANO Y CARRIÓ: Creo que
con esta reforma se profundiza en la elevación de las
cotas competenciales. Acabo con la frase que reza en
la exposición de motivos, que dice que esta reforma
no puede ser considerada como punto final de las
aspiraciones de autogobierno de los pueblos de
Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera, sino un punto
y seguido que nos permita continuar trabajando hasta
alcanzar la cuota de participación política que en razón
de nuestra historia, la historia de las Islas Baleares, nos
corresponde.

Muchas gracias, señor presidente. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Cava de Llano.

— PROPUESTA DE REFORMA DEL ESTATUTO DE
AUTONOMÍA DE CASTILLA Y LEÓN. (NÚMERO
DE EXPEDIENTE 127/000009)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Con-
cluido el debate sobre la propuesta de reforma del
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Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, pasamos al
dictamen sobre la propuesta de reforma del Estatuto de
Autonomía de Castilla y León.

A este dictamen mantiene enmiendas, en primer
lugar, el Grupo Mixto.

Para la defensa de las de la señora Lasagabaster,
tiene dicha diputada la palabra.

La señora LASAGABASTER OLAZÁBAL: Muchas gra-
cias, señor presidente.

En la propuesta de reforma del Estatuto de Autono-
mía de Castilla y León planteamos tres enmiendas, que
tuvimos ocasión de defender en la Comisión, que
hacen referencia a dos temas muy importantes.

En primer lugar, la enmienda 29 se refiere al artículo
41, que señala otros principios. Digo ya de antemano,
como lo hice en Comisión, que no es hábito ni costum-
bre desde Eusko Alkartasuna presentar enmiendas a los
estatutos de autonomía de otras comunidades, porque
entendemos que la competencia de la autoorganización
y la determinación de la voluntad popular de las diver-
sas naciones o comunidades autónomas es propia de
ellas, y no debemos tratar de intervenir, pero hemos
tenido que hacerlo porque en este artículo en concreto,
que aparece como nuevo en el Estatuto de Autonomía
de Castilla y León, se hace referencia a una cuestión
que no solamente se centra en la propia competencia,
o en las propias facultades, o en la propia voluntad de
su Parlamento para determinar cómo autorregularse,
sino que nos parece que es, yo diría, con las mejores
palabras, un tanto ofensivo hacia otras comunidades
autónomas.

En principio me parece que tampoco tendría ni tan
siquiera virtualidad práctica, porque el que la Comuni-
dad de Castilla y León se alzara como guardiana, en vir-
tud de los artículos 138 y 139 de la Constitución espa-
ñola, no parecería muy lógico, pero es que además no
se puede legislar desde el temor y menos desde la con-
sideración de que existen privilegios que pueden per-
judicar a otros. Entendemos claramente a qué hace
referencia este artículo, y desde luego a lo que no esta-
mos dispuestos es a admitir, ni a sostener, que los dere-
chos históricos de la Comunidad Autónoma del País
Vasco y de la Comunidad Foral de Navarra son privile-
gios, ya que son especificidades propias, peculiarida-
des, en definitiva, derechos históricos. Si se produce
una cláusula como esta en cualquier estatuto de auto-
nomía, llamada cláusula frontera, desde el recelo,
desde la sensación de que en algo le perjudica a otros,
también tendríamos que poner nosotros esa cláusula
respecto de otras cuestiones. No nos parecería la mejor
manera de proceder. Nos parecería una cuestión que
no es lógica y no es oportuna la introducción de este
nuevo principio.

Las otras dos enmiendas hacen referencia a la inten-
ción de Eusko Alkartasuna de solventar algunos pro-
blemas que se han planteado desde el denominado
conflicto de Treviño. No voy a entrar en toda la discu-
sión histórica, que es muy larga, ni sobre las conse-

cuencias de las interpretaciones de la disposición tran-
sitoria séptima ni en la sentencia del Tribunal Constitu-
cional. Es cierto, sin perjuicio de que seguimos mante-
niendo que es necesario el informe y la determinación
de lo que opine Castilla y León, que hemos querido
facilitar la intervención de la voluntad popular de los
ciudadanos, que nos parece un tema muy importante.
Por eso, en nuestras enmiendas lo que hacemos es que
ese primer informe no tenga carácter vinculante; es
decir, no estamos olvidando para nada que al final Cas-
tilla y León pueda tener una posición respecto de esta
cuestión, pero tratamos de facilitar que la voluntad de
los ciudadanos se pueda realizar de una manera facti-
ble. Nos parece muy importante esta cuestión y por
eso hemos presentado estas dos enmiendas.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Lasagabaster.

También por el Grupo Mixto, y para la defensa de
sus enmiendas, tiene la palabra el señor Rodríguez.

El señor RODRÍGUEZ SÁNCHEZ: Gracias, señor
presidente.

Lógicamente, en continuidad con la franja occidental
de Asturias, existe en la franja occidental de León la
lengua gallega y de forma concreta en dos comarcas
muy definidas de la comunidad de Castilla y León, cua-
les son El Bierzo y Sanabria. Esta realidad lingüística no
está en este caso ni opacada ni destruida por prejuicios
y tampoco está hoy ahogada por realidades administra-
tivas que no consiguen de todas maneras anular una
cierta conciencia de identidad que se ha resuelto por la
vía de un cierto reconocimiento en el caso de la comar-
ca de El Bierzo.

El Bloque Nacionalista Galego, en esta etapa final
del debate del estatuto en el Congreso de los Diputa-
dos, espera del realismo, del respeto del que sin duda
hacen gala a la realidad lingüística de su comunidad y
de la tolerancia de quienes son protagonistas principa-
les del proceso de reforma del Estatuto de Castilla y
León, que asuman la existencia de la lengua gallega en
esta comunidad. Si no es hoy, en el proceso posterior
del debate en el Senado, que lo reconozcan y que 
le den una cierta consideración y protección constitu-
cional.

Con la esperanza puesta en el proceso posterior, el
Bloque Nacionalista Galego finaliza su intervención.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Rodríguez.

También el Grupo Vasco (PNV) mantiene enmiendas
a esta propuesta de reforma del estatuto de autonomía.
Para su defensa, tiene la palabra la señora Uría.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Gracias, señor presi-
dente.

Como he manifestado respecto al estatuto anterior-
mente debatido, el Grupo Vasco no suele presentar
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enmiendas a los estatutos de autonomía respecto de las
comunidades en las que no tiene implantación por res-
peto a la soberanía de sus propios órganos representa-
tivos. Sin embargo, sí presenta dos enmiendas al Esta-
tuto de Castilla y León porque entiende que en la
proposición que se nos presenta hay preceptos que
inciden directamente en los contenidos propios del
estatuto vasco.

Me referiré a ellas, son las números 32 y 33, y
comenzaré por la defensa de esta última, en cuanto que
ha sido introducida en el debate por nosotros, preten-
diendo una modificación que la proposición traída por
la propia asamblea de la comunidad autónoma no la
preveía. Hace referencia al asunto de los llamados terri-
torios enclavados. Es de todos conocida la situación de
Treviño que, desde tiempo inmemorial, está deseando,
o por lo visto así lo parece, poder manifestar su volun-
tad respecto del deseo de quedarse en la comunidad
de Castilla y León o de integrarse en Álava, como según
indicios parece ser el deseo mayoritario por su cercanía
y proximidad con el territorio histórico de Álava.

La exégesis de esta situación proviene del contenido
del artículo 8 del estatuto vasco, en el que la comuni-
dad autónoma vasca, al definir su propio territorio,
prevé unas ciertas posibilidades respecto de los territo-
rios enclavados. Con posterioridad, el Estatuto de Casti-
lla y León, en su disposición transitoria séptima, cuya
modificación pretendemos ahora, establece un sistema
distinto para la desanexión de los territorios que, desde
nuestra óptica, suponía una modificación del estatuto
vasco.

Conocemos –y a ello harán referencia los grupos
mayoritarios de la Cámara– que este asunto fue ya deci-
dido por el Tribunal Constitucional en su sentencia de
11 de julio de 1986. Pero de las sentencias se puede
discrepar, y coincidimos más con el voto particular que
sostuvo el profesor Leguina, aunque lo que nos intere-
sa acreditar en este momento es que esta sentencia,
que es del año 1986, no ha pacificado la situación
social subyacente. Es de todos conocido que en los
tiempos recientes los pueblos que integran el Condado
de Treviño han intentado celebrar un referéndum soli-
citando la oportuna autorización, que les ha sido dene-
gada, lo que supuso la dimisión de toda la corporación
municipal, que, según creo, no ha podido ser repuesta,
al menos no con titulares del grupo que es mayoritario
en esta Cámara.

Nuestra pretensión no es suplantar la voluntad de la
Comunidad de Castilla y León, sino simplemente que
pueda iniciarse el trámite para que los habitantes del
Condado de Treviño decidan si quieren permanecer en
Castilla y León o integrarse en otra comunidad. La
voluntad última en el sistema que establecemos siem-
pre la van a tener las Cortes de Castilla y León y poste-
riormente esta Cámara, puesto que hará falta la modifi-
cación mediante ley orgánica. Esa es nuestra pretensión
y es lo que intentamos hacer con esta enmienda, que,
repito, no pretende en absoluto usurpar atribuciones
de otra comunidad autónoma, sino dar salida a un pro-

blema social subyacente evitando un veto político en el
inicio del proceso.

La segunda enmienda que mantenemos nos parece
de mayor enjundia, puesto que es la primera vez que
se produce en el desarrollo del Estado de las autono-
mías. Hasta ahora –y tengo recientes todavía los ecos
de la campaña de las elecciones vascas–, siempre se ha
dicho –al menos así se ha sostenido desde mi grupo–
que cada uno construye su autonomía desde dentro y
respecto de sí mismo, fortaleciendo su autogobierno,
pero no contra nadie. Sin embargo, en el Estatuto de
Castilla y León que ahora se nos ofrece como proposi-
ción hay un precepto que entendemos que denota una
serie de recelos, desconfianza y hasta hostilidad hacia
las comunidades vecinas, que se considera que puede
causar daño en el ejercicio de sus competencias. Enten-
demos que la previsión contenida en el artículo 41 es
inadmisible y, sobre todo, creemos que desde el punto
de vista de la técnica jurídica plantea un supuesto
imposible, porque constitucionalmente no está previsto
que el ejercicio legítimo de las competencias por una
comunidad pueda causar perjuicio a otras comunida-
des. El artículo 155 de la Constitución está previsto para
los casos de ejercicio ilegítimo e ilícito de las compe-
tencias; el ejercicio legítimo, repetimos, creemos que
no puede causar perjuicio, por lo que, desde el punto
de vista jurídico, es un precepto inocuo. Sin embargo,
desde el punto de vista político, creemos que introdu-
ce, repito, el recelo, la desconfianza, la hostilidad entre
comunidades, y nos parece un mal comienzo. Es la pri-
mera vez que esto se hace, y me parece importante que
quede plasmado que no es a instancia de un grupo
nacionalista, sino que lo es por acuerdo de los dos gru-
pos mayoritarios de la Cámara. Nos parece tan grave
fomentar estos recelos entre comunidades vecinas, que
es causa bastante para que mi grupo vaya a abstenerse
en la votación de este estatuto.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Uría.

Para la defensa de las enmiendas del Grupo Parla-
mentario Federal de Izquierda Unida, tiene la palabra
el señor Frutos.

El señor FRUTOS GRAS: Siento romper el tono femi-
nista de esta sesión matinal, pero es que si no subiera a
la tribuna daría la impresión de que tengo complejo y
me escondo en el escaño para no interferir lo que me
parece, efectivamente, como ha señalado una señora
diputada, un avance, que espero que sea para todo y
no se quede sólo en la defensa de la reforma de un
estatuto.

Yo soy un catalán afincado en Madrid que va a
defender una serie de enmiendas para el Estatuto de
Castilla y León, recordando y teniendo en cuenta, en
primer lugar, que desde las Cortes de Castilla y León a
este Parlamento, o desde Fuensaldaña a Madrid, debe
haber una distancia de muchos kilómetros y además en
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tiempo real medible en siglos, porque allí el Partido
Popular y el Partido Socialista votaron una cosa y aquí
están planteando otra. Allí votaron competencia exclu-
siva para montes y aprovechamiento de servicios fores-
tales para cámaras (ya sean agrarias, de comercio o de
industria), y aquí, los dos partidos, los hermanos mayo-
res, recortan y eliminan las competencias exclusivas, y
sobre todo renuncian a la gestión de la administración,
control y policía de la cuenca del Duero, anunciada en
las Cortes de Castilla y León por el señor Lucas en este
momento y por el gobierno que presidió el señor
Madrid hace ya mucho tiempo. Pues bien, parece ser
que en ese espacio que existe desde las Cortes de Cas-
tilla y León hasta este Parlamento todas estas cuestio-
nes se han perdido en el camino.

Yo creo que supone una contradicción política de
fondo que según se esté en un lugar u otro se defienda
una cosa u otra, lo que explica, a mi entender, por qué
cuesta tanto construir definitivamente España sin que
esa construcción sea un elemento de regateo perma-
nente. Y aquí, aunque sea de pasada, aprovechando
que el Pisuerga pasa por Valladolid, el federalismo
tiene pleno sentido en este debate que estamos reali-
zando de reforma de estatutos y en el debate de fondo
de la construcción definitiva de España.

Voy a defender, en nombre del Grupo Federal de
Izquierda Unida, tres grupos de enmiendas. Un primer
bloque, integrado por las enmiendas 2, 3, 4 y 5, que
concretan y definen la identidad nacional de Castilla y
León ¿por qué no?; un elemento central de la construc-
ción del Estado español. En esta misma línea, crean el
instituto de la lengua castellana; dotan a las Cortes de
una mesa plural, algo elemental en democracia, que
haya una mesa plural y que no sea la arbitrariedad en
un momento determinado de tal o cual mayoría la que
impida que una fuerza política esté representada en la
Cámara; al mismo tiempo, planteamos la regulación de
la consulta popular, algo que también avanza en un
sentido democrático de participación de la gente.

El segundo bloque, integrado por las enmiendas 6 
y 7, supone una afirmación taxativa de que se regula-
rán y reconocerán las posibilidades de reorganizarse en
comarcas, a partir de un análisis que se ha hecho de la
realidad económica, social, cultural y de todo tipo, en
la cual nosotros detectamos un cierto agotamiento de
determinadas funciones provinciales. Por tanto, nos
parece que, en esta línea, reagrupar problemas y reali-
dades concretas a través de comarcas es un elemento
de avance hacia una mayor democratización.

El tercer bloque, de la 8 a la 20, son enmiendas que
defienden competencias exclusivas para la Comunidad
Autónoma de Castilla y León –otras comunidades autó-
nomas como Cataluña, Euskadi, Galicia, Aragón, Valen-
cia o Canarias ya tienen estas competencias exclusi-
vas–, que hacen referencia a asistencia social, para que
se recoja la planifación y la orientación familiar, así
como la de la infancia; hablan de competencias exclu-
sivas de régimen local; hablan de defensa del consumi-
dor y usuario; hablan de sanidad e higiene; hablan de

ordenación farmacéutica y hablan de las asociaciones y
fundaciones. Es decir, seis nuevas competencias exclu-
sivas. En nuestras enmiendas se pretende avanzar hacia
ese proceso que he intentado señalar desde el princi-
pio de federalización del Estado español y definitiva
construcción de España.

Las enmiendas 20 y 21 incorporan como desarrollo
legislativo y ejecución, no sólo como ejecución, la com-
petencia que las Cortes de Castilla y León ya introduje-
ron con la policía del dominio hidráulico de la cuenca
del Duero. Las enmiendas 22 a 27 van dirigidas a forta-
lecer el autogobierno: la posibilidad de desarrollo legal
para crear el instituto de empleo y formación, la posibi-
lidad de acceso a un concierto o regulación económica,
la posibilidad de tener competencias para establecer y
modificar impuestos; aprobar los reglamentos de tribu-
tos, las actuaciones de cooperación de comunidades
autónomas y los planes y programas.

En resumen, todas ellas son enmiendas dirigidas a
precisar la calificación de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León en relación –y sin establecer aquí agra-
vios comparativos– con otras comunidades autónomas;
fortalecer el techo competencial exclusivo ampliándo-
lo; la capacidad de autogobierno de la Comunidad de
Castilla y León y las posibilidades democráticas del Par-
lamento autonómico. Desde esta posición de defensa
de un Estado federal y de profundización de la demo-
cracia, nos parecen muy adecuadas para que en este
plenario sean debidamente atendidas y votadas por los
grupos mayoritarios de la Cámara.

En mi convicción, señoras y señores diputados, de
que estamos en un momento concreto de asimetría real
en el Estado de las autonomías que viene producida
por la historia, creemos que se puede ir superando esta
situación por toda una serie de acciones legislativas. Se
debe avanzar hacia una situación de simetría en el
autogobierno desde la convicción y voluntad de cada
parte. Es lo que yo he intentado expresar con una frase
que puede parecer incluso rimbombante: construir
España. Por tanto, defendemos estas enmiendas que
intentan federalizar, achicar los posibles agravios com-
parativos que han aparecido de vez en cuando en este
debate y construir y modernizar España definitivamente
desde la federalidad.

Nos parece bien, y así lo saludamos en su momento
en el debate en Comisión, que se hayan producido
avances, algunos de ellos importantes, en el conjunto
de los estatutos que se han reformado. Estamos de
acuerdo, se ha avanzado. Pero, al mismo tiempo, en la
línea de objetivos que tenemos marcada y que nos
parece que son interesantes para la definitiva construc-
ción del Estado español, creemos que si estas enmien-
das fueran recogidas representarían continuar avanzan-
do en un proceso de federalización que finalmente
haría irreversible una unidad de lo que se conoce como
Estado español o España, que permitiría el máximo de
libertad de todos sus componentes y, al mismo tiempo,
el máximo de unidad para hacer todas las tareas comu-
nes que la historia y el futuro nos encomiendan.
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Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Frutos.

¿Algún grupo desea consumir un turno en contra de
las enmiendas? (Pausa.)

¿Grupos que desean fijar posición? (Pausa.)
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor

Madrid.

El señor MADRID LÓPEZ: Señor presidente, ni
puedo ni quiero olvidar en mi intervención la condi-
ción de ponente del estatuto que vamos a reformar y
haber sido el primer presidente de la Comunidad Autó-
noma de Castilla y León, la comunidad propiamente
histórica de nuestro país.

Quiero también saludar a los dignos representantes
de la Comunidad Autónoma de Castilla y León que hoy
están en la tribuna siguiendo con interés este debate.

Señor presidente, señoras diputadas, señores diputa-
dos, la reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y
León significa perfeccionar el instrumento básico para
profundizar en el autogobierno y también significa una
mayor responsabilidad para los gobernantes de las ins-
tituciones de la comunidad. Así pues, el acercamiento
de las decisiones a las necesidades de los ciudadanos y
su mayor participación en la formación de la voluntad
popular es un paso importante del Estado democrático
dimanante de la Constitución de 1978, a la que desde
esta tribuna vengo a recordar con afecto como referen-
te del tránsito de un Estado autocrático al mundo de las
libertades y de la democracia.

El debate que en la sede de las Cortes de Castilla y
León ha tenido lugar durante varios meses es un buen
ejemplo de pedagogía política, que ha permitido llegar
a acuerdos y consensos entre las distintas formaciones
políticas, posibilitando que el texto que aquí vamos a
aprobar sea el de todos o el de la inmensa mayoría.
Probablemente, no recoja algunas de las ideas que nos
hubieran gustado a todos y cada uno de los grupos y
de los ponentes, pero, en todo caso, mi grupo está dis-
puesto a perfeccionar el estatuto en posteriores trámi-
tes.

Como SS.SS. saben, en la pequeña historia de este
Estatuto de Autonomía de Castilla y León se corrieron
riesgos gravísimos en sus propios orígenes. Diputados
muy principales intentaron que Castilla y León se con-
virtiera en una mancomunidad de diputaciones y entre
otros argumentos se utilizaba el peso tan importante de
las provincias. Por eso hoy, que ese peligro ya ha pasa-
do, siento satisfacción personal y política.

Es cierto que Castilla y León es la comunidad más
extensa de la Unión Europea. En términos geográficos,
y también en provincias y comarcas, es probablemente
la más rica y variada, pero al mismo tiempo Castilla y
León es del común, es decir, los ciudadanos lo son de
una sociedad abierta y plural, sin complejos, herederos
de la mejor tradición de las Cortes de Castilla y León en
la respuesta a las afrentas de los poderosos, donde

nadie es más que nadie, o como reza en el escudo de
Medina del Campo, ni al rey oficio ni al Papa beneficio.
Por eso, una comunidad que históricamente ha sido
maltratada desea recuperar sus propias capacidades y
potencialidades y pretende, en solidaridad con todas
las demás comunidades de España, ejercer con toda
legitimidad todos los derechos de autogobierno, por-
que el que no se haya ejercido un derecho no significa
que no se pueda o no se deba ejercer con igual legiti-
midad.

Castilla y León es una comunidad que limita con
nueve comunidades autónomas y con un gran país
amigo, como es Portugal. No es endogámica, sino más
bien lo contrario, abierta antes y ahora a otros pueblos
de España, Europa y América. Por eso nuestros pueblos
llevan nombres asturianos, como Mingorria, Muga de
Sayago, Iruecha, Vigo de Sanabria, etcétera. Es cierto
que en los límites o bordes con otras comunidades
autónomas y con Portugal las costumbres, las lenguas y
culturas se mezclan y entrecruzan enriqueciéndose
ambas comunidades. Lo he manifestado en varias oca-
siones y, por poner un ejemplo, en El Bierzo y en Sana-
bria se habla gallego, pero también el asturleonés y el
portugués; en Béjar y en el Valle del Tiétar, palabras
extremeñas y en Olvega giros aragoneses. Los niños
reciben sus primeras palabras y caricias con acento
vasco en el norte de Burgos. Sigo creyendo que el esta-
tuto es un instrumento al servicio de la paz, la toleran-
cia y las libertades; en definitiva, o sirve para la convi-
vencia entre los castellanos y leoneses entre sí y entre
estos y el resto de España o sirve para poco.

Perdonen que no hable del Estado español, término
que, aunque correcto, quien lo incorporó al uso ordi-
nario fue el general Franco. Yo creo, como mi paisano
León Felipe, que el salmo es más importante que el
arca que lo encierra; es decir, que los hombres y las
mujeres son el objetivo único de cualquier norma o ins-
trumento político y jurídico. La aprobación por las Cor-
tes Generales, a iniciativa de las Cortes de Castilla y
León, de la reforma del estatuto que estamos debatien-
do debe suponer un paso decisivo hacia el progreso.

De la historia debemos aprender, y yo quiero aquí
recordar algunas reflexiones de José Antonio Maravall,
en el prólogo a la primera edición de las Comunidades
de Castilla, cuando escribe: El drama comunero es un
dato más de la temprana aparición de la crisis de la
modernidad entre nosotros. Ello no deja de ser perfec-
tamente explicado en Castilla, que había presentado ya
una avanzada evolución política en la Edad Media,
comparable en muchos aspectos a la de Inglaterra. Esta
semejanza ha sido señalada en lo que se refiere al desa-
rrollo del feudalismo, que en ambos países evoluciona
hacia nuevas formas políticas desde muy pronto. Sabi-
do es que, con igual paralelismo y con varias décadas
de anticipación, en Castilla se produce también en uno
y otro lugar la incorporación del pueblo a las asam-
bleas políticas. Y, siguiendo en esta misma dirección,
en las reivindicaciones de los comuneros hallaremos
concepciones parecidas a las que se van a desarrollar
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con mejor fortuna en el derecho constitucional inglés.
Fin de la cita.

En definitiva, volviendo al estatuto de autonomía, la
mayor capacidad de autogobierno la tendremos que
aprovechar los castellanos y leoneses para hacer de
nuestra nación o región una comunidad más justa, no
siendo que nos ocurra como después de ese período
tan importante de la historia de Castilla y León donde
llegó el retroceso cuando aparecieron los caciques y
los corregidores.

Creo, señor presidente, señoras y señores diputados,
tener la legitimidad para solicitar su apoyo a la reforma
del Estatuto de Autonomía de Castilla y León.

Muchas gracias, señor presidente. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Madrid, don Demetrio.

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Posa-
da, don Jesús.

El señor POSADA MORENO: Muchas gracias, señor
presidente.

Quiero,en primer lugar, y en nombre del Grupo
Popular, expresar la satisfacción porque llegue hoy
aquí, al Pleno del Congreso, y se apruebe esta reforma
del estatuto en presencia de los que lo han debatido en
Castilla y León.

Ha sido un proceso intenso, largo, de mucha nego-
ciación, en el que el Partido Popular y el Partido Socia-
lista han actuado conjuntamente como motores de la
reforma de este estatuto, y han incorporado aportacio-
nes de todos los grupos. Nuestra posición tiene que ser
de máximo respeto para lo que allí, en Fuensaldaña,
los procuradores en las Cortes, los grupos parlamenta-
rios, han acordado y en defensa, por tanto, de lo que
ellos, muy mayoritariamente, y como legítimos repre-
sentantes de Castilla y León, han decidido.

Esta reforma que hoy se va a aprobar aquí en el Con-
greso supone incorporar al marco estatutario cuestio-
nes de enorme trascendencia para nosotros: el recono-
cimiento de la lengua castellana y el patrimonio
histórico-artístico y natural como valores esenciales de
la comunidad; la introducción de figuras como el pro-
curador del Común, la iniciativa legislativa popular y
de los ayuntamientos o el Consejo consultivo de Casti-
lla y León. Es un nuevo marco político en el que se
suprimen restricciones a los parlamentarios y a los gru-
pos parlamentarios de las Cortes de Fuensaldaña y se
le permite al presidente hacer con toda libertad su
Gobierno, presentar la cuestión de confianza o disolver
anticipadamente las Cortes. En fin, un nuevo marco
competencial que permite que Castilla y León asuma
todas aquellas competencias que considere necesarias
para desarrollar su estatuto, su proyecto autonómico.
Los que asistimos como procuradores a la creación de
la Comunidad Autónoma de Castilla y León, y luego
tuvimos la fortuna de regir los destinos de Castilla y
León en un momento determinado, somos los que

mejor podemos valorar el paso gigantesco que supone
este estatuto con respecto a lo que teníamos en 1983.

Quiero empezar rechazando que en las enmiendas
que el Partido Popular y el Partido Socialista han intro-
ducido en ponencia y Comisión haya habido en ningún
caso un retroceso de lo que se había planteado en Cas-
tilla y León. Ha habido una adecuación técnica, legisla-
tiva, se han discutido unos temas concretos y, desde
luego –y eso es lo más importante–, se ha respetado
absolutamente la voluntad del Partido Popular y del
Partido Socialista de Castilla y León.

En cuanto a las enmiendas que han sido presenta-
das, quiero referirme, en primer lugar, a la del señor
Rodríguez, del BNG. Existe una coincidencia plena en
el fondo de lo que propone el señor Rodríguez. La len-
gua gallega debe gozar de respeto y protección. Noso-
tros lo recogimos así en el artículo 4 del estatuto y el
artículo 32 señala, entre las competencias exclusivas, la
16, que es Cultura, y se refiere a especial atención a las
distintas modalidades culturales de la comunidad. Es
más, las Cortes y la Junta de Castilla y León pretenden,
cuando hayan recibido las competencias en educación,
que el gallego se incorpore al sistema educativo. Por
tanto, hoy vamos a rechazarlas, pero le aseguro al
señor Rodríguez que en el Senado vamos a estudiar una
redacción que nos satisfaga a todos.

Respecto a las enmiendas presentadas por Eusko
Alkartasuna y por el Partido Nacionalista Vasco, debo
decir que en Comisión fueron contestadas a mi modo
de ver, aunque puedo ser parcial, magistralmente por
don Gabriel Cisneros. Ahora no voy a reiterar lo que él
dijo in extenso, simplemente voy a resumir la argumen-
tación. El apartado primero del artículo 41 no atribuye
competencia alguna a Castilla y León, tan sólo el deber
de velar por que se cumplan los artículos 138 y 139 de
la Constitución española: rechazo de privilegios, igual-
dad y solidaridad. No cabe mayor fidelidad al texto y al
espíritu constitucional; no se atribuye a la Comunidad
Autónoma de Castilla y León ninguna función de con-
trol, sólo la de velar para que el Estado garantice la
efectividad de determinados principios constitucionales
en aquellos aspectos que en el futuro puedan darse y
que pudieran perjudicar a la propia comunidad. Vamos
a rechazar esas enmiendas, pero yo le rogaría tanto al
PNV como a Eusko Alkartasuna que abandonaran esos
recelos porque yo creo que están absolutamente infun-
dados.

En cuanto a las enmiendas números 31 y 33 de los
mismos grupos, que se refieren a la disposición transi-
toria séptima, la que habla del Condado de Treviño,
quiero decir que esa disposición no se ha modificado
en esta reforma del estatuto, lo que induce a creer que
los grupos parlamentarios en Fuensaldaña coincidían
en mantenerla. Como ha dicho muy bien la señora
Urán, en efecto, hubo hace 15 años un recurso ante el
Tribunal Constitucional del Gobierno vasco y del Parla-
mento vasco, que se sustanció en 1986 y donde quedó
claro que esta disposición era plenamente constitucio-
nal, que no vulneraba los principios de igualdad y no
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discriminación y que los procedimientos de agregación
y segregación corresponden a los estatutos de las
comunidades autónomas.

Esa es la cuestión jurídica, aunque admito que políti-
camente habrá que tomar una determinación. Pues
bien, nosotros creemos que no es modificando el pro-
cedimiento para que pierda vigor y se desequilibre a
favor de una de las partes como tendrá una solución
definitiva. Esa sería una solución falsa. La solución defi-
nitiva, y está marcada ya por las reuniones que ha habi-
do en el Congreso y en el Senado, es inevitablemente
el compromiso de todas las partes implicadas, la bús-
queda del entendimiento, la cooperación, la búsqueda
de soluciones para los problemas y para proteger a los
ciudadanos. ¿Esto es más complicado? Sí. Pero es el
único camino verdadero, todo lo demás son atajos que
satisfarán a una parte y no a la otra. Sólo en la coope-
ración se puede resolver un problema que, en efecto,
existe.

En cuanto al Grupo Parlamentario Federal de
Izquierda Unida, que mantiene veintiséis enmiendas,
tengo que indicar aquí –y yo creo que es muy impor-
tante, para que lo conozca la Cámara– que en Fuen-
saldaña, en Valladolid, hubo un largo proceso de
negociación que abrieron el Grupo Popular y el
Grupo Socialista con Izquierda Unida, que en algunos
puntos se estuvo muy cerca de llegar a acuerdos tran-
saccionales y que si no se llegó me consta que no fue
porque no hicieran esfuerzos los grupos Popular y
Socialista.

No voy a hablar in extenso de todas las enmiendas,
pero sí quiero referirme a alguna de ellas. En primer
lugar, quiero decir que la nacionalidad es un tema que
no debe decidirse por voluntarismo jurídico, diciendo
que se es nacionalidad. Creemos que el artículo 2 trata
la autonomía por igual para nacionalidades y para
regiones. No nos gusta ese cambio en el estatuto que
pasa de «se podrá modificar, se podrá hacer, se inicia-
rá», a «se iniciará», es decir, el imperativo que quiere
introducir Izquierda Unida en sus enmiendas. El Estatu-
to de Castilla y León, como la Constitución para Espa-
ña, debe permitir que el grupo político que gobierne
haga lo que le parezca conveniente, que no se lo impi-
da, pero que no le obligue. Por ejemplo, la creación de
comarcas es una cosa que hará Izquierda Unida si algu-
na vez gobierna en Castilla y León, sola o en coalición,
pero hoy por hoy gobierna el Partido Popular que no
considera que Castilla y León deba organizarse total-
mente en comarcas. Por tanto, dejemos que el estatuto
permita una cosa u otra.

En cuanto a las competencias, lo verdaderamente
importante es que todas las competencias que Castilla
y León quería las tiene en su estatuto. ¿Que estén en
exclusiva o en desarrollo normativo? Pongo un ejem-
plo, el régimen local, que propone en su enmienda 9
Izquierda Unida que sea competencia exclusiva. Diría:
régimen local, organización y régimen jurídico de las
comarcas y de las comunidades autónomas, sin perjui-
cio de lo dispuesto en el artículo 149.1.18ª de la Consti-

tución. Pero es que este precepto dice que el Estado
tiene competencia exclusiva sobre las bases del régi-
men jurídico de las administraciones públicas. Es un
cambio meramente formal. Yo creo que es más lógico
recibir todas las competencias y articularlas de acuerdo
con lo que han establecido la Constitución y el Tribu-
nal Constitucional.

Aunque rechazamos todas las enmiendas hay un
deseo por nuestra parte, como lo hay por parte del
Grupo Socialista, de buscar desde Valladolid, desde
Castilla y León, porque de ahí es de donde debe salir la
propuesta, algunas modificaciones que perfeccionen
este texto y que podamos introducir en el Senado.

Termino ya, señor presidente. En este momento del
desarrollo constitucional, con la referencia al resto de
los estatutos, cada uno con sus peculiaridades, que las
demás comunidades autónomas se han dado, nuestra
comunidad afronta con ilusión su futuro en un marco
estatutario que considera satisfactorio y espera y desea
que sea estable, porque, eso sí, Castilla y León, que no
quiere ser más que nadie, no tolerará ser menos que
nadie.

Muchas gracias. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Posada.

— PROPUESTA DE REFORMA DEL ESTATUTO DE
AUTONOMÍA DE LA RIOJA. (NÚMERO DE EXPE-
DIENTE 127/000010)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Con-
cluido el debate de esta propuesta de reforma de esta-
tuto, pasamos al última dictamen, referido a la propues-
ta de reforma del Estatuto de Autonomía de La Rioja.

También a esta propuesta de reforma mantiene una
enmienda la señora Lasagabáster, que tiene la palabra
para su defensa.

La señora LASAGABASTER OLAZÁBAL: Muchas gra-
cias, señor presidente.

Mantenemos viva la enmienda número 2, que hace
referencia al artículo 46, párrafo 43... (Rumores.)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Un
momento, señora Lasagabaster.

Ruego a SS.SS. que culminen el capítulo de felicita-
ciones y dejen que se exprese libremente la señora
Lasagabaster.

Cuando quiera, señora Lasagabaster.

La señora LASAGABASTER OLAZÁBAL: El sentido
de la enmienda corresponde, de alguna manera, con lo
que hemos hablado respecto del Estatuto de Castilla y
León. Vuelvo a señalar que no solemos presentar
enmiendas, porque somos absoluta y exquisitamente
respetuosos con la voluntad de los ciudadanos de cual-
quier comunidad autónoma, como no podía ser de otra
manera. Sin embargo, cuando en esas voluntades se
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articulan determinadas cuestiones que hacen referencia
a otras comunidades autónomas o pueden incidir en
ellas, en este caso concreto en la Comunidad Autóno-
ma del País Vasco, nos vemos obligados a manifestar
nuestra opinión. Por ello, la enmienda no es contradic-
toria con el exquisito respeto a los ponentes y, en defi-
nitiva, a los que en este caso representan la voluntad
de La Rioja. En cualquier caso, aunque este artículo ha
sido limado formalmente en la ponencia y luego en la
Comisión, sigue manteniendo una cuestión clave al
establecer una cláusula o efecto frontera por cuestiones
que se puedan dar en el ejercicio legítimo de las com-
petencias de otras comunidades autónomas.

Se nos presentó para su toma en consideración una
redacción muy llamativa –si se me permite la palabra–
porque hacía clara alusión –y en este caso no era una
alusión vaga sino muy clara– a los regímenes forales
fiscales. Es obvio de qué se estaba hablando. En la
ponencia se hablaba de situación limítrofe con otros
territorios, con lo que han cambiado las formas pero
no el contenido. Desde nuestro punto de vista, no es
manera de proceder –y señalo la argumentación esgri-
mida en el anterior estatuto de autonomía– con cues-
tiones que representan unas ciertas hostilidades porque
quizá no se estén respetando suficientemente determi-
nados derechos históricos o especificidades propias de
naciones o de otras comunidades autónomas.

En cualquier caso, en la Comisión se hablaba de diá-
logo. Sin embargo, en el caso concreto de La Rioja nos
parece que a lo largo de todos estos años se ha produ-
cido una excesiva judicialización, que nunca ha dado
los resultados que se pretendían con las demandas por-
que siempre se han considerado en múltiples recursos
–yo diría que cientos– que las normas forales eran
absolutamente correctas, se habían planteado, desarro-
llado y legislado desde las propias competencias y que
no existían los problemas que se reclamaban.

No nos parece procedente –vuelvo a señalar que
desde el respeto a las voluntades de los que lo fijaron
en esta reforma– articular cláusulas de este tenor por-
que a lo único que pueden llevarnos es a hostilidades y
a recelos que en nada pueden ser fructíferos para la
cordial y correcta relación que tiene que existir entre
las distintas comunidades autónomas.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gra-
cias, señora Lasagabaster.

También el Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV)
mantiene una enmienda a esta propuesta de reforma de
estatuto. Para su defensa, tiene la palabra la señora Uría.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Muchas gracias,
señor presidente.

Efectivamente, mantenemos una enmienda al Estatu-
to de La Rioja del mismo tenor que la que he tenido
ocasión de defender antes en relación con el Estatuto
de Castilla y León, es decir, una enmienda a la pro-
puesta que denota recelo hacia los vecinos. Según

parece, van a empezar a proliferar estas enmiendas y
sólo debemos fijarnos en el hecho de que en dos de
los cuatro estatutos que hoy se debaten se incluyen
preceptos de este estilo.

En ponencia ya mantuvimos que no es admisible el
supuesto del que parte la propuesta, pues constitucio-
nalmente no es posible –y antes lo hemos dicho– que
del legítimo ejercicio de las competencias que tienen
atribuidas los territorios forales, tanto los vascos como
la Comunidad foral de Navarra, se deriven perjuicios
para La Rioja. Si esto fuera posible, cabría pensar por
qué en la propuesta de reforma del estatuto no se pre-
vén las dos cosas, al alza y a la baja, es decir, que el
ejercicio de las competencias propias de La Rioja pueda
causa perjuicios a la comunidad vasca. Decimos esto
porque, en tiempos pasados y respecto de textos con-
cordados de los que ahora todo el mundo se hace eco,
no se ha tenido esta misma previsión.

Me quiero referir al punto 13 del acuerdo de Ajuria
Enea. En épocas de declive para la economía vasca, se
decía que las secuelas de paro y de marginación deri-
vadas de la crisis industrial tenían incidencia en la vio-
lencia en Euskadi y se comprometían todos los partidos
firmantes, entre ellos el Partido Popular y el Partido
Socialista, a hacer lo que fuese desde los poderes públi-
cos para paliar las consecuencias de esta crisis e impul-
sar las condiciones precisas para la recuperación de la
economía vasca. Nada de esto hemos sentido desde
dentro, la recuperación de la economía vasca ha veni-
do desde dentro, desde los propios poderes vascos.
Nos parece sorprendente que ahora, cuando ha salido
del declive industrial la economía vasca, la posible
mejor situación sí se considere un perjuicio hacia las
comunidades limítrofes. Repetimos que nos parece que
jurídicamente son preceptos irrelevantes, pero, desde
el punto de vista político, molestan a los vecinos.

Por lo mismo que he indicado en relación con el
Estatuto de Castilla y León, nos parece motivo suficien-
te para votar a favor nuestra enmienda y abstenernos
respecto al resto del estatuto.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señora Uría.

Para la defensa de las enmiendas del Grupo Parla-
mentario Federal de Izquierda Unida, tiene la palabra
el señor Frutos.

El señor FRUTOS GRAS: Gracias, señor presidente.
Reconocemos que en esta reforma del Estatuto de La

Rioja, como hemos dicho anteriormente respecto a la
reforma del Estatuto de Castilla y León, hay mejoras,
que se va avanzando, pero a pesar de todo, a nuestro
entender, son insuficientes en la medida en que se
podría avanzar mucho más por la comprensión política
de muchos problemas que hace unos cuantos años
todavía eran difíciles de debatir abiertamente y llegar a
conclusiones. En este momento concreto, esta com-
prensión política ha avanzado y hay otro talante para
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abordar los problemas y que sus soluciones se concre-
ten en reformas legislativas de los estatutos.

Queremos defender una serie de enmiendas que vie-
nen determinadas por nuestra actuación política a tra-
vés de los militantes de Izquierda Unida en La Rioja y
con el acuerdo de Izquierda Unida Federal, en la medi-
da en que coincidimos en lo fundamental con todas las
propuestas que se nos han hecho desde La Rioja y, en
la misma línea que he argumentado en relación con la
anterior reforma, avanzar en un proceso gradual de
federalización.

Mantenemos 22 enmiendas que afectan a distintas
cuestiones, que señalo muy brevemente. Equiparar
capacidad competencial de La Rioja a otras comunida-
des autónomas; reflejar más concretamente la capaci-
dad de consultas populares, tanto de comunidad autó-
noma como a niveles locales, es decir, profundizar la
democracia hacia abajo; posibilidad de más desarrollo
legislativo y la ejecución de la legislación básica del
Estado en materia de sanidad interior, coordinación
hospitalaria, ejecución de la legislación estatal sobre
productos farmacéuticos a través de un nuevo artículo
9 bis, que es el que proponemos que se tenga en con-
sideración en este debate, etcétera. Un nuevo párrafo
al final del artículo 12 impulsa la legislación estatal para
solicitar que las leyes marco, con competencia exclusi-
va del Estado, atribuyan a la comunidad autónoma la
facultad de dictar la legislación de desarrollo y la posi-
bilidad de que se establezcan convenios con el Estado
y con otras comunidades autónomas; la organización
de las tareas del Parlamento.

Si en el caso de Castilla y León teníamos serias
reservas en cuanto a la posibilidad de funcionamiento
democrático de su Parlamento con las competencias,
con los reglamentos, etcétera, en el caso de La Rioja,
si se dejan las cosas así podría ser un parlamento de
tercera categoría. Habría que avanzar y contemplar la
posibilidad de que el Parlamento de La Rioja pueda
organizar sus tareas de la forma que considere más
oportuna. Luego, una serie de competencias, de
carácter exclusivo de la comunidad autónoma, que
afectan a normas y procedimientos electorales, sani-
dad e higiene, ordenación de aguas subterráneas,
fomento y planificación de la actividad económica en
La Rioja, desarrollo del sector público económico de
la comunidad autónoma y planes establecidos por el
Estado para la reestructuración de sectores industria-
les, etcétera.

En resumen, en estas enmiendas que presentamos a
la propuesta de reforma del Estatuto de Autonomía de
La Rioja abundamos –y no voy a reiterarlo– en lo que
hemos dicho anteriormente, en la necesidad de ir
potenciando gradualmente, en la medida en que políti-
camente se vayan asumiendo competencias por parte
de cada comunidad autónoma, una superior simetría,
lo que no quiere decir, naturalmente, que desaparece-
rán determinadas asimetrías que existen en relación a
la lengua, a la cultura, a determinados derechos históri-
cos, etcétera. Todo esto existirá (y nosotros continuare-

mos defendiéndolo porque es una de las características
que conforman la realidad española), pero, al mismo
tiempo, nos parece adecuado ir avanzando –política-
mente estamos en condiciones de hacerlo, pero es
necesario trasladarlo al plano legislativo para que ello
sea posible– en esta simetría para que, a medida que,
gradualmente, cada comunidad autónoma vea la capa-
cidad para asumir determinadas competencias, incluso
con carácter exclusivo, se llegue al techo máximo de
posibilidades que nos da en este momento la Constitu-
ción y al que nos dará previsiblemente en el futuro
alguna reforma de la Constitución, que también será
necesaria.

Por tanto, señoras y señores diputados, les agradece-
ría, en nombre de un sector de ciudadanos de La Rioja,
que tuvieran a bien considerar nuestras enmiendas y
votarlas afirmativamente.

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Frutos.

¿Algún grupo desea consumir un turno en contra?
(Pausa.)

¿Fijación de posiciones? (Pausa.)
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Mar-

tínez Sanjuán.

El señor MARTÍNEZ SANJUÁN: Muchas gracias,
señor presidente.

Han pasado ya 20 años desde que aprobamos la
Constitución española e iniciamos una andadura demo-
crática, la más próspera y estable de nuestra historia.
Sin duda, uno de los aspectos más novedosos y com-
prometidos de aquella apuesta constitucional –y que
hoy quizá algunos tratan de forzar– fue la profunda
transformación territorial que puso en marcha el título
VIII de la misma. Fue la Constitución y la voluntad uná-
nime de los riojanos y riojanas –como en todas las
comunidades autónomas– las que dieron carta de natu-
raleza a una región modélica, con idiosincrasia propia
y que no necesita apelar a la historia medieval para
legitimarse como región, como autonomía, una vez
aprobado el Estatuto que allí llamamos de San Millán.

Desde que, en 1982, las Cortes Generales aprobaron
el Estatuto de Autonomía de La Rioja, han sucedido
muchas cosas en torno al mismo, y creo que todas para
bien. Se ha quedado pequeño este estatuto para una
región dinámica, próspera y que avanza en la libertad,
en la solidaridad y en la igualdad, a toda velocidad. Por
otra parte, algunos actores que estaban en el comienzo
de aquella época autonómica han cambiado profunda-
mente sus planteamientos y sus postulados políticos.
Alianza Popular –hoy Partido Popular–, con su secreta-
rio general al frente –hoy presidente de la nación–,
votó en contra del Estatuto de San Millán (aunque al
final dio su firma, según se recoge en el acta de San
Millán, del 8 de mayo de 1981) porque decían que
aquel primitivo estatuto podía perjudicar a los riojanos,
sería caro y no se querían competencias exclusivas en
agricultura ni en educación. Por entonces decían algu-
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nos dirigentes de Alianza Popular: El título VIII de la
Constitución nos ha llevado al caos autonómico actual,
rayando incluso, en algunas comunidades autónomas,
con el separatismo, claramente patetizado en dos de
estas desgraciadamente llamadas nacionalidades. Nos
alegramos de que, con el tiempo, se haya cambiado de
criterio y hoy estemos todos en la senda autonomista,
en la senda de la reforma de nuestro estatuto, como la
de tantos estatutos de España.

El Partido Socialista ha estado a la altura de las cir-
cunstancias en esta reforma del Estatuto de La Rioja;
hemos querido y sabido separarnos del clima político
de la región para pensar en el interés de la misma.
Queremos aprobar este Estatuto que el Congreso de
los Diputados –como hace con todos, porque para eso
está la soberanía nacional, para mejorar, corregir y
avanzar en todos los estatutos, señor Frutos, en el de
La Rioja y en el que pueda estimar que tiene más com-
petencias– ha mejorado, a pesar de lo que puedan
decir algunos.

Hoy puedo decir, señor presidente, que este estatu-
to, heredero del de San Millán, es un nuevo estatuto
para el siglo XXI, para la España que debe avanzar
hacia un modelo federal, solidario y cooperativo, y en
el que encuentran su espacio los hechos diferenciales
desde el reconocimiento y no desde la discriminación
en uno u otro sentido. Este nuevo y viejo estatuto se
plantea con voluntad de permanencia, con un largo
recorrido pero también con voluntad de ir adaptándose
a las posibles nuevas realidades sociales y autonómicas
españolas. Yo sé que a algunos no les gusta global o
parcialmente, pero no comparto ni sus críticas ni
muchas de sus enmiendas, bien por no coincidir con el
modelo territorial que algunos plantean para España,
bien por sus planteamientos de menosprecio a los
acuerdos alcanzados, carentes de razón, o bien desde
la sensación de agresión territorial que algunos entien-
den, cuando quizá podría ser más fácil entenderlo
desde el sentido contrario, es decir, desde La Rioja.

A todos ellos les animo a mirar el nuevo Estatuto de
Autonomía de La Rioja sin recelos y con confianza, por-
que, señorías, con esta reforma del Estatuto de Autono-
mía de La Rioja se da un salto cualitativo y cuantitativo
importante, de forma ordenada, en materia de autogo-
bierno y competencias autonómicas. Más de 20 nuevas
competencias exclusivas se incorporan al estatuto, a la
vez que se amplían las de desarrollo legislativo y de
ejecución. Seremos más libre, seremos más autónomos
en La Rioja para decidir sobre cuestiones de economía,
de infraestructuras, de organización del territorio, de
agricultura, de enseñanza, en definitiva, de aquellas
cuestiones que preocupan y afectan a los habitantes de
esta comunidad autónoma.

Con este estatuto se llamará a las cosas y a las institu-
ciones por su nombre, no se llamará ya Diputación
General, que nadie entiende, sino Parlamento de La
Rioja; al Gobierno, Gobierno, y además se normalizará
el papel del Parlamento autonómico y será, señor Fru-
tos, un Parlamento de primera división, no de tercera,

porque recogerá toda la autonomía y normas de funcio-
namiento que tiene cualquier Parlamento autonómico.

Sus enmiendas son fundamentalmente de carácter
reglamentario, de autoorganización. Usted en cierto
modo se equivoca cuando plantea que el estatuto debe
incorporar todas las normas de funcionamiento. Eso no
es reconocer la propia autonomía de un Parlamento que
tiene capacidad para autoorganizarse a través de un
reglamento, como hacen las Cortes Generales. Nosotros
creemos que no es necesario aprobar ninguna de aque-
llas enmiendas que SS.SS., con la máxima voluntad
democrática y con todo el apoyo del mundo, quieren
desarrollar o impulsar en el estatuto de autonomía. Cre-
emos que son normas de autoorganización, normas de
funcionamiento, que no es aquí donde deben regularse,
y no por eso el Parlamento y el estatuto de autonomía
van a ser, como dicen ustedes, de tercera división, por-
que ningún grupo parlamentario de los que apoyan de
verdad este Parlamento lo hubiese admitido.

También con esta reforma se incorporan al estatuto
el Consejo Consultivo, nuestro Consejo de Estado, entre
comillas, el Tribunal Superior de Justicia y se posibilita
la creación del Defensor del Pueblo de la Comunidad
Autónoma de La Rioja.

Por último, señor presidente, con esta reforma se
articula un encaje político de carácter bilateral entre la
Comunidad Autónoma de La Rioja y el Estado que
supere la multilateralidad armonizadora en materia eco-
nómica. Se da encaje no sólo a una discriminación, sino
a una peculiaridad importante de la región, que son sus
relaciones de vecindad con dos territorios forales, con
normas propias y con actuaciones fiscales y económi-
cas que no pocas veces supone un profundo perjuicio
para una comunidad próxima y vecina.

Hoy leía en un medio de comunicación que la Unión
Europea, en un avance previo a la decisión del Ecofin,
considera ilegítimas ayudas fiscales de territorios fora-
les similares a las del País Vasco o Navarra. No preten-
demos ir contra nadie, pretendemos establecer un
modelo de bilateralidad en materia económica que
pueda tener en cuenta las consecuencias de decisiones
legítimas, no siempre compartidas, que puedan tomar
otros territorios forales.

Señor presidente, esta reforma da, en definitiva,
mayores cotas de autogobierno a una región que aspira
a participar en el desarrollo autonómico español sin
complejos y que quiere la igualdad desde la solidaridad
y defenderá las diferencias, pero criticará los privile-
gios.

Al Partido Socialista, como fuerza de izquierda, nos
caracteriza, entre otras cosas, creer en el desarrollo de
las oportunidades vitales y tener una actitud abierta
ante el futuro. En consecuencia, con nuestro sí al esta-
tuto queremos seguir avanzando responsablemente en
el desarrollo autonómico de La Rioja y en España.

Señor presidente, si este otoño la cosecha de La
Rioja o del Rioja ha sido excelente, este estatuto tam-
bién queremos catalogarlo como excelente y al servicio
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del futuro de una comunidad autónoma como la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja.

Por eso, señor presidente, vamos a apoyar con entu-
siasmo y absoluta firmeza este estatuto, por creer que
es el que necesita nuestra comunidad autónoma como
lo necesitan otras comunidades de España.

Muchas gracias, señor presidente. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):
Muchas gracias, señor Martínez Sanjuán.

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Isasi.
(El señor vicepresidente, Fernández-Miranda y
Lozana, ocupa la Presidencia.)

El señor ISASI GÓMEZ: Señor presidente, permíta-
me que plantee una cuestión previa antes de comenzar
el fondo de mi intervención. Se acaba de decir en esta
tribuna una inexactitud, entiendo que grave, y es un
hecho objetivo que se puede comprobar. Se ha realiza-
do una acusación por el anterior interviniente al afir-
mar que el secretario general de Alianza Popular en
1982, que fue cuando se aprobó el Estatuto de Autono-
mía de La Rioja, votó en contra de aquel primer borra-
dor del estatuto, diciendo que aquel secretario general
era el actual presidente del Gobierno.

Señorías, con toda rotundidad, con toda solemnidad,
porque fui testigo presencial, quiero afirmar que es
matemáticamente incierto, puesto que aquel secretario
general, hoy presidente del Gobierno, se ausentó de La
Rioja en 1981 y el estatuto de autonomía se aprobó en
1982. Sin embargo, hay más, aquel secretario general
de Alianza Popular de La Rioja, hoy presidente del
Gobierno, nunca tuvo un cargo institucional que le
diera la oportunidad de votar texto alguno en ninguna
de las instituciones de La Rioja.

Por tanto, como éstos son hechos exactos, compro-
bables, pido, y si me apura exijo, una rectificación
pública de lo que aquí se ha dicho. (Un señor diputa-
do: ¡Muy bien!)

Señor presidente, señoras y señores diputados, hace
ahora cinco meses que debatíamos y aprobábamos por
la práctica totalidad del Pleno de la Cámara la toma en
consideración de la proposición de ley de reforma del
Estatuto de Autonomía de La Rioja, a iniciativa del Par-
lamento de la comunidad autónoma; proposición de
ley, señorías, que, teniendo en cuenta que estas Cortes
Españolas son las únicas competentes para aprobar
leyes orgánicas como ésta o proceder a sus reformas,
como es el caso que nos ocupa, se somete al debate y
posterior aprobación de este Pleno del Congreso prác-
ticamente calcada del texto original remitido por el Par-
lamento riojano.

Por lo tanto, señorías, quiero recordar y al mismo
tiempo felicitarme por ello, que la reforma propuesta
por el Parlamento de La Rioja apenas ha sufrido modifi-
cación alguna en su paso por ponencia y Comisión
Constitucional. Simplemente algunas modificaciones de
encaje técnico y de redacción en las que, por otra
parte, hemos estado de acuerdo más del 90 por ciento

de esta Cámara, lo que demuestra el alto índice de par-
ticipación, dedicación, trabajo y colaboración de los
partidos mayoritarios en el proceso previo de redac-
ción de borradores y propuestas concretas para llegar
finalmente a esta proposición de ley que reforma sus-
tancialmente el Estatuto de Autonomía de La Rioja,
ampliando su nivel competencial y equiparándolo a los
estatutos de las comunidades autónomas que accedie-
ron por la vía del artículo 151. Se cumple así el com-
promiso electoral del Partido Popular de equiparación
competencial entre todas las comunidades autónomas,
sin perjuicio de que entre éstas y el Gobierno de Espa-
ña vayan modulando los tiempos para el traspaso y
asunción de competencias concretas previstas en los
correspondientes estatutos.

Este texto, señorías, que nos propone el dictamen de
la Comisión Constitucional es ahora más homologable
con el resto de las comunidades autónomas, sin perjui-
cio de que, como es habitual, contenga peculiaridades
y características propias de la Comunidad Autónoma de
La Rioja, a cuyos ciudadanos e intereses económicos,
sociales y culturales tiene que servir, con lealtad a
España, al resto de sus instituciones y a los diferentes
pueblos que la forman.

Por lo tanto, nuestro más sincero reconocimiento y
agradecimiento al Parlamento riojano, como institución
regional que representa los intereses de sus ciudadanos
en el ámbito de sus competencias, que ha cumplido
con su cometido estipulado en las leyes y, por otra
parte, también a sus diputados, que han trabajado duro
y bien para alcanzar el más alto consenso posible del
90 por ciento de los parlamentos regionales. Confia-
mos, por otra parte, en que el otro 10 por ciento, al
margen del debate político partidario, reconozcan que
con este nuevo estatuto La Rioja gana en reconocimien-
to institucional de identidad autonómica y en compe-
tencias. En definitiva, señorías, La Rioja gana y da un
salto cualitativo y cuantitativo en autogobierno, por lo
que no podemos aceptar las enmiendas de Izquierda
Unida y de otros grupos minoritarios.

Con esta reforma, señorías, se alcanza el mayor techo
competencial para la Comunidad Autónoma de La Rioja
que nuestro ordenamiento permite, respetando el princi-
pio de solidaridad y lealtad constitucional, se incorporan
más de 20 nuevas materias a las competencias exclusivas
y se amplía la capacidad competencial de desarrollo y
ejecución en materias tan importantes para los riojanos,
como aeropuertos, transporte de mercancias y gestión
sanitaria. Pero la propuesta, señorías, no se limita sola-
mente a ampliar el marco competencial, sino que dota a
La Rioja de todos los resortes institucionales para abor-
dar los retos administrativos y sociales del siglo XXI. Se
sientan las bases jurídicas del llamado pacto local, se
incorporan nuevas instituciones, como el Consejo Con-
sultivo y el Tribunal de Cuentas regional, y se articulan
las relaciones con la Administración de Justicia.

Señor presidente, señorías, en el texto que se aprue-
be hoy en este Congreso se recogen los deseos y aspi-
raciones institucionales del pueblo riojano, manifestado
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a través de su Parlamento. Asimismo este nuevo estatu-
to reconoce y recoge aquellas peculiaridades y especi-
ficidades de aquella comunidad autónoma que tiene
ubicados sus principales núcleos de población y su
principal potencial económico e industrial justamente a
lo largo de la línea divisoria con otras comunidades
autónomas o regiones, separadas únicamente por el río
Ebro, donde disponen de un régimen fiscal y financiero
propio distinto al del resto de los españoles, pero a
veces utilizado con deslealtad para impulsar importan-
tes núcleos industriales al otro lado de la acera o de la
orilla del Ebro, a tan sólo unas docenas de metros de
aquellas ciudades riojanas. Ejemplos, señorías, ha habi-
do y los está habiendo muy graves, por lo que preten-
demos que, mediante el buen y leal uso de sus instru-
mentos legales que respetamos, los propios de la
Comunidad Autónoma de La Rioja y el Gobierno cen-
tral, en el futuro no se produzcan desequilibrios entre
comunidades vecinas.

Por ello, señorías, no entendemos la salida de tono,
las malas formas y algunas expresiones utilizadas en la
Comisión y, por otra parte, me alegro del cambio de
tono expresado aquí, esta mañana, por algunas de
SS.SS. que se oponen a algún punto concreto del Esta-
tuto de La Rioja. No obstante, también quiero que
sepan estas personas y estos grupos que nosotros sí
respetamos la Constitución, desde el preámbulo hasta
la última de sus disposiciones, incluida, señorías, la adi-
cional primera, que ampara y respeta los derechos his-
tóricos de los territorios forales, así como las específi-
cas competencias que de la propia Constitución y de
sus estatutos se derivan para establecer un sistema tri-
butario y financiero propio. Pero con la misma firmeza
que respetamos esas competencias, queremos que
sepan que exigiremos la utilización de éstas con lealtad
constitucional y lealtad entre las distintas comunidades
y el resto de España.

Esto es lo que pretende el artículo 43 y que ha cris-
pado tanto a alguna de SS.SS., que es la posibilidad de
que se suscriban acuerdos bilaterales entre la Adminis-
tración central y la Comunidad Autónoma de La Rioja,
tendentes a compensar los efectos negativos que pue-
dan derivarse de su situación limítrofe con otros territo-
rios por la hipotética utilización indeseable de sus pro-
pias competencias. En definitiva, señorías, no se trata,
en absoluto, de cuestionar la existencia de regímenes
fiscales forales, sino de evitar que el desarrollo de estos
derechos favorezca la deslocalización de empresas y la
competencia fiscal desleal, como ha reconocido ayer
mismo la propia Comisión Europea.

Ésta, señorías, es la segunda reforma que se propo-
ne tras la modificación de 1994, con motivo del pacto
autonómico firmado entre el Partido Popular y el Parti-
do Socialista en 1993, mediante el cual se incrementa-
ron más de 30 nuevas competencias, después de haber
transcurrido casi 11 años, a pesar de lo establecido en
el artículo 148.2 de la Constitución y en el 11 del pro-
pio estatuto de autonomía, donde se prevé un período
de cinco años para incrementar las competencias auto-

nómicas, período que las mayorías socialistas prolonga-
ron hasta los 11 años que transcurrieron.

Desde el Grupo Popular queremos destacar de esta
reforma estatutaria cinco objetivos fundamentales:
mayor techo competencial, mejora de la administración
y el servicio a los ciudadanos, profundización de nues-
tras señas de identidad regional y el mecanismo que, a
través de este nuevo estatuto, sirva para impulsar el
progreso regional, contribuyendo así al progreso de
España en sus más amplios términos.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Señor Isasi, le ruego vaya concluyendo.

El señor ISASI GÓMEZ: Voy terminando, señor pre-
sidente.

Finalmente, el quinto de los objetivos es la convic-
ción más profunda de que esta reforma debe contem-
plar el instrumento legal más propicio para consagrar
el Estatuto de Autonomía de La Rioja como mecanismo
de encuentro y convivencia pacífica y democrática de
todos los riojanos, destacando los valores de tolerancia
y diálogo que caracterizan a La Rioja y a sus ciudada-
nos. Para todo esto tiene que servir esta reforma estatu-
taria, para lograr una Rioja con más solidaridad interna
y externa entre todos los pueblos y regiones españolas,
al mismo tiempo que para mejorar el nivel de convi-
vencia democrática y de bienestar de los riojanos, con
lealtad a la Constitución y a España.

Por todo esto, señor presidente, señoras y señores
diputados, les pido su voto afirmativo para el dictamen
de la Comisión Constitucional sobre el texto de la pro-
posición de ley que reforma el Estatuto de Autonomía
de La Rioja.

Muchas gracias. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Isasi.

Vamos a proceder a la votación. (El señor Mardo-
nes Sevilla, pide la palabra.)

Señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Señor presidente,
como mi grupo ha sido el único que no ha intervenido,
a los efectos de dejar constancia en el «Diario de Sesio-
nes» quiero decir que mi grupo va a votar favorable-
mente todas los dictámens de Comisiones relativos a
todos y cada uno de los estatutos de autonomía, de
acuerdo con los votos mayoritarios alcanzados.

Mi grupo, por tanto, se suma con plena satisfacción
a que en el día de hoy, en esta Cámara, queden apro-
bados los estatutos de las comunidades autónomas que
se han debatido aquí.

Nada más y muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Mardones. (El señor
presidente ocupa la Presidencia.)
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VOTACIÓN DE CONJUNTO

— PROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE RÉGIMEN
DISCIPLINARIO DE LAS FUERZAS ARMADAS.
(NÚMERO DE EXPEDIENTE 121/000083)

El señor PRESIDENTE: Señorías, vamos a proceder
a las votaciones de los proyectos que, procedentes de
las distintas asambleas de las comunidades autóno-
mas, pretenden modificar los correspondientes estatu-
tos de autonomía. Previamente, y conforme habíamos
anunciado, se somete a votación el conjunto del pro-
yecto de régimen disciplinario de las Fuerzas Arma-
das, que se pretende con naturaleza orgánica, y, en
consecuencia, tiene que alcanzar la mayoría absoluta
de la Cámara.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 305; a favor, 285; en contra, 19;
abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Queda, en consecuencia,
aprobado con el carácter de orgánica el referido pro-
yecto de ley.

— PROPUESTA DE REFORMA DEL ESTATUTO DE
AUTONOMÍA DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS.
(VOTACIONES) (NÚMERO DE EXPEDIENTE
127/000007)

El señor PRESIDENTE: Pasamos a las votaciones
correspondientes a los dictámenes de las reformas de
los estatutos de autonomía, comenzando por el del
Principado de Asturias.

Votamos, en primer lugar, las enmiendas del Grupo
Mixto y, dentro de ellas, las números 2 y 6, del señor
Alcaraz.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, cuatro; en contra, 288;
abstenciones, 16.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Restantes enmiendas del señor Alcaraz.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 302; a favor, 15; en contra, 283;
abstenciones, cuatro.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las
enmiendas del señor Alcaraz.

Enmienda número 1, del señor Rodríguez.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 21; en contra, 272;
abstenciones, 15.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien-
da.

Enmiendas del Grupo Federal de Izquierda Unida.
En primer lugar, la número 8.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 19; en contra, 287;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien-
da.

Enmiendas números 30, 40 y 49.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 307; a favor, 19; en contra, 285;
abstenciones, tres.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las
enmiendas.

Restantes enmiendas de Izquierda Unida.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 13; en contra, 287;
abstenciones, ocho.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las
enmiendas.

Votaciones correspondientes al dictamen. En primer
lugar, artículo 1, apartados 3 a 8, 11, 11 bis, 14, 17, 22,
24, 33, 43 y 44.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 286; en contra, 19;
abstenciones, tres.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los apar-
tados correspondientes al artículo único.

Artículo único, apartados 18, 32, 34, 37, 39, 40, 41,
45, 46 y 55 bis.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 290; en contra, uno;
abstenciones, 17.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados.
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Resto del dictamen.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 306; a favor, 303; abstenciones,
tres.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado.
Votación final de conjunto, por tener el proyecto

carácter orgánico. (Rumores.)
Señorías, contengan sus entusiasmos.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 292; en contra, 15;
abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado también
con carácter orgánico el proyecto.

— PROPUESTA DE REFORMA DEL ESTATUTO DE
AUTONOMÍA DE BALEARES (VOTACIONES)
(NÚMERO DE EXPEDIENTE 127/000008)

Pasamos al Estatuto de Autonomía de Baleares. En
primer lugar, las enmiendas del Grupo Parlamentario
Vasco (EAJ-PNV).

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 161; en contra, 147.

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas. (Aplau-
sos.)

Enmiendas del Grupo Parlamentario Federal de
Izquierda Unida. En primer lugar, las enmiendas núme-
ros 71 y 74. Comienza la votación.(El señor Moreno
Monrove pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: ¿Sí, señor Moreno?

El señor MORENO MONROVE: Señor presidente, en
este momento está anunciando la votación de las
enmiendas números 71 y 74.

El señor PRESIDENTE: Sí, del Grupo Parlamentario
Federal de Izquierda Unida.

El señor MORENO MONROVE: Ésta es la indicación
de votación primera que ha hecho respecto del Estatu-
to de Autonomía de Baleares.

El señor PRESIDENTE: No, no; la votación anterior
ya fue sobre las enmiendas del Grupo Parlamentario
Vasco (EAJ-PNV) al Estatuto de Autonomía de Baleares.
(Rumores.)

Señorías, no contribuyan a la natural confusión en
unas votaciones tan complejas con algaradas innecesa-
rias.

La Presidencia anunció que entrábamos en las vota-
ciones correspondientes al Estatuto de Autonomía de
Baleares, y la votación primera, la que se ha anuncia-
do, ha sido sobre las enmiendas que hacían los núme-
ros 1 y 2, pero que se han votado conjuntamente, del
Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV).

El señor MORENO MONROVE: Señor presidente,
quiero solamente manifestarle que por el cuaderno de
votaciones que yo tenía aquí, y probablemente por mi
propio error, he considerado que la primera indicación
de votación se refería a las enmiendas números 71 y
74, por eso la intención de mi voto ha sido a favor. Sin
embargo, en el cuaderno de votaciones veo que previa-
mente hay otra votación que la he entendido en su
defecto, con lo cual no sé si sería posible la modifica-
ción; pero nuestro grupo parlamentario tiene una posi-
ción distinta respecto de la anterior votación que ha
hecho S.S.

El señor PRESIDENTE: Un minuto, por favor.
(Pausa.)

Consultado el Reglamento y los precedentes, no
existe precedente de repetición de una votación por
error en la emisión de voto por un grupo parlamenta-
rio. Existen precedentes en el Senado, en efecto, como
apunta el señor Cisneros con certeza, pero ya saben
aquello del respeto a la autonomía de ambas cámaras.

La Presidencia no tendría inconveniente en abrir una
vía de precedente, si existiera la absoluta y rotunda
unanimidad de los portavoces en la apreciación y valo-
ración del error. (Denegaciones en el Grupo Federal
de Izquierda Unida.) No existiendo esa unanimidad
puesto que son inequívocos los gestos del Grupo de
Izquierda Unida y de sus portavoces, la Presidencia,
tras escuchar al portavoz del grupo afectado, anuncia
que no repetirá la votación. (El señor Martínez Noval
pide la palabra.)

Señor Martínez Noval, puede manifestar lo que a su
derecho convenga.

El señor MARTÍNEZ NOVAL: Señor presidente, he
de confesar el error del Grupo Parlamentario Socialista
en la votación y también para hacer saber que, sin
error, nuestro voto hubiera sido contrario a esas
enmiendas. Nosotros, señor presidente, coincidiendo
con usted, somos partidarios de solventar esta cuestión
en el Senado y así lo haremos.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Martí-
nez Noval.

Agradezco a todos los portavoces su colaboración
con la Presidencia en la resolución del incidente.

Enmiendas del Grupo de Izquierda Unida. Somete-
mos a votación las número 71 y 74.

Comienza la votación. (Pausa.)
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, 146; en contra, 161;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las refe-
ridas enmiendas.

Restantes enmiendas del Grupo de Izquierda Unida.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, 13; en contra, 294;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las res-
tantes enmiendas del Grupo de Izquierda Unida.

Votación del dictamen.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, 292; en contra, 15;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dicta-
men.

Votación final de conjunto por su naturaleza orgá-
nica.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, 294; en contra, 14;
abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Al haber alcanzado la mayo-
ría absoluta de la Cámara prevista en la Constitución y
en el Reglamento se da por aprobado con naturaleza
orgánica.

— PROPUESTA DE REFORMA DEL ESTATUTO DE
AUTONOMÍA DE CASTILLA Y LEÓN (VOTACIO-
NES) (NÚMERO DE EXPEDIENTE 127/000009)

Pasamos a la reforma del Estatuto de Castilla y León,
comenzando por someter a votación las enmiendas del
Grupo Mixto, y dentro de él las de la señora Lasagabas-
ter, empezando por la número 29.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, seis; en contra, 301;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada.
Restantes enmiendas de la señora Lasagabaster.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 306; a favor, 19; en contra, 285;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Enmienda del señor Rodríguez.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 33; en contra, 275.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada.
Enmiendas del Grupo Nacionalista Vasco, empezan-

do por la número 32.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, 18; en contra, 289;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada.
Enmienda número 33, del PNV.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, seis; en contra, 287;
abstenciones, 16.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada.
Enmiendas del Grupo Parlamentario Federal de

Izquierda Unida.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, 13; en contra, 290;
abstenciones, seis.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Votación del dictamen.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, 288; en contra, 14;
abstenciones, siete.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dicta-
men.

Se somete a votación final el conjunto del proyecto,
dada su naturaleza orgánica.

Comienza la votación. (Pausa.)
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 288; en contra, 14;
abstenciones, seis.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado con la
naturaleza orgánica referida al haber alcanzado la
mayoría absoluta de la Cámara.

— PROPUESTA DE REFORMA DEL ESTATUTO DE
AUTONOMÍA DE LA RIOJA (VOTACIONES)
(NÚMERO DE EXPEDIENTE 127/000010)

Enmiendas a la reforma del Estatuto de Autonomía
de La Rioja.

En primer lugar, enmienda número 2, que dentro del
Grupo Parlamentario Mixto formuló la señora Lasaga-
baster.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, seis; en contra, 288;
abstenciones, 15.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada.
Enmienda número 1 del Grupo Parlamentario Vasco

(EAJ-PNV).
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 308; a favor, 19; en contra, 272;
abstenciones, 17.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada.
Enmiendas del Grupo Parlamentario Federal de

Izquierda Unida.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor, 13; en contra, 287;
abstenciones, nueve.

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas.
Se somete a votación el dictamen.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 309; a favor , 290; en contra, 13;
abstenciones, seis.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado.
Votación final del conjunto por tener naturaleza

orgánica.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 307; a favor, 288; en contra, 13;
abstenciones, seis.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el proyecto
con naturaleza orgánica al haber alcanzado la mayoría
absoluta de la Cámara.

DEBATES DE TOTALIDAD DE CONVENIOS INTER-
NACIONALES:

— CONVENIO POR EL QUE SE ESTABLECE EL ESTA-
TUTO DE LAS ESCUELAS EUROPEAS Y DE SUS
ANEJOS, HECHO EN LUXEMBURGO EL 21 DE
JUNIO DE 1994. (NÚMERO DE EXPEDIENTE
110/000212.)

El señor PRESIDENTE: Punto X del orden del día:
Debate de totalidad del convenio internacional por el
que se establece el estatuto de las escuelas europeas y
de sus anejos, hecho en Luxemburgo el 21 de junio de
1994 y al que se ha presentado una enmienda de totali-
dad por el Grupo Mixto, para cuya defensa, tiene la
palabra el señor Alcaraz. (Rumores.)

Silencio, señorías.
Cuando quiera, señor Alcaraz, vamos a comenzar el

último punto del orden del día. (Continúan los rumo-
res.)

Señorías, por favor, silencio.

El señor ALCARAZ RAMOS: Muchas gracias, señor
presidente.

Efectivamente, defiendo una enmienda a la totalidad
al convenio que establece el estatuto de escuelas euro-
peas. Siguiendo el mecanismo legal existente, solamen-
te puede ser de totalidad, aunque es a un único punto.

Seguramente se piense que el tema en sí no tiene
excesiva importancia... (Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Señor Zabalía y compañía,
les ruego que guarden silencio. (Rumores.) Señor Cal-
dera. Señor Amarillo. Señor Cuesta, don Álvaro. (Con-
tinúan los rumores.) Por favor, es menester que haya
silencio.(Rumores.) Señor Homs.

Adelante.

El señor ALCARAZ RAMOS: Decía que, aunque
pudiera pensarse que el asunto concreto que motiva la
enmienda, que no es otro que el de la utilización o la
posibilidad de asegurar que el castellano pueda ser len-
gua vehicular en estas escuelas europeas –como SS.SS.
saben, son escuelas establecidas en el ámbito de la
Unión Europea y que tienen un estatuto propio, que es
lo que hoy se debe votar, la adhesión de España–, no
es relevante, sin embargo, sí que nos parece que es
muy preocupante el redactado y la realidad en cuanto
que puede contribuir a ampliar un precedente que es
muy grave: la relegación del castellano como lengua de
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trabajo, como lengua habitual de uso en las institucio-
nes de la Unión Europea. Por lo tanto, no queríamos
dejar pasar esta ocasión, de las pocas que se nos van a
presentar en esta Cámara, para llamar la atención sobre
esta cuestión.

En efecto, el apartado 3 del artículo 4 del convenio
que se nos somete dice que habrá cursos comunes para
clases de un mismo nivel y que dichos cursos podrán
impartirse en cualquier lengua comunitaria siempre que
el Consejo superior de las escuelas decida que las cir-
cunstancias lo justifican; es decir, queda exclusivamen-
te en manos de ese Consejo rector la posibilidad de que
el castellano en nuestro caso se utilice como lengua
vehicular para esas asignaturas comunes.Parece que esa
redacción contempla un objetivo muy loable, parece
que sitúa a todas las lenguas comunitarias en igualdad
de condiciones, pero la realidad es que tiende a perpe-
tuar una discriminación que sufre en estos momentos
el castellano, así como otras lenguas comunitarias, en
el sistema de enseñanza de las escuelas europeas. (El
señor vicepresidente, Fernández-Miranda y Loza-
na, ocupa la Presidencia.)

Las lenguas utilizadas para los fines enunciados en
dicho apartado se conocen en la terminología al uso en
las escuelas europeas como lenguas vehiculares, que es
algo distinto de los idiomas en que se podría impartir
la formación básica que figura en el anexo II, donde sí
aparece el castellano. En términos prácticos, esto se
está traduciendo en el hecho de que ciertas asignaturas
comunes, como la geografía, la historia, la sociología,
etcétera, se imparten en las lenguas que tiene el carác-
ter vehicular pero no en las demás. De esta manera, si
por ejemplo un niño inglés o danés desea estudiar
dichas asignaturas en castellano, hoy no es posible
hacerlo en ninguna escuela europea por no tener el
carácter de lengua vehicular. Pudiera parecer que ello
no afecta de forma directa a España ni a los niños espa-
ñoles, quienes no escogerían, como es obvio, el caste-
llano como lengua vehicular, ya que el objetivo de estas
lenguas es reforzar su conocimiento en los que las
escogen como su primera lengua extranjera. No obs-
tante, se produce una clara discriminación hacia el cas-
tellano, al menos en un doble sentido: en primer lugar,
resta posibilidades profesionales a los educadores espa-
ñoles que podrían impartir su enseñanza en esos cen-
tros y, en segundo lugar, sitúa al castellano en inferiori-
dad de condiciones con otras de mucha menor
importancia europea y mundial, incluso con algunas
que ni siquiera son de uso oficial en organismos inter-
nacionales. Se trata, además, de una cuestión de presti-
gio para el castellano, a lo que esta Cámara no puede
ser ajena, que no debe ser objeto de un trato más des-
favorecido que otras. Con la presente situación se está
impidiendo, de hecho, y de manera muy eficaz, por
cierto, el progreso del castellano y el de otras lenguas,
como el portugués, de indudable importancia mundial
en las instituciones comunitarias

El apartado 3 del artículo 4 parece en principio otor-
gar la vía para la solución de esta injusta discrimina-

ción, pero el hecho es que las reiteradas ocasiones en
que se ha propuesto la inclusión del castellano como
lengua vehicular el citado Consejo superior lo ha impe-
dido mediante votación, que por circunstancias obvias
coloca en clara situación de desventaja a aquel país que
por motivos de prestigio intenta que su lengua tenga
ese tratamiento de lengua vehicular. Estamos convenci-
dos de que la actitud del Consejo superior no hace más
que ocultar o desvelar, según se mire, el intento de
limitar el número de lenguas comunitarias de trabajo a
tres (inglés, francés y alemán) en todas las instituciones
comunitarias y nos consta que se excluye sistemática-
mente la posibilidad de que el castellano adquiera ese
carácter. De ahí la gravedad del asunto que traemos
hoy.

La inexplicable resistencia, si no es vista desde estos
parámetros y antecedentes, del citado Consejo superior
de incluir el castellano dentro de las lenguas comunita-
rias puede, por lo tanto, entenderse como el deseo de
evitar la constitución de un precedente que pueda
situar al castellano en pie de igualdad con otras len-
guas en las instituciones comunitarias.

La dificultad de conseguir un voto favorable en
dicho Consejo superior es manifiesta, toda vez que
Irlanda, Reino Unido, Francia, Alemania, Austria,
Luxemburgo, Bélgica y los Países Bajos tienen sus len-
guas incluidas en esa consideración de vehicular. Por
lo tanto, va a ser muy difícil construir una nueva mayo-
ría que admita nuevas lenguas vehiculares, entre ellas
el castellano o el portugués.

La enmienda que presentamos trata de resolver este
problema eliminando la capacidad de discrecionalidad
absoluta que se le otorga en la redacción que se nos
propone al Consejo superior y acotando en qué
momento él debería aceptar que pudieran impartirse
esas enseñanzas comunes en una lengua vehicular dis-
tinta de aquellas en las que ahora se hace. Por lo tanto,
nuestra enmienda dice, resumiendo, que se impartirá
en cualquier lengua comunitaria, siempre que se pro-
duzca una de las dos circunstancias siguientes: a) Que
el Estado miembro en cuestión corra con los gastos
derivados de la implantación de esta enseñanza, o b)
Que al menos 10 alumnos por escuela lo demanden,
tras haber sido ampliamente informados, y con la ante-
lación suficiente, de esta posibilidad. Estamos seguros
de que en cualquiera de las dos hipótesis el castellano
podría convertirse en esa lengua vehicular, porque
estamos convencidos de que en un gran número de
estas escuelas europeas existiría demanda de más de 10
alumnos y porque además no dudamos de que, llegado
el momento, en esta Cámara habría suficiente mayoría
para el Estado español corriera con los gastos, que tam-
poco serían excesivos, del uso del castellano.

Insistiendo mucho en esa idea de que es un prece-
dente muy negativo y llamando la atención a SS.SS.
sobre la importancia de que el castellano tenga el
carácter de lengua de trabajo a todos los niveles en la
Unión Europea, es por lo que hemos defendido esta
enmienda.
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Muchas gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señoría.

¿Algún grupo parlamentario desea utilizar un turno
en contra de las enmiendas? (Pausa.) ¿Grupos que
desean fijar su posición? (Pausa.)

En nombre del Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió), tiene la palabra el señor Guardans.

El señor GUARDANS I CAMBÓ: Gracias, señor pre-
sidente.

Esta enmienda a la totalidad plantea un problema
real que trasciende al contenido de la propia enmienda
a esta convenio, como es la relación entre lenguas de
trabajo y lenguas oficiales en el seno de la Unión Euro-
pea. Nos parece que es un problema y es oportuno que
aparezca hoy por primera vez reflejado en este «Diario
de Sesiones». La ampliación de la Unión Europea va a
incrementar esa cuestión y va a introducir la necesidad
de que por una vez queden claras cuáles son las len-
guas en las que se opera y cuáles son las lenguas ofi-
ciales. Es evidente que va a tener una doble conse-
cuencia; por un lado, limitar exactamente las lenguas
de trabajo y en ellas no cabe duda que deberá estar –en
contra de lo que parece que algunos quieren excluir–
la lengua castellana. Pero también es evidente que de
forma simultánea deberán reconocerse como lenguas
oficiales más lenguas que las que hoy lo están, puesto
que tendría poco sentido que pasara a ser automática-
mente lengua oficial de la Unión Europea el estonio o
el maltés y no lo fueran lenguas habladas por una
población muy superior por el solo hecho de que no
sea la lengua oficial de un Estado de la Unión Europea.

En ese sentido, el planteamiento mismo del proble-
ma nos parece oportuno, aunque eso no nos lleve a
votar a favor la enmienda a la totalidad de este conve-
nio, no sólo por razones de procedimiento –que tengo
entendido que serán desarrolladas por el portavoz del
Grupo Popular– porque hacer una enmienda parcial a
un convenio internacional, que ya ha sido ratificado
por otros parlamentos, es algo que desde el punto de
vista incluso del derecho de tratados provoca proble-
mas graves, sino por la propia presencia de España en
el Consejo rector. Por tanto, no daremos nuestro voto
favorable a esta enmienda de totalidad, pese a no dejar
de reconocer una cierta parte de razón en el fondo del
tema que plantea y, sobre todo, –insisto– felicitándo-
nos por el hecho de que por una vez aparezca clara-
mente en esta Cámara que existe un problema lingüísti-
co en la Unión, que existe un problema respecto de las
lenguas de trabajo, que, según nos consta por noticias
de prensa, el propio ministro de Asuntos Exteriores o
el vicepresidente para asuntos económicos ha tenido
ocasión de reflejar y que pronto llevará sin duda al
reconocimiento también como lengua oficial de la
Unión –no de trabajo– de lenguas que no sean hoy las
oficiales de un Estado, pero sí sean oficiales en un Esta-
do de la Unión.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Guardans.

En nombre del Grupo Parlamentario Federal de
Izquierda Unida, tiene la palabra el señor Navas.

El señor NAVAS AMORES: Gracias, señor presidente.
Intervengo en nombre del Grupo Parlamentario

Federal de Izquierda Unida para anunciar el voto favo-
rable a la enmienda que presenta Nueva Izquierda,
entendiendo –como ha dicho otro portavoz– que esta-
mos tratando un asunto que a veces se nos escapa de
las manos, pero que para nuestro país debe tener una
especial relevancia, y es el hecho de que cada vez va
perdiendo más peso específico la posibilidad de que
nuestro idioma tenga un hueco en la construcción
europea. Cada vez más vamos perdiendo esa batalla y,
hoy por hoy, considero que hay que lograr este acuer-
do relativo a la necesidad de que España haga fuerte la
reivindicación del castellano a la hora de participar en
igualdad de condiciones que el resto de las lenguas,
que ya están consideradas como lenguas vehiculares,
para que el castellano juegue el papel que en nuestra
opinión le correspondería. Por tanto, esta enmienda de
totalidad viene a demostrar que en este acuerdo no se
concreta la posibilidad real de que el castellano pueda
estar en igualdad de condiciones ante el resto de las
lenguas , sobre todo, porque nos sigue discriminando
respecto de las posibilidades que tienen las otras len-
guas europeas. Como también se ha dicho, no sólo
estamos pensando en el escenario actual, sino en el
escenario a corto plazo, ya no se puede hablar del
escenario a medio plazo que es el de la ampliación,
donde el maremágnum lingüístico puede ser todavía
mucho mayor.

El pueblo español debería ser mucho más reivindica-
tivo respecto a los derechos de nuestra lengua en el seno
de la Unión y, por tanto, vamos a apoyar esta reivindica-
ción que nace de la enmienda de Nueva Izquierda.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Navas.

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, tiene
la palabra el señor Martinón.

El señor MARTINÓN CEJAS: Muchas gracias, señor
presidente.

Señorías, se ha expresado una preocupación por
parte del señor Alcaraz en nombre de las diputadas y
diputados de Nueva Izquierda-Iniciativa- Els Verds que,
sin duda, tiene fundamento. No se trata sólo de saber
cuál va a ser el papel de nuestra lengua común en las
escuelas europeas, porque al final lo que está en discu-
sión o lo que forma parte principal de la preocupación
es el papel de esta lengua común nuestra en el mundo
en general. Tenemos una lengua muy importante, son
muchos los millones de seres humanos que la hablan,
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que es su lengua materna, y sin embargo no hemos
conseguido que tenga la importancia cultural, política o
social que otras lenguas que hablan menos personas sí
han logrado.

El convenio que está en discusión y que desde
Nueva Izquierda se ha enmendado se refiere a las
escuelas europeas y quizá sea conveniente recordar
que las escuelas europeas no nacen con este convenio,
existen desde el año 1957, y yo creo que buena parte
de lo que ha descrito el interviniente, el señor Alcaraz,
no se refiere a lo que está en el convenio, sino princi-
palmente a lo que ha sido la realidad de esas escuelas
desde su creación hasta ahora. Con el convenio lo que
se pretende es precisamente poner un poco más de
orden en la situación. Se trata de garantizar que el
español sea una lengua vehicular. Desde luego, el con-
venio no garantiza que el español lo sea, como no
garantiza que ninguna otra lengua de la Comunidad lo
sea. El convenio no impide que el español sea una len-
gua vehicular, de igual forma que no impide que nin-
guna de las otras lenguas lo sea. El convenio permite
que, al final, el Consejo Superior de las Escuelas Euro-
peas sea el que tome la decisión. Y la práctica ha
demostrado –lo ha explicado muy bien el señor Alca-
raz– que este Consejo superior se ha inclinado hasta la
fecha por cuatro lenguas y ha excluido otras, pero no
se trata, en nuestra opinión, exactamente del contenido
del convenio, sino de la actuación real del Consejo
superior.

En el anexo II del convenio figuran todas las len-
guas, incluida la española. ¿Habría sido lógico resolver
en el convenio un asunto de práctica que corresponde,
según el propio convenio, al Consejo superior? No
quiero negar que es un asunto discutible, pero nos
parece excesivo votar en contra del convenio porque
en él no se garantice que determinada lengua sea nece-
sariamente, insisto, una lengua vehicular. El tratamiento
que en el convenio se da a todas las lenguas es iguali-
tario, insisto, en el convenio que vamos a votar. Asunto
distinto es el comportamiento que ha tenido el Consejo
superior.

A mí me da la impresión de que en el convenio a
todos los Estados miembros, a los quince, se les ofre-
cen instrumentos indirectos de presión política para
exigir que su lengua se convierta en una lengua vehi-
cular. Son muchos los apartados, los artículos, las situa-
ciones donde se exige la unanimidad. Muchos artículos,
para determinado tipo de decisiones, exigen la unani-
midad en el seno del Consejo superior. Yo creo que
eso, en manos de un Gobierno que juegue políticamen-
te bien, que tenga cierta capacidad de maniobra en los
ámbitos comunitarios, es una magnífica oportunidad
para conseguir que el español sea una de las lenguas
vehiculares. Aquí no se garantiza –e intento resumir,
señor presidente– que el español sea lengua vehicular,
como ninguna otra lengua; no se impide que lo sea,
como ninguna otra lengua, pero sí se ofrece al Gobier-
no español la posibilidad de, negociando hábilmente,
conseguir que el español sea lengua vehicular.

En la confianza de que el Gobierno español lo va a
conseguir, nuestro voto será en contra de la enmienda
y, por tanto, a favor del convenio.

Gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Martinón.

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene
la palabra el señor Ricomá.

El señor RICOMÁ DE CASTELLARNAU: Muchas gra-
cias, señor presidente.

Intervengo para fijar la posición del Grupo Parla-
mentario Popular frente a la enmienda de totalidad pre-
sentada por el señor Alcaraz, de Nueva Izquierda, al
convenio por el que se establece el estatuto de las
escuelas europeas, agradeciéndole, en primer lugar, su
preocupación por intentar conseguir un mayor equili-
brio entre las diferentes secciones lingüísticas que ope-
ran en estas escuelas. Le puedo asegurar que ésta su
preocupación también es la preocupación del Grupo
Popular y es la preocupación del Gobierno.

Hay que empezar señalando que la enmienda está
sostenida, única y exclusivamente, por discrepancias
en un apartado de uno de los 34 artículos de que cons-
ta el convenio en cuestión. Ello nos hace pensar que,
aunque el mecanismo de calificación de enmiendas
obliga a clasificarla como enmienda de totalidad, bási-
camente el grupo proponente está de acuerdo en la
globalidad del texto que conforma el estatuto de las
escuelas europeas, siendo precisamente el tema lingüís-
tico el que genera la presentación de dicha enmienda
de totalidad.

Existen dudas por parte del grupo proponente de
que el castellano esté considerado lengua vehicular,
que es, como ya se ha dicho aquí, el idioma utilizado
en aquellos cursos o asignaturas comunes que la escue-
la programa con la finalidad de conseguir su unidad,
con la finalidad de relacionar y de favorecer la convi-
vencia entre los alumnos de las distintas secciones lin-
güísticas. A este respecto debo señalar que, compar-
tiendo el fondo de su preocupación, entendemos que
el problema primario está resuelto, pues lo importante
es que los alumnos españoles en las escuelas europeas
puedan educarse en castellano y puedan complementa-
riamente formalizar el aprendizaje de una lengua
extranjera, es decir, que puedan hacer lo mismo que si
estuvieran escolarizados en España, circunstancia que
desde el Grupo Parlamentario Popular nos parece que
queda contemplada.

Además, el propio estatuto, en el apartado que cues-
tiona Nueva Izquierda, especifica literalmente que
dichos cursos –se refiere a los comunes– podrán impar-
tirse en cualquier lengua comunitaria, siempre que el
Consejo superior decida que las circunstancias lo justi-
fiquen. Y el portavoz del Grupo Socialista ya ha hecho
alusión al anexo que figura en el estatuto, en el que
obviamente consta el idioma español como idioma
potencialmente a utilizar. Entendemos que tiene razón,
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repito, en su opinión subjetiva de lo que de ello se
pueda derivar y puede interpretar que las decisiones
del Consejo superior pueden ser parciales o que, por
su composición, no pueden dar apoyo o difícilmente se
manifestarán en favor del castellano como lengua, pero
hay que recordar que el Consejo superior es el órgano
plural, con representación equitativa, a nivel ministe-
rial, de todos los países miembros de la Comunidad,
con un funcionamiento de votación y de mayorías simi-
lar al utilizado en las diferentes instituciones comunita-
rias.

Por otro lado, entrando ya en la letra literal de la
enmienda presentada por el Grupo Parlamentario de
Nueva Izquierda-Iniciativa per Catalunya, entendemos
que no introducen modificaciones de peso. En todo
caso, la eliminación del propio Consejo superior como
el responsable de decidir qué lenguas pueden ser o no
ser vehiculares, circunstancia que rechazamos, porque
negar al máximo órgano de decisión de las escuelas
europeas la capacidad de decidir no nos parece que
sea un posicionamiento excesivamente responsable. Lo
que hay que hacer –y así se ha dicho también por el
portavoz del Grupo Socialista– es negociar, es utilizar
la fuerza de la negociación dentro del Consejo. Porque
si bien es cierto que, en términos lingüísticos, España
está en minoría, no es menos cierto que, dentro del
Consejo, en otros aspectos, España está en mayoría y
que, por tanto, tiene armas –entre comillas– suficientes
para proceder a la operación de negociación en busca
de los resultados, en cuyo objetivo final todos coincidi-
mos. La enmienda fija el criterio de consideración de
una lengua como vehicular. Señala que debe ser aqué-
lla en la que al menos diez alumnos por escuela lo
demanden, tras haber sido ampliamente informados y
con la antelación suficiente de esta posibilidad, criterio
este que nos parece razonable, como muchos otros, cri-
terio numérico. Por ello estamos convencidos de que
entra dentro de las necesidades objetivas a las que me
refería anteriormente y que será un argumento de la
negociación que España tiene que llevar a cabo dentro
del Consejo superior.

En definitiva, nos parece una enmienda totalmente
innecesaria, que, además –y, para finalizar, entro en el
tema procedimental–, paralizaría el proceso de puesta
en marcha del estatuto de las escuelas europeas, consi-

guiendo que una interpretación, loable pero subjetiva,
de una mínima parte del estatuto paralizara la totalidad
del mismo, en cuyos aspectos globales lo vemos positi-
vo y todos los grupos estamos de acuerdo. La paraliza-
ción escaparía del ámbito español, pues, al tratarse de
un convenio internacional, debe ser refrendado por los
diferentes parlamentos de los países miembros, proce-
so que ya se ha finalizado en muchos de esos países,
que están pendientes de que el resto haga lo propio.

Con la seguridad de que el Gobierno coincide con el
planteamiento general que subyace en su propuesta,
del que han participado todos los grupos –no hace falta
decir que dentro de las prioridades del Gobierno está
la defensa de la lengua castellana–, y con la seguridad
de que sabrá hacer valer esta prioridad, no podemos,
por todo lo expuesto, suscribir los argumentos del
grupo proponente. Por tanto, anunciamos el voto nega-
tivo a esta enmienda de totalidad.

Gracias, señor presidente.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y
Lozana): Muchas gracias, señor Ricomá.

Vamos a proceder a la votación. (El señor presi-
dente ocupa la Presidencia.)

El señor PRESIDENTE: Votación de la propuesta de
no autorización que formula el Grupo Parlamentario
Mixto al Convenio por el que se establece el estatuto
de las escuelas europeas y de sus anejos, hecho en
Luxemburgo el 21 de junio de 1994.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 287; a favor, 12; en contra, 273;
abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la pro-
puesta.

Concluido el orden del día, se levanta la sesión.
Buenas tardes.

Era la una y cuarenta y cinco minutos de la
tarde.

CONGRESO 12 DE NOVIEMBRE DE 1998.–NÚM. 193

— 10295 —







Edita: Congreso de los Diputados. C/. Floridablanca, s/n. 28071 Madrid
Teléf.: 91 390 60 00. Fax: 91 429 87 07. http://www.congreso.es

Imprime y distribuye: Imprenta Nacional. B.O.E. 
Avda. Manoteras, 54. 28050 Madrid. Teléf.: 91 384 15 00. Fax: 91 384 18 24

Depósito legal: M. 12.580 - 1961


